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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA>
<
Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matthei Fornet, Evelyn

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney; de Justicia, don Carlos Maldonado Curtis, del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, y el Presidente de la Comisión Nacional de Energía, don Marcelo Tokman Ramos.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.>>
<<
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16, en presencia de 30 señores Senadores.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.>>
<<
III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 82ª, ordinaria, y 83ª, especial,  ambas en 15 de enero, y 84ª, ordinaria, en 16 de enero, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).>
>
<<IV. CUENTA>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual retira la urgencia que hizo presente al proyecto que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas (boletín N° 5.172-09).



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos del señor Contralor General de la República:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor García, referido a presuntas irregularidades ocurridas en la enajenación de un vehículo de propiedad de CHILEDEPORTES.



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Pérez Varela, relativo a una denuncia por acoso sexual que formuló una funcionaria de la Municipalidad de Yungay.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual da su parecer respecto de un acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición de los Senadores señora Alvear y señores Letelier, Naranjo, Sabag y Vásquez, atinente a la designación de un representante especial del Secretario General de las Naciones Unidas para el tema de la violencia física en contra de niños y adolescentes (boletín N° S 1.014-12).



De la señora Ministra de Educación, a través del cual responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, referido a la creación de una beca especial para los estudiantes de educación superior de la Región de Aisén.



Del señor Embajador Director de la Sección Medio Oriente y África, del Ministerio de Relaciones Exteriores, mediante el cual informa de una comunicación efectuada con relación al acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables señores Naranjo y Muñoz Aburto, relativo a la campaña denominada “Operación Última Oportunidad”, cuyo propósito es permitir la captura de criminales nazis que aún puedan estar escondidos en Chile y el resto de América Latina (boletín N° S 1.031-12).



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la Quinta Región (boletín Nº 5.005-06). (Véase en los Anexos, documento 1).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto, iniciado en moción del Senador señor Orpis, que introduce enmiendas al artículo 14 de la ley N° 20.175 en materia de reemplazos y transmisión de derechos de los pescadores artesanales (boletín N° 5.699-03). (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Prokurica, Horvath, Orpis, Romero y Zaldívar, que permite la concesión de los hidrocarburos líquidos o gaseosos (boletín Nº 4.704-07). (Véase en los Anexos, documento 3).


Nuevo segundo informe de la Comisión de Salud recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de la Senadora señora Alvear, que otorga carácter irrenunciable a los excedentes de cotización de salud en isapres (boletín Nº 4.423-11). (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla.



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables señores Allamand, Arancibia, Cantero, Coloma, Espina, García, Kuschel, Horvath, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero, mediante el cual solicitan, por una parte, que el Senado manifieste su reconocimiento a la voluntad mayoritaria del pueblo mapuche de vivir en paz e integrado en la comunidad nacional, y por otra, que Su Excelencia la Presidenta de la República instruya a determinados órganos públicos para que persigan la responsabilidad de quienes han realizado actos de violencia y terrorismo en las Regiones de La Araucanía y Metropolitana (boletín N° S 1.038-12). (Véase en los Anexos, documento 5).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Mociones



De los Senadores señores Girardi, Horvath y Navarro, con la cual inician un proyecto de ley que declara monumento natural todas las especies de ballenas que habitan aguas jurisdiccionales nacionales o circulan por ellas (boletín N° 5.744 -03). (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Del Senador señor Ávila, mediante la cual inicia un proyecto que modifica el artículo 19, N° 7, letra i), de la Constitución Política de la República en materia de error judicial (boletín N° 5.745-07). (Véase en los Anexos, documento 7).


De los Senadores señora Matthei y señores Espina, Larraín y Pérez Varela, con la cual inician un proyecto de ley que introduce enmiendas al Código Penal con el fin de aumentar las sanciones en contra de los funcionarios públicos que cometan los delitos que se indican (boletín N° 5.746-07). (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Senador señor Horvath, mediante la cual inicia un proyecto de ley que obliga a informar sobre los niveles de radiación electromagnética que emiten ciertos artefactos e instalaciones (boletín N° 5.747-11). (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Salud.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señora Alvear y señores Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag con la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo al objeto de establecer la obligatoriedad del pago de gratificaciones a los trabajadores de diversas empresas.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Naranjo, Gazmuri, Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya al Ministerio de Educación con el fin de que estudie la posibilidad de distribuir en bibliotecas y colegios públicos los libros de doña Patricia Verdugo Aguirre y de que al menos dos de ellos sean considerados lectura obligatoria para los alumnos de enseñanza media. (boletín N° S 1.044-12). (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.>
<La señora ALVEAR.- Pido la palabra sobre la Cuenta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, pido que se oficie a la señora Presidenta de la República con el objeto de que el Ejecutivo patrocine la moción que presenté junto a los Senadores señores Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag para modificar el Código del Trabajo y establecer la obligatoriedad del pago de gratificaciones a los trabajadores de las empresas que indica.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio pertinente.



--Se accede.

)----------------(
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, pido tratar sobre tabla un proyecto de muy fácil despacho -también beneficia a la Región representada por Su Señoría-, que responde a una omisión en que se incurrió en el Congreso durante la tramitación de las leyes que crearon las nuevas Regiones de Arica y Parinacota y de Los Ríos y que afecta a pescadores artesanales.



El problema deriva de no haberse respetado a esos trabajadores el derecho a ejercer la actividad en sus territorios originales si se dan los casos de sucesión por causa de muerte o de reemplazos, a pesar de que ello siempre estuvo comprendido en el acuerdo.



Ayer, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización analizó la iniciativa y la aprobó por unanimidad.



Se trata de una cuestión evidente que el Congreso debe enmendar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se acaba de dar cuenta del informe.



¿Existen inconvenientes para incluir el proyecto en el Orden del Día de la presente sesión?



--Por unanimidad, se accede.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará sin debate.
El señor LETELIER.- No hay acuerdo, señor Presidente.>>
<<V. ORDEN DEL DÍA>
<<CREACIÓN DE EXAMEN ÚNICO NACIONAL DE CONOCIMIENTOS DE MEDICINA>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea el examen único nacional de conocimientos de medicina, con urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4361-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 37ª, en 1 de agosto de 2006.

En tercer trámite, sesión 85ª, en 22 de enero de 2008.

Informes de Comisión:


Salud, sesión 18ª, en 9 de mayo de 2007.


Salud (segundo), sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.


Hacienda, sesión 51ª, en 11 de septiembre de 2007.


Discusión:



Sesiones 19ª, en 15 de mayo de 2007 (se aprueba en general); 52ª, en 12 de septiembre de 2007 (se aprueba en particular).>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa, que inició su tramitación en el Senado, fue objeto de modificaciones en la Cámara de Diputados. Algunas de ellas son de carácter meramente formal; otras, buscan precisar conceptos, estableciéndose que los profesionales que aprueben el examen único nacional de conocimientos de medicina habrán revalidado automáticamente su título profesional de médico cirujano.



Asimismo, la Cámara Baja elevó el monto de la asignación de reforzamiento profesional diurno y fijó el cronograma para su otorgamiento, y estableció un bono mensual de guardia nocturna y de día festivo para los profesionales funcionarios.



Además, aprobó, en el artículo cuarto transitorio, nuevo, una bonificación por retiro voluntario equivalente a 769 unidades de fomento respecto del total de horas que se sirvan al momento de acogerse a la causal. Al beneficio podrán acceder hasta un máximo de 500 profesionales funcionarios.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en tres columnas: la primera registra las normas legales que se pretende modificar; la segunda, el proyecto aprobado por esta Corporación; y la tercera, las enmiendas introducidas en la otra rama del Congreso.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión las modificaciones incorporadas por la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, la materia que nos ocupa se analizó en la Comisión de Salud.



La primera enmienda, tendiente a contemplar un inciso segundo, nuevo, en el artículo 1º y que se refiere a la revalidación del título profesional, motivó un debate en el cual algunos manifestamos nuestra oposición.



Sin embargo, estimamos que se trata de un tema bastante más complejo, inserto en la mejor forma de garantizar tres bienes jurídicos.



El primero dice relación al derecho de todas las personas a recibir una muy buena atención de salud y una buena medicina.



El segundo se refiere al derecho de quienes han obtenido fuera del país un título en universidades adecuadas, si bien se debe estar en lo que es la medicina chilena actual.



El tercero se vincula con el hecho de que no se puede caer en favoritismo respecto de algunos si no revisamos todo lo relativo a cómo se van a relacionar los títulos de médicos. Existen convenios internacionales al respecto.



Concluimos que, para impedir otro trámite y considerando la necesidad de que el proyecto se encuentre luego listo para la promulgación respectiva, no vamos a hacer cuestión, aunque señalamos a la Sala que hubo acuerdo con la Ministra de Salud para realizar una revisión durante el año y mejorar todo lo referente al mecanismo de aseguramiento de la atención por profesionales adecuados.



Por eso, señor Presidente, en mi caso personal, aun manteniendo una opinión distinta sobre la disposición a que he hecho referencia, voy a votarla favorablemente.



En cuanto al resto del articulado -y para economizar tiempo, ya que no deseo argumentar más-, lo respaldamos de manera completa, porque forma parte también de los acuerdos entre el Ministerio y el Colegio Médico, en el marco general del mejoramiento de las condiciones de trabajo de los equipos de salud, asunto en el que nuestra Comisión participa desde 2006.



He dicho.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, deseo llamar la atención acerca de que esta iniciativa también debió haberla visto, a mi juicio, la Comisión de Hacienda. Porque no se trata de un proyecto que solo disponga un examen único nacional de conocimientos de medicina: además, establece bonificaciones para distintos funcionarios y determina algunas instrucciones respecto de plantas de personal. Por lo tanto, creo que debiéramos contar con el informe financiero de lo que representan los bonos y beneficios que se pagarán.



Deseo consultar a la Comisión técnica, entonces, por qué no resolvió que el asunto fuera examinado en la de Hacienda, ya que contiene aspectos de gasto fiscal que son de su competencia.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, el proyecto fue estudiado por la Comisión de Hacienda en el primer trámite, de modo que entendimos que fue conocido latamente por ella.



Lo que votaremos ahora son las modificaciones efectuadas en la Cámara Baja, que son menores en relación con lo que significa la normativa en su conjunto.



En seguida, la verdad es que, honestamente, creímos que los cambios son poco significativos y que no inciden en una gran cantidad de recursos, de modo que no quisimos recargar el excesivo trabajo de la Comisión de Hacienda en el último tiempo…

El señor COLOMA.- ¡Muchas gracias…!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- … y deseábamos que esta nos diera el beneficio de su silencio a fin de que el articulado pudiera ser despachado con rapidez...



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación las proposiciones de la Cámara de Diputados.>
<El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados (27 votos favorables, una abstención y un pareo) y el proyecto queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag. 


Se abstuvo el señor García.


No votó, por estar pareado, el señor Pérez Varela.

)------------------(>
<El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solicito a la Mesa recabar la autorización de la Sala para votar en general -incluso, sin discusión- el proyecto de ley que figura con el número 9 en el Orden del Día y que fue iniciado en una moción de los Honorables señores Navarro, Gómez y Larraín y de quien habla.


La verdad de las cosas es que se trata de una iniciativa del Senador señor Navarro, la que posteriormente rearmamos en la Comisión de Constitución con la asesoría de expertos en materia penal. Lo que busca es muy simple: llenar un vacío legal respecto de quienes fabrican, venden o distribuyen armas dentro de los recintos penitenciarios.



Como la idea es no caer en un debate prolongado, quisiera saber si existe ánimo para votar en general el proyecto, a fin de que después vuelva al referido órgano técnico y sea analizado en marzo artículo por artículo. Creo que merece ser despachado sin mayor retraso.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no existen objeciones, se accederá a la petición.



--Así se acuerda.>>
<

<DELITO DE FABRICACIÓN O PORTE DE ARMAS EN


ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Espina, Gómez, Larraín y Navarro, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Penal y la Ley de Control de Armas con el fin de sancionar a los internos de un establecimiento penitenciario que fabriquen, proporcionen o porten armas que se indican, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5653-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Navarro).

En primer trámite, sesión 78ª, en 2 de enero de 2008.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 84ª, en 16 de enero de 2008.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es hacer frente a los problemas derivados de la fabricación, tenencia y porte de armas por los internos de establecimientos penitenciarios y superar las falencias técnicas de la actual legislación que no permiten la persecución y castigo eficaz de estos ilícitos.



La Comisión discutió el proyecto solamente en general y, por la unanimidad de sus miembros presentes: Honorables señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, acogió la idea de legislar. El texto se transcribe en la parte pertinente del informe.



Cabe señalar que el artículo 2º tiene el carácter de norma de quórum calificado, por lo que requiere el voto conforme de 19 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la idea de legislar.>
<

--Se aprueba en general el proyecto, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que emiten pronunciamiento favorable 25 señores Senadores, y se fija como plazo para presentar indicaciones el 10 de marzo, a las 12.>>
<<
GENERACIÓN DE ENERGÍA ELÉCTRICA CON


FUENTES NO CONVENCIONALES>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En seguida, corresponde ocuparse del proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos, respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energías renovables no convencionales, con segundo informe de la Comisión de Minería y Energía y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4977-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 56ª, en 9 de octubre de 2007.


Informes de Comisión:


Minería y Energía, sesión 72ª, en 4 de diciembre de 2007.

Minería y Energía (segundo), sesión 85ª, en 22 de enero de 2008.

Discusión:



Sesión 73ª, en 5 de diciembre de 2007 (se aprueba en general).>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe señalar que la iniciativa fue aprobada en general el 5 de diciembre recién pasado y que en el informe se transcriben las constancias reglamentarias correspondientes. 



Las modificaciones efectuadas al proyecto aprobado en general fueron acordadas por unanimidad en la Comisión, excepto dos de ellas, que el señor Presidente pondrá en votación oportunamente. 



En cuanto a las enmiendas aprobadas en forma unánime, deben ser votadas sin debate, salvo que se solicite su discusión o que existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas: la primera consigna los artículos pertinentes de la Ley General de Servicios Eléctricos; la segunda, el proyecto aprobado en general; la tercera, las modificaciones que propone introducir el segundo informe, y la cuarta, el texto final que resultaría de aprobarse dichas enmiendas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no hay objeción, se darán por aprobadas todas las modificaciones acordadas en forma unánime.



--Se aprueban.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión particular, tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, me parece oportuno dar a conocer el debate que sostuvimos recientemente en la Comisión de Minería y Energía sobre un proyecto tan importante y significativo como el que nos ocupa.



Debo recordar a la Sala que la iniciativa legal pretende nada menos que crear condiciones que permitan atraer inversiones en proyectos de energías renovables no convencionales, para acelerar el desarrollo del mercado, eliminar las barreras asociadas a la innovación que se enfrentan y generar confianza en el mercado eléctrico respecto de este tipo de tecnologías.



Mediante el texto en estudio se espera contribuir a generar una situación que posibilite al sector eléctrico desarrollar nuevas inversiones dentro de un marco de respeto al medioambiente, pero sin desatender el principio de eficiencia que caracteriza a nuestra legislación, de modo de minimizar el impacto en el bienestar de los ciudadanos y en la actividad económica en general.



El proyecto recibió 50 indicaciones, lo que refleja el interés que despertó en varios señores Senadores. 



Las principales modificaciones introducidas son las siguientes.



En lo que dice relación a los porcentajes de energía que se deben inyectar al sistema, la lógica inicial de la iniciativa era comenzar -como seguramente muchos de los señores Senadores pudieron verlo- con 5 por ciento a partir del año 2010, lo que de alguna manera da una idea de lo que demoran proyectos de esta naturaleza. Así lo explicó el señor Ministro de Energía. Por ello, no vale la pena fijar límites demasiado ambiciosos, que posteriormente no se puedan cumplir.



Por esta razón, la Comisión consideró las distintas indicaciones que proponían aumentar los porcentajes, estimando razonable partir con 5 por ciento en el año 2014, para llegar a 10 por ciento en una subida paulatina, conforme a una cifra que debe determinarse, pero que sería de alrededor de 0,5 por ciento anual, de manera de ir inyectando al sistema global, en forma progresiva, más energía de estas características.



Para tales efectos, la ley tendrá vigencia solo por 25 años, a contar del 1º de enero de 2010, y no de manera indefinida, como se proponía en la iniciativa proveniente de la Cámara de Diputados.



Se tuvo presente que los proyectos deberían ser competitivos en el largo plazo, porque estas energías serán cada vez mejores y los costos tenderán a bajar. Por ello, resulta difícil extender indefinidamente un beneficio de esta naturaleza, ya que compromete a gobiernos futuros y la situación puede cambiar de manera radical en el largo plazo, tal como lo indican las experiencias de diversos países en lo concerniente a la utilización de energías renovables no convencionales.



En el mismo orden de materias, se acordó que deberá acreditarse que a lo menos 50 por ciento del aumento progresivo de 0,5 por ciento anual de la obligación, contemplado en el inciso cuarto del artículo 1º transitorio, ha sido cumplido con inyecciones de energía de medios propios o contratados que sean elegidas mediante un proceso competitivo, transparente y que no implique una discriminación arbitraria. 



Vale decir, la ley, en su momento, operará sobre la base de que todos y cada uno de los proyectos que se inserten en la perspectiva de mejorar la presencia de las energías renovables no convencionales se realicen a través de un sistema competitivo y transparente, y, por lo tanto, mediante licitaciones.



En cuanto a las definiciones, se tendió a ampliar los conceptos, de modo tal de no excluir a ninguna tecnología que surja en el futuro. Es lo que se hizo con el de “biomasa”, a fin de hacerlo aplicable tanto a los biocombustibles como a los desechos.



Del mismo modo, se suprimió la referencia al reglamento, lo que, en opinión del Gobierno, es innecesario por implicar una tardanza en la vigencia de la norma que contempla la ley. Además, si es menester, siempre se puede emplear la potestad reglamentaria, como todos sabemos.



Se eliminó -también por ser innecesaria- la alusión a que los desechos sean vegetales o animales, por estimar que ello se encuentra contenido en los conceptos “orgánico” y “biodegradable”.



De otro lado, se mantuvo la definición de “centrales eléctricas de pasada”, comprendiéndose en ellas a las menores de 20 mil kilowatts. Pero solo para los efectos de la acreditación de la obligación se reconocerán también las inyecciones provenientes de centrales hidroeléctricas cuya potencia máxima sea igual o inferior a 40 mil kilowatts, las que se corregirán por un factor proporcional igual a 1 menos el cociente entre el exceso sobre 20 mil kilowatts de la potencia máxima de la central y 20 mil kilowatts. Esto, a fin de no perder potencial hidroeléctrico y, por lo tanto, no desincentivar los proyectos.



En lo relacionado con la energía geotérmica, se especificó que era la proveniente del calor del interior de la Tierra y se eliminaron los ejemplos, a fin de no excluir las tecnologías que posteriormente pudieren surgir para aprovechar esa fuente de energía, la cual, desgraciadamente, todavía no se utiliza en nuestro país en la medida en que potencialmente es factible hacerlo.



Se clarificó la definición de energía solar, para permitir su aprovechamiento directo o indirecto, por cuanto el texto aprobado en general solo consideraba la obtenida en forma directa, lo que no tomaba en cuenta los actuales desarrollos tecnológicos, que posibilitan otras formas de capturarla.



En lo concerniente a la energía de los mares, se consideró, además de la energía mecánica producida por el movimiento de las mareas, de las olas y de las corrientes, la obtenida de su gradiente térmica, que es bastante importante. Sobre este punto, en la Comisión hemos estado conociendo permanentemente el avance tecnológico experimentado en otros países.



En lo que respecta a las multas -otra relevante materia que se abordó en nuestro órgano especializado-, se recibieron distintas indicaciones tendientes a aumentarlas. Sin embargo, se nos explicó que los montos planteados en el proyecto eran mayores que cualquiera de las multas máximas que pueden aplicar las Superintendencias de Salud, de Valores y Seguros y de Electricidad y Combustibles. Por ejemplo, la multa máxima por reincidencia que aplica la Superintendencia de Valores y Seguros alcanza a 75 mil UF, correspondientes a 1.475 millones de pesos, aproximadamente. Por tanto, se optó por mantener los montos establecidos en el texto despachado por la Cámara de Diputados.



Además, la Comisión tomó en consideración que un aumento de las multas implicaría un eventual encarecimiento de las tarifas residenciales y el ingreso de proyectos menos eficientes en las ofertas de energías renovables no convencionales, cuestión que no persigue la iniciativa que estamos comentando.



Cabe destacar que de las 50 indicaciones presentadas, solo 2 recibieron votación dividida. Todas las otras fueron acogidas por unanimidad, tal como lo hizo presente el señor Secretario.



He dicho.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, en el artículo 150 bis se propone agregar un inciso final, nuevo, que fue aprobado por dos votos a favor (de los Honorables señores Núñez y Orpis) y una abstención (del Honorable señor Gómez). Esa es la razón por la cual la Sala debe pronunciarse sobre la norma.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en la Comisión de Energía analizamos distintos proyectos hidroeléctricos, tanto de centrales de pasada como de pequeños embalses. A nivel internacional, se consideran como de generación de energía renovable no convencional las plantas cuya potencia máxima alcance los 20 megawatts. Sin embargo, los ríos de Chile presentan condiciones favorables para la instalación de centrales de pasada o con muy bajas áreas de inundación que pueden llegar a precios muy atractivos si producen sobre esa cantidad. 



Luego de debatirse el tema con los potenciales proveedores y el Ministro y otros funcionarios de la Comisión Nacional de Energía, se decidió aumentar el límite a 40 megawatts a fin de dar cabida a una serie de proyectos atractivos cuya realización no podíamos inhibir. No obstante, para efectos del 10 por ciento de aporte obligatorio a la matriz en los años establecidos en la iniciativa se considerarán solo 20 megawatts, y en el diferencial, un porcentaje que irá disminuyendo en forma proporcional hasta llegar a cero al alcanzarse los 40 megawatts.



Ahora bien, el análisis de este punto permite abarcar otros aspectos, a los cuales me referiré a continuación aprovechando la presencia del señor Ministro. 



Muchos proyectos de pequeñas centrales hidroeléctricas en microcuencas, por ejemplo, presentan el problema de la subtransmisión. En efecto, si transmitieran energía al sistema general de traslado del país, su producción se encarecería demasiado, por lo cual lo lógico sería generar algún grado de sinergia o de asociatividad. Como eso no se puede imponer en la ley, sería importante que el Ministerio y la CORFO crearan instrumentos para resolver el problema.



Otro aspecto dice relación a la diversidad. Con esta iniciativa se corre el riesgo de que se concreten puros proyectos hidroeléctricos, lo cual no es malo en sí, pero la intención es fomentar las energías renovables no convencionales, porque la tendencia natural indica que el costo de las energías de origen fósil irá aumentando con el tiempo, en tanto que el de las energías renovables no convencionales irá bajando, gracias al desarrollo tecnológico. La cuestión, entonces, es anticiparse a esa situación, y ese es el objetivo de la presente iniciativa.



Por eso, queremos garantizar que las distintas fuentes que ofrece la matriz energética de nuestro país (solar, eólica, geotérmica, mareomotriz, biocombustible) puedan participar, pero no solo por la obligación de alcanzar el porcentaje establecido en la normativa. Para ello, la Ley de Presupuestos del 2008 contempla un fondo destinado a lograr ese fin y existen aportes del Gobierno alemán a través de la Agencia de Cooperación. Además, nosotros queremos asegurarnos de que durante el debate en esta Sala el Ministerio haga lo propio,  con el objeto de que, dentro de valores razonables y a través de plantas piloto, todo el esquema potencial del país se encuentre funcionando.



El otro asunto vinculado con el tema se relaciona con la manera en que las grandes empresas generadoras competirán con las medianas y las pequeñas. Esto se resuelve en otras áreas del sector público mediante la creación de categorías y no solo a través de licitación. Puede haber empresas pequeñas, medianas, de tercera, segunda o primera categorías que realicen obras de acuerdo con determinadas bases. La idea es que participen. 



Nosotros tenemos que garantizar que esta sea una oportunidad para las pequeñas y medianas empresas, para que puedan convivir con las grandes y, juntas, desarrollar todo nuestro potencial energético, a fin de hacer de Chile un país que exporta tecnología a otros, por la condición privilegiada que tiene en esta materia.



Esa es la razón por la cual votamos a favor de la indicación en la Comisión.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación el inciso final, nuevo, que la Comisión sugiere agregar al artículo 150 bis.



--(Durante la votación).

El señor ORPIS.- Señor Presidente, aquí, en la práctica, se presentaron dos alternativas.



Se partió por determinar el beneficio que iban a recibir las minihidráulicas, que en términos conceptuales son aquellas que producen hasta 20 megas. Sin embargo, este límite impide aprovechar el potencial hidroeléctrico de centrales de pasada de tamaño intermedio.



En vista de ello, se analizaron dos opciones.



Una consistía en extender el beneficio, que es de cien por ciento hasta 20 megas, a las empresas de 30 megas, que alcanzarían  los dos tercios del beneficio. Así venía originalmente planteado en el proyecto. 



No obstante, para aprovechar el potencial hidroeléctrico que tiene el país, particulamente en minihidráulicas o pequeñas centrales hidroeléctricas, la Comisión optó mayoritariamente por extender el beneficio hasta 40 megas, pero con un esquema distinto: hasta 20 megas -que deben acreditar las generadoras- se obtiene la totalidad del beneficio, el cual irá bajando progresivamente, hasta llegar a cero, en el caso de las centrales de 40 megas. 



La alternativa, entonces, era la siguiente: cerrar en 30, con un beneficio de hasta dos tercios, o hacerlo en 40, con una progresión que va disminuyendo hasta llegar a cero cuando se llega a ese límite. En definitiva, la Comisión optó mayoritariamente por esta última, que permite aprovechar íntegramente el potencial de las pequeñas centrales hidroeléctricas. La otra significaba no dar ningún beneficio a una empresa que genere, por ejemplo, 31 megas.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, no cabe duda de que esta modificación constituye un avance en comparación con lo que hay. Es una corrección a la perspectiva que existe en materia de incentivos.



Nuestro país presenta condiciones físicas que permiten que algunos caudales generen más de 20 megawatts. Y aquí se está otorgando un aliciente para producir más de esa cifra, en una escala progresiva que va de 20 a 40 megas. Creo que eso es lo que muchos esperábamos en este segundo trámite.



En ese sentido, nosotros apoyamos la idea de que se coloquen bien los incentivos en la ley. Por desgracia, dado que no hubo mayor apertura, solo sigue habiendo estímulos para los generadores. Esa es una tremenda distorsión. Y no me cansaré de decirlo.



Aquí no se entregan incentivos de mercado correctos a los consumidores, a los empresarios, a los usuarios individuales. Porque si un gran empresario genera electricidad empleando como fuente la energía solar, que le evita utilizar el sistema interconectado, y disminuye, por tanto, su demanda y con ello logra reducir las emisiones, recibe cero incentivo. Pero a las cuatro grandes generadoras de nuestro país sí se los damos si instalan una central de pasada.  



Por desgracia, se establece un sistema de estímulos que, si bien permitirá producir energía con recursos renovables, beneficiará solo a empresas controladas por los mismos grupos que existen hoy, sin que haya una mínima descentralización y, equivocadamente, sin usar todos los instrumentos disponibles en el mercado de la energía. 



Aquí se está dando la espalda a los usuarios, a los empresarios que quieren innovar, a los que no quieren depender de las grandes generadoras. 



Por ello, junto con votar a favor de lo propuesto, quiero insistir ante el señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía y el Ministerio de Hacienda para que dejen de ser prisioneros de una visión neoclásica de la economía, muy estrecha, y aprendan de la experiencia de países como Estados Unidos, donde -en California, por ejemplo- se otorgan también incentivos para los consumidores. 



Señor Presidente, hay empresarios de los sectores vitivinícola y frutícola que están impulsando iniciativas al respecto, porque la compleja situación de los precios de la energía en los períodos de punta les impide mantener buena competitividad.



Nosotros debemos estimular a los empresarios para que produzcan energía renovable y así reducir su consumo del sistema interconectado.



Pero, lamentablemente, estamos perdiendo una tremenda oportunidad. Y los costos para el país después van a ser mayores. 



Aquí hay un incentivo que nosotros aplaudimos y que los ecologistas respaldan. Sin embargo, se está viendo solo un lado de la moneda. Por eso, espero que algún día en el Parlamento -donde ya se aprobó en forma unánime un proyecto de acuerdo sobre el particular- logremos que el Ejecutivo nos permita mirar la otra cara de la moneda. >
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez. 

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, en este punto en particular, algunos teníamos la intención de regionalizar el país, porque los cauces de nuestros ríos no son iguales en el norte, en el centro y en el sur, y hasta el momento no hay ninguna ley que señale con claridad exigencias para cada uno de ellos. 



Mi impresión es que llegará el momento de requerir de los ríos nortinos determinada obligación. Con seguridad, no se podrá producir ahí energía eléctrica. Eso es muy difícil. Sepan Sus Señorías que en el valle del Huasco solo hay una pequeña central de no más de 4 megavatios. A los ríos de la zona central también habrá que imponerles exigencias. Pero si en el sur, donde existen numerosos cauces, se instalan centrales hidroeléctricas de pasada de hasta 20 megavatios, se perderá una importante cantidad de energía, en un país en el cual persisten enormes dificultades energéticas. Y el 2008 -lo más probable es que el señor Ministro se refiera a ello- será un año difícil; y el 2009, más complicado todavía. 



En consecuencia, al fijar el límite en 40 megavatios, lo que se busca es incentivar que pequeños y medianos productores de energía eléctrica se incorporen al sistema vía centrales de pasada.



Lo que falta, en realidad, es una iniciativa como la impulsada por el Senador señor Orpis -tuve que declararla inadmisible en la Comisión-, que contemplaba la creación de un fondo para estimular la producción de energías renovables no convencionales.



A mi juicio, el Gobierno -tal como lo discutimos- tiene la obligación de ir generando condiciones para estructurar un fondo de esa naturaleza, de tal manera que en los próximos años contemos con los recursos necesarios para que no solo sean los tres o cuatro grandes empresarios eléctricos del país los que se vean motivados a construir centrales hidroeléctricas de pasada con el fin de cumplir el porcentaje exigido por la ley en proyecto, sino que también se incentive a pequeños y medianos empresarios interesados en invertir en el área y que todavía no lo han hecho por no existir los alicientes necesarios. 



Lo que se propone en el proyecto es que después de 20 mil kilovatios haya un estímulo, el cual se iría extinguiendo paulatinamente hasta llegar a cero cuando la potencia máxima instalada alcance a 40 mil kilovatios. ¿Por qué 40 mil kilovatios? Porque después de ese nivel estamos hablando de centrales que solo pueden ser construidas por las grandes empresas y, en consecuencia, tienen asegurada su rentabilidad. 



Por esa razón elegimos un mecanismo en apariencia arbitrario pero que, junto con el Gobierno, estimamos apropiado para incentivar la construcción de centrales de pasada con características como las comentadas.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, la norma propuesta es una de las principales del proyecto, el cual tiene por objeto promover la generación de energía renovable no convencional y tiende a favorecer la instalación de centrales de pasada. 



Eso es lo que debemos incentivar.



En muchos lugares existen numerosos canales de riego. Sin embargo, no se aprovecha la energía que de allí puede extraerse. 



Además, se busca la manera de que la actividad productiva y la riqueza no se concentren en un reducido grupo de manos. Aquí dos o tres son dueños de todo. Entonces, si se estimula la construcción de centrales de 2, 4, 10 ó 12 megavatios, serán pequeños empresarios y algunas asociaciones de canalistas los que, aprovechando sus derechos, las llevarán a cabo.



¿Qué se estaría haciendo? Lo que todo el mundo desea, incluidos los ecologistas: que no haya desvíos de cauces; que el agua pase, genere y siga, tal como ha sido siempre. 



Eso es lo que hoy se requiere. 



En el mundo desarrollado tenemos el caso de Italia, donde no se permite la construcción de represas, porque una de ellas colapsó y arrastró a un pueblo entero. Hubo 500 a 600 muertos. En cambio, existen miles de pequeñas centrales. Y eso es lo que debemos aprovechar en nuestro país. 



Son muchas las pequeñas centrales hidroeléctricas que se pueden instalar en Chile, aunque -se lo hago presente al señor Ministro- aún deben flexibilizarse otras disposiciones, pues, a pesar de lo que se establece en la presente iniciativa, existen ciertas trabas que seguramente paralizarán nuestras buenas intenciones. 



Espero que dicho personero -con quien ya conversamos el tema- estudie la situación y flexibilice y adecue la normativa para que sea realmente operativa y no quede en letra muerta. 



El proyecto pretende incentivar la instalación de pequeñas y medianas centrales hidroeléctricas de pasada, pero también, por supuesto, la de generadoras eléctricas cuya fuente de energía sea la eólica, la de biomasa u otras de las señaladas en el texto. 



Considero que la iniciativa es muy pertinente y beneficiosa para el país, y con mucho agrado la voy a aprobar.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, nos encontramos debatiendo la indicación que establece un sistema proporcional para permitir el aumento del límite.



Al respecto, quiero preguntar al señor Ministro si tal ampliación significará una disminución de los recursos convenidos. Porque se incrementa la capacidad de generación. Pero yo no estaría dispuesto a aprobar algo que implicara distribuir la misma plata entre más beneficiarios.



Si se eleva el límite de generación de 20 mil a 40 mil kilovatios, también se debe introducir proporcionalidad en la entrega de los recursos, de tal manera que el fondo no disminuya.



Eso es esencial. De lo contrario, estaremos restando oportunidades a los más pequeños.

El señor ORPIS.- No existe fondo alguno, señor Senador. 

El señor NAVARRO.- ¿No? ¿Cuál es el subsidio, entonces?>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ruego a Sus Señorías evitar los diálogos.



Si alguien desea una interrupción, la puede solicitar accionando el botón correspondiente.



El Honorable señor Orpis le solicita una al Senador señor Navarro, quien me indica que no tiene inconveniente en concederla.

El señor ORPIS.- Agradezco la deferencia a mi colega.



Señor Presidente, la verdad es que el proyecto no contempla ningún fondo. Básicamente, apunta a que las compañías generadoras de electricidad acrediten que determinado porcentaje de la energía que entregan a las distribuidoras ha sido producido por medio de fuentes renovables no convencionales. 



Esa es la lógica. 



Hasta el año 2015, dicho porcentaje será de 5 por ciento, y aumentará progresivamente en 0,5, hasta llegar a 10 por ciento. De manera que la ampliación del límite de 20 a 40 megavatios no afecta en nada ningún tipo de proyecto, sino que, al revés, permite aprovechar todo el potencial de las centrales de pasada a lo largo del país, tal como señaló el Presidente de la Comisión. Porque al dejar solo 40.000 kilovatios y no haber incentivo, se pierde un potencial hidroeléctrico interesante proveniente de las centrales medianas y pequeñas.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede continuar el Senador señor Navarro, a quien le restan algunos minutos.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el informe de la Comisión de Minería y Energía señala que se propuso un título XX Del Fondo de Desarrollo de las Energías Renovables no Convencionales.



Como yo no participé en la discusión del proyecto, quería preguntar si tenían relación ambas materias. Si no fuera así, deseo manifestar lo siguiente respecto del cumplimiento de obligaciones.



Hace algunos años, en la Cámara de Diputados votamos una normativa sobre las compensaciones por los cortes de energía eléctrica que debían pagar las empresas que no brindaran el servicio, ya sea por fuerza mayor o por irresponsabilidad. Pero las multas cursadas hasta la fecha         -según los informes que he recibido- aún no se cobran.



Mi inquietud, señor Ministro, se refiere al incumplimiento de ese cargo y de qué mecanismos se dispone para hacer efectiva tal obligación. Quiero que se me aclare la materia, porque de algún modo hay que garantizar que, si efectivamente exigimos que se cumpla la ley, en verdad la multa debe ser cobrable.



La experiencia demuestra que las sanciones por los cortes de energía eléctrica que se produjeron hace algunos años prácticamente no se pagaron, por razones contenidas en la ley. Cuando esta fue aprobada, todos pensamos que efectivamente se iban a cancelar, y hasta la fecha no ha sucedido así.



Por lo tanto, consulto a quienes participaron en la Comisión o al señor Ministro si efectivamente el mecanismo de cobro de la multa por incumplimiento del servicio está garantizado de manera expedita.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, la propuesta que en su oportunidad formuló el Senador señor Orpis -me puede corregir si no es así-, fue justamente para pedir la creación de un fondo, a fin de contar con recursos para hacer investigación sobre energías alternativas: eólicas, mareomotriz, magmática, etcétera.



Al respecto, en el último tiempo sostuve conversaciones con el Gobierno Regional de Magallanes. Allí planteé exactamente lo mismo. ¿Qué perspectivas hay para los próximos 20, 30 ó 50 años, particularmente, en nuestra Región en la eventualidad de que en un tiempo más se agoten los hidrocarburos?



Uno comprueba que en la mayoría de las Regiones del país no hay un buen desempeño del gasto presupuestario del FNDR. Y tal vez sería conveniente usar un porcentaje de este, porque en ellas tampoco hay bancos que apunten a proyectos de investigación científica y a la búsqueda de nuevas energías, con las cuales, hoy día, casi todo Chile no cuenta.



Por lo tanto, señor Presidente, obviamente concurriré con mi voto favorable a la iniciativa. Pero no sé si por medio de un proyecto de acuerdo o por otra vía, podríamos solicitar que se aumente el Fondo Nacional de Desarrollo Regional en determinado porcentaje, ya que la ley no entrega esos recursos; o bien, que parte del Fondo ya existente sea utilizado en la investigación de nuevas energías.



No creo que haya Región que pueda restarse a eso. Se trata de un problema país, al cual, de alguna forma, debemos adelantarnos para solucionar la crisis energética que tendremos en un futuro próximo, considerando que Chile ya la ha sufrido.



En consecuencia, podríamos solicitar a la Presidenta de la República o al Ministerio que corresponda que un porcentaje de los Fondos Regionales sea usado en la búsqueda de nuevas fuentes energéticas.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, quiero contestar al Senador señor Navarro.



Efectivamente, en torno del tema de las multas teníamos opiniones divididas. Algunos pensábamos que ellas debían ser aumentadas significativamente. Pero al comparar las sanciones que en general se imponen en el sistema -como dije en mi intervención-, por ejemplo, con las de la Superintendencia de Valores y Seguros o la Superintendencia de Isapres, comprobamos que las propuestas eran extraordinariamente difíciles de pagar.



En consecuencia, nos quedamos con las multas aprobadas por la Cámara de Diputados, pues nos parecen adecuadas. Y si se reincide, por cierto, tendrán que ser solventadas. Para eso se cuenta con los organismos pertinentes en el sector eléctrico, como el SEREC o el propio Ministerio, cuyo proyecto de creación vamos a conocer pronto. De modo que, a mi juicio, está garantizado, tanto por las disposiciones de la iniciativa como por las de la Ley Eléctrica, que a quienes se comprometan a entregar este tipo de energía y no lo cumplan se les aplicarán las sanciones legales correspondientes.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?



Terminada la votación.>
<
--Se aprueba el inciso final, nuevo, del artículo 150 bis (25 votos a favor, una abstención y un pareo).


Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Sabag y Vásquez.


Se abstuvo el señor Gómez.


No votó, por estar pareado, el señor Pérez Varela.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, la Comisión propone intercalar en el inciso segundo del artículo 1º transitorio, a continuación de las palabras “renovables no convencionales”, la frase “o con los señalados en el inciso final del artículo 150 bis que introduce esta ley”.



Según me informa la Secretaría de la Comisión, esa norma se encuentra relacionada con la que acaba de aprobar la Sala, la que también fue acordada con los votos a favor de los Senadores señores Núñez y Orpis y la abstención del Honorable señor Gómez.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, se aprobaría la enmienda con la misma votación anterior.



--Se aprueba con la misma votación anterior y queda despachado el proyecto en este trámite.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor TOKMAN (Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía).- Señor Presidente, con el proyecto hemos comprobado que tanto los parlamentarios como el Gobierno estamos convencidos de la necesidad de diversificar nuestra matriz energética. Esa es la única forma de enfrentar, de manera efectiva, los riesgos y desafíos futuros del sector energético.



Es necesario, entonces, contar con distintas fuentes, ojalá autóctonas y limpias, lo que constituye una de las características principales de la energía renovable no convencional. Esta utiliza los recursos naturales propios del país y, además, usa tecnologías de bajo impacto ambiental.



El proyecto de ley hay que verlo como un elemento más de la política que se está planteando para impulsar las energías renovables no convencionales. No es la única solución, sino que ella se complementa con diversas políticas que se están llevando a cabo.



La iniciativa reduce la dificultad que tienen los promotores de proyectos para comercializar en el mercado energético la electricidad que producen. Ese es el objetivo de esta materia, el que se logra muy bien.



No obstante, ello no significa que no existan otros impedimentos y dificultades para el desarrollo de esas energías. Por eso, constantemente nos reunimos con los promotores de distintos proyectos para identificar cuáles son los problemas que enfrentan, a fin de modificar la normativa y los reglamentos, y diseñar incentivos y subsidios para abordar los inconvenientes.



El Senador señor Horvath planteó la dificultad que tienen los proyectos de las centrales hidroeléctricas para transmitir la energía hacia las redes existentes.



Lo que ocurre es que, muchas veces, una central, por el lado de la generación puede ser económica competitiva, pero cuando se le suma la inversión necesaria en términos de transmisión, se transforma en un proyecto no competitivo. Sin embargo, si esa salida de transmisión se construye entre varios proyectos simultáneos, sí es viable, porque hay evidentes economías de escala.



Durante la discusión de la iniciativa en la Comisión, acordamos que íbamos a encargar un estudio -en este momento, estamos desarrollando las bases- para contratar consultores que nos ayuden a encontrar los instrumentos que necesitamos diseñar y utilizar a través de CORFO para, justamente, resolver esa situación.



El Senador señor Sabag ha mencionado otro problema que se podría presentar respecto al aprovechamiento de las obras de riego para generación hidroeléctrica. En ese sentido, hemos realizado un trabajo con la Comisión Nacional de Riego para identificar un potencial de 800 megavatios de generación, aprovechando otras obras de infraestructura que, al mismo tiempo, sirven para riego. Ello no implica que sea fácil concretar tales proyectos, porque obviamente son nuevos. Estamos hablando de gente experta en agricultura y no en generación de energía eléctrica. 



Por eso, estamos inyectando recursos para apoyar a ese sector durante este año, con análisis técnicos y con propuestas de modelos de negocio. Y trabajaremos en conjunto con los Ministerios de Obras Públicas y de Agricultura, a fin de resolver cualquier inconveniente que surja.



Hemos realizado múltiples iniciativas en la materia: estamos llevando a cabo mediciones de viento para la generación eólica, impulsando el trabajo con la Comisión Nacional de Riego, estudiando el potencial energético de los terrenos fiscales, y también haciendo investigación, necesidad que recién planteó el Senador señor Bianchi. De hecho, se creó un consorcio -en este momento lo examina la Contraloría- para investigar posibilidades de biocombustibles en el sector forestal.



Hemos abordado todas las líneas de análisis, pero, si se identifica algún problema que impida el desarrollo de las fuentes de energía renovables no convencionales, nos encontramos totalmente abiertos a revisarlo seriamente y a buscar una solución.>>
<<MEJORAMIENTO DE NORMAS SOBRE PROCEDIMIENTOS LABORALES CONTENIDAS EN LEY N° 20.087>
<
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre modificación del Libro V del Código del Trabajo y la ley Nº 20.087, que establece un nuevo Procedimiento Laboral, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4814-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 55ª, en 3 de octubre de 2007.


Informes de Comisión:


Trabajo, sesión 60ª, en 30 de octubre de 2007.

Trabajo (segundo), sesión 85ª, en 22 de enero de 2008.

Discusión:



Sesión 61ª, en 31 de octubre de 2007 (se aprueba en general).>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, la idea de legislar fue aprobada el 31 de octubre del año pasado.



El segundo informe de la Comisión de Trabajo deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los números 1, 3, 5, 7, 8, 11, 12, 16, 17, 21 y 24 del artículo único. Todas estas disposiciones conservan el mismo texto aprobado en general, por lo cual deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite someterlas a discusión y votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Las enmiendas al proyecto aprobado en general fueron todas acordadas por unanimidad, de manera que, en virtud de lo preceptuado en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, deben ser votadas sin debate, salvo que un señor Senador solicite discutirlas o que existan indicaciones renovadas.



Los números 6, 18 y 28 del artículo único tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo cual requieren, para su aprobación, el voto conforme de 21 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado de cuatro columnas: en la primera se transcriben las disposiciones legales pertinentes; en la segunda, el proyecto aprobado en general por el Senado; en la tercera, las modificaciones introducidas por la Comisión, y en la última, el texto final que resultaría de aprobarse dichas enmiendas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica.

El señor LARRAÍN.- ¿Qué se vota?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Todas las modificaciones que se aprobaron por unanimidad en la Comisión.



Hago presente que, como estamos en presencia de una iniciativa que contiene normas orgánicas constitucionales, no rigen los pareos.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.>
<--Se aprueban las enmiendas acordadas en forma unánime en la Comisión de Trabajo y Previsión Social y se deja constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que votaron favorablemente 23 señores Senadores.



Votaron la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Horvath, Larraín, Letelier, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro y Sabag.>
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Queda aprobado en particular el proyecto y despachado en este trámite.>
<<ENMIENDAS A LEYES Nos 20.174 Y 20.175 EN MATERIA DE REEMPLAZOS Y TRANSMISIÓN DE DERECHOS DE PESCADORES ARTESANALES>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Conforme a lo solicitado por el Honorable señor Orpis y al acuerdo de la Sala, corresponde tratar el proyecto, iniciado en moción del mismo señor Senador, que modifica las leyes Nos 20.174 y 20.175, en materia de reemplazos y transmisión de los derechos de los pescadores artesanales que indica, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (5699-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del Senador Orpis)

En primer trámite, sesión 81ª, en 9 de enero de 2008.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 87ª, en 23 de enero de 2008.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es autorizar la operación de pesca artesanal por titulares de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal obtenidas mediante reemplazos y por sucesión por causa de muerte en las Regiones de Arica y Parinacota y de Tarapacá, cuando el antecesor o el causante, respectivamente, hubiere tenido vigente su inscripción en el Registro antes de la división regional.



La Comisión…

El señor NÚÑEZ.- Señor Secretario, entiendo que esto ya lo aprobamos sobre tabla.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, lo que se acordó fue incluirlo en la tabla.

El señor NÚÑEZ.- Perfecto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió la iniciativa en general y en particular y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros, Honorables señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag. El texto se consigna en el respectivo informe.



Como recordarán, Sus Señorías, el acuerdo fue agregar el proyecto a la tabla y aprobarlo sin debate.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No sin debate. 



Después de que se informó respecto de esta iniciativa en la Cuenta, el Senador señor Orpis pidió incorporarla a la tabla. Es lo que acabo de hacer y ahora la pongo en discusión.

El señor COLOMA.- Pero, ¿por qué en este lugar de la tabla?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se pidió incluir el proyecto; llegó el informe ahora, y lo puse en tabla.>
<El señor HOFFMANN (Secretario General).- Pudo haber sido ubicado al final del Orden del Día, pero yo entendí que su tratamiento era sin debate y que, además, se aprobaría en breve tiempo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Senador señor Orpis.>
<El señor ORPIS.- Señor Presidente, lo primero que deseo aclarar es que el proyecto, como lo consigna el informe, se refiere a un problema que afecta a las dos nuevas Regiones: la de Arica y Parinacota y la de Los Ríos.



Durante la discusión de las iniciativas que creaban ambas Regiones, todas las autoridades garantizaron a los pescadores artesanales inscritos en los registros -ello consta en los textos legales mismos- que sus derechos serían resguardados, lo cual se traducía básicamente en que su territorio de pesca se mantendría en los términos originales. Y eso es así. Hoy día opera de esa forma. Sin embargo, se omitieron dos derechos que ellos tienen incorporados dentro de su patrimonio: el de la sucesión por causa de muerte y el de los reemplazos.



Por lo tanto, lo único que hace la iniciativa, en función de los compromisos contraídos en las mismas normas de creación de ambas Regiones, es autorizar a los titulares de inscripciones obtenidas por sucesión por causa de muerte o por reemplazo -esto es factible, dado que se trata de otro derecho que tienen los pescadores artesanales- para que sigan pescando en el territorio primitivamente inscrito. Es decir, los de las Regiones de Los Ríos y de Los Lagos podrán operar en toda la antigua Décima Región, y los de las Regiones de Arica y Parinacota y de Tarapacá, en la antigua Primera Región.



En consecuencia, señor Presidente, simplemente se propone corregir una omisión cometida al despachar las iniciativas que dieron origen a las nuevas Regiones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación general.>
<


--(Durante la votación).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para fundamentar el voto, tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en primer lugar, ratifico todo lo señalado por el autor del proyecto de ley, el Senador señor Orpis. 



En segundo término, hago presente que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización invitó a participar en sus debates a la Subsecretaría de Pesca, la que estuvo totalmente de acuerdo con la iniciativa. Lo único que se le agregó fue lo relativo a la Región de Los Ríos, pues originalmente la propuesta consideraba solo la Región de Arica y Parinacota.



La Comisión aprobó el proyecto por unanimidad, el cual también contó con el visto bueno del Ejecutivo.



Por lo tanto, pido a la Sala que lo vote a favor.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quise leer la iniciativa que nos ocupa antes de que se aprobara sobre tabla -como solicitó un Honorable colega-, por cuanto en materia pesquera está pendiente un debate respecto al manejo de los registros.



Existe gran cantidad de sindicatos de pescadores artesanales, donde muchos de los socios no son ni siquiera pescadores. Se trata de una situación peculiar. Y, para quienes estamos preocupados por la conservación de los recursos, ello no es secundario.



En el proyecto se fija un criterio a raíz del impacto que produce la división regional en los derechos adquiridos por los pescadores artesanales. Ese es su fundamento. Sin embargo, con ello se ratifica un asunto que considero complejo -sobre el cual espero que algún día podamos abrir debate-, que tiene que ver con la herencia de ciertos derechos.



Me explico:



Hoy los registros pesqueros artesanales operan más bien en función del desempleo. En la década de los 90 se incrementaron en tal medida, en particular en algunas Regiones, que cada cual tendrá que evaluar si se hallan sobredimensionados o no, y si efectivamente todas las personas inscritas en ellos desempeñaron la actividad durante el último año. Es decir, deben establecerse otros criterios para el ejercicio de ciertos derechos. Creo que el tema está abierto.



Entiendo que la iniciativa en debate plantea una limitación más acotada, y por ello quise analizarla antes de votar. Simplemente, se pretende garantizar que los pescadores inscritos en los registros de las Regiones Primera y Décima no resulten afectados por la división administrativa de estas. En tanto que las personas que se registren por primera vez, sí quedarán circunscritas a sus respectivas Regiones.



Por ello, me pronunciaré a favor de la iniciativa.



No obstante, quiero dejar consignado que queda una cuestión pendiente. No es una crítica a los pescadores artesanales. Se trata de un problema en cuanto a la sostenibilidad del esfuerzo que realizan. Muchos de ellos están cada vez más vinculados a las grandes industrias, a las cuales les entregan sus capturas.



En ese contexto, necesitamos abrir un debate acerca de qué sucede con el esfuerzo de nuestras pesquerías -que se encuentran bastante golpeadas en este tiempo-, para asegurar la conservación de los recursos.



Voto que sí, porque no deseo afectar derechos adquiridos. Sin embargo, espero que en el futuro se retome la discusión acerca de qué hacer con los registros.>
<El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hemos preguntado de manera reiterada al señor Jorge Chocair, Subsecretario de Pesca, si en los dos años que le restan al Gobierno de la Presidenta Bachelet, solo se va a administrar la crisis pesquera o se la enfrentará decididamente.



Por cierto, uno de los problemas básicos radica en el registro de pescadores artesanales y, en particular, de lanchas artesanales. El proyecto que nos ocupa lo único que hace es extender la legislación vigente a las nuevas Regiones, que quedaron excluidas por omisión u otro motivo. No obstante, este es el momento propicio para reiterar lo que hemos planteado insistentemente: se precisa revisar la conformación de los registros pesqueros y, en especial, la asignación de cuotas de captura, que tienen directa relación con ellos.



Los registros están sobredimensionados en todo Chile. Se requiere que sean saneados en forma total y profunda, como primera medida, para empezar a ordenar las pesquerías.



Repito: hoy actuamos con equidad al hacer extensible a las nuevas Regiones la aplicación de una normativa existente. Sin embargo, subsiste una crisis pesquera que es cada vez más profunda. Por ejemplo, en la Región del Biobío, el Fisco destinó 5 millones de dólares para que los pescadores de merluza se mantengan en actividad durante los próximos tres meses, porque aquella emigró y nadie sabe si va a regresar.



Los costos para el Estado son extraordinarios.

El señor ÁVILA.- ¡La exterminaron!

El señor NAVARRO.- En verdad, algunos le echan la culpa a la jibia. Y, dado que no disponemos de investigación científica objetiva -que es como un terno a la medida-, el debate se vuelve absurdo.



Lo que se precisa es un ordenamiento pesquero y revisar la legislación.



Me pronunciaré a favor de la iniciativa, porque hace equitativo el ámbito de aplicación de la normativa actual, pero insisto en que esta requiere ser revisada con urgencia. Es necesario avanzar, o a la creación de un Ministerio del Mar, o a nuevas definiciones de infraestructura e institucionalidad en materia de pesquerías. El quinto país pesquero en el mundo, el primero en la producción de salmones, no soporta una institucionalidad precaria como la que hoy existe.



Voto a favor, con las salvedades que he mencionado y con la esperanza no ingenua de que la Subsecretaría de Pesca asumirá la responsabilidad que le corresponde. Porque administrar esta crisis por los próximos dos años puede resultar fatal tanto para los peces -a los que nadie defiende porque no votan- como para los pescadores, que sí votan, tienen familia y requieren subsistir mediante su trabajo.>
<El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, ante todo, deseo manifestar que apoyo totalmente y sin restricciones el proyecto presentado por el Senador señor Orpis.



Dado que la nueva institucionalidad de las Regiones les cambió el escenario a los pescadores que laboraban en ellas, la iniciativa en debate busca reponerles los derechos que tenían originalmente.



Aun más: se establece que los que ingresen al Registro a partir de la fecha de publicación de la presente normativa no dispondrán de las mismas franquicias que los ya inscritos.



En cuanto al Registro, en verdad, es un tema inquietante. Esta actividad es semejante a la de los taxis colectivos, donde quienes carecen de empleo comienzan a embarcarse como tripulantes, etcétera, y a desarrollar una labor que los lleva a inscribirse en los registros. Se trata de un fenómeno digno de análisis.



Tengo mis dudas acerca de la viabilidad política de una solución al respecto, porque, como señaló el Senador señor Navarro, los peces no votan, pero sí los pescadores, sus familias y las encarnadoras, y si modificamos el Registro, estaremos alterando las posibilidades laborales de un importante núcleo de personas de escasos recursos.



Pero, independiente de eso, deseo compartir con ellos una esperanza y una inquietud.



Voy a cumplir seis años en la Comisión de Pesca, y desde que la Presidenta Bachelet asumió el Gobierno, dicho órgano técnico ha estado “seco”. No ha ingresado ningún proyecto importante. En su oportunidad, se analizó la iniciativa que modifica la Ley de Pesca, cuya tramitación se detuvo en el Senado debido al problema derivado de la escasez de la merluza, y que se encuentra durmiendo el sueño de los justos, sin activarse. En las mismas condiciones se halla también el proyecto relativo a la investigación científica, cuyo debate hemos demandado insistentemente en la Comisión, el cual resulta fundamental para la determinación de las cuotas y el esfuerzo pesquero.



En conclusión, comparto la inquietud manifestada en cuanto a que debe analizarse lo relativo a los registros. Pero voy mucho más allá: en la actual Administración, a diferencia de la anterior, estamos absolutamente en cero en materia de pesca, sin proyectos, y los que han ingresado, se encuentra detenidos.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminada la votación.>
<
--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor y un pareo); por no haberse formulado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite. 



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Sabag y Vásquez.



No votó, por estar pareado, el señor Pérez Varela.>>
<<DENOMINACIÓN DE ESTADIO NACIONAL COMO “ESTADIO NACIONAL JULIO MARTÍNEZ PRÁDANOS”>
<El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Corresponde continuar la discusión general y particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reemplaza la denominación del Estadio Nacional por la de “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos”, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5695-06 y 5689-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 82ª, en 15 de enero de 2008.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 84ª, en 16 de enero de 2008.


Discusión:



Sesión 85ª, en 22 de enero de 2008 (discusión general pendiente).>
<El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que la Comisión aprobó esta iniciativa en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Bianchi, Orpis, Pérez Varela y Sabag), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados. 

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Continúa la discusión general y particular del proyecto.



Se encuentran inscritos para intervenir los Senadores señores Coloma, Naranjo, Navarro, Larraín, Escalona, Núñez y señora Alvear.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.>
<El señor COLOMA.- Señor Presidente, efectivamente, este proyecto se comenzó a debatir en la sesión de ayer, oportunidad en que hubo intervenciones más bien contrarias a él.



Para ser franco, luego de una reflexión personal, yo soy partidario de aprobarlo, porque creo que la figura de Julio Martínez amerita el hecho de que el Estadio Nacional, que es un símbolo deportivo y de unidad, reciba un nombre tan significativo y especial como el de este destacado hombre público, cuyo fallecimiento ha remecido a la sociedad chilena.



Ante todo, quiero recordar a quienes me antecedieron en el uso de la palabra, y en particular al último de ellos -quien señaló que esta era una iniciativa esencialmente “oportunista”, propia de la locura del momento; que los Diputados habían cometido, una vez más, una irresponsabilidad, y que el Senado tenía el deber de enmendarla- que este proyecto no nació en la Cámara. O sea, la “oportunista” -o la “irreflexiva”, para otros- en este caso sería la Presidenta de la República. Porque, hasta donde yo entiendo, quien inició su tramitación fue el Ejecutivo,…

El señor NAVARRO.- ¡Lo pidieron los Diputados…!

El señor COLOMA.-… la Primera Mandataria, el Ministro Vidal, a petición -es cierto- de parlamentarios de distintas bancadas, aunque debo reconocer que quien más ha insistido en esto, el que ha llevado la discusión en cierta medida es el Diputado Gastón Von Mühlenbrock.



Entonces, primero pongámonos de acuerdo en este punto. Quien acuse de oportunismo, de falta de criterio o de irresponsabilidad en esta materia se está refiriendo,  ni más ni menos, a la Presidenta de Chile, y eso no me parece menor.



En segundo lugar, señor Presidente, lo importante en este caso es rescatar la simbología de las cosas. Y yo creo que ahí está la clave del problema, lo que debemos reflexionar. 



¿Qué dice el mensaje? Que el propósito del proyecto es “rendirle un homenaje,” -a Julio Martínez, se entiende- “perpetuar su memoria y constituirlo en un símbolo permanente de la unidad de los chilenos.”. Y a mi juicio, eso, sumado al impacto deportivo que generó su figura, constituye un fundamento real y suficiente como para dar este paso y bautizar con su nombre el principal coliseo deportivo de nuestro país.



Tenemos que despejar primero la cuestión de si el ser humano amerita ese honor. Y yo no he oído nada en contrario. Quienes no están de acuerdo con el proyecto -ni, menos, quienes sí lo están- no ponen en duda la calidad humana de don Julio Martínez. Al contrario, algunos de los que discrepan destacan la influencia que él ha tenido en la vida nacional, y no solo a partir de sus comentarios vinculados estrictamente con lo deportivo, sino también, de aquellos que tenían que ver con la sociedad chilena, el sentido común, la necesidad de enfrentar los grandes desafíos de solidaridad con fuerza, con ánimo, con esperanza; de los que decían relación a lo mejor de lo nuestro; de los que apelaban al hombre común. Y creo que, desde esa perspectiva, Julio Martínez es un hombre notable, que obviamente merece este homenaje.



Desde un punto de vista deportivo, este gesto me parece igualmente importante. Yo no creo, como un parlamentario que dio buenos argumentos, que el hecho de ejercer físicamente un deporte sea lo único significativo al momento de ponerles nombres a los estadios. El mejor ejemplo de ello es Carlos Dittborn. Él no era un deportista, pero, a pesar de ello, se bautizó con su nombre al Estadio de Arica, en reconocimiento a su acción en este ámbito, que fue muy relevante.



Y me parece que don Julio Martínez es un símbolo de unidad, de entrega, de desprendimiento, y el Senado chileno haría bien en decir “sí” a esos compatriotas que aspiran a que nuestro principal coliseo deportivo tenga un nombre de unidad, que nos identifique a todos, que no separe a nadie, que todos deseemos mantener con orgullo.



Por esas razones, yo soy firme partidario de aprobar el proyecto, e insto a mis colegas a hacerlo.



Por ello, señor Presidente, y porque queremos que él se despache hoy, el Comité Partido Unión Demócrata Independiente, en virtud del artículo 142 del Reglamento, solicita la clausura del debate. Recordemos que esta iniciativa se halla en discusión general y particular a la vez. 

El señor GAZMURI.- ¡Pedimos segunda discusión, señor Presidente!

El señor NARANJO.- ¡Sí, señor Presidente! 

El señor COLOMA.- ¡Se puede fundar el voto!>
<El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, ha llegado a la Mesa una nota del Comité Partido Unión Demócrata Independiente en la que solicita la clausura del debate.

El señor NARANJO.- ¡Pedimos aplazamiento de la votación, entonces!

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Reglamentariamente, no procede, señor Senador.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Hago presente a la Sala que este asunto, por ser de artículo único, se discute en general y en particular a la vez. 



El artículo 144 del Reglamento dice: “Para la clausura del debate en los negocios que se discutan en general y particular a la vez, en el Orden del Día, y para la de las observaciones que formule el Presidente de la República a un proyecto, se estará a lo dispuesto en el artículo 142.”.



Este señala: “Durante la discusión particular de un proyecto en cualquiera de los tres primeros trámites constitucionales, podrá pedirse la clausura para un artículo o para un título determinado, cuando su discusión haya ocupado media hora, en total, del Orden del Día de una o más sesiones.



“Formulada la petición de clausura, ésta se votará inmediatamente.



“Aceptada, se votará de inmediato el asunto, sin que proceda la segunda discusión, ni haya lugar al aplazamiento de la votación.”.>
<El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Corresponde poner en votación la solicitud de clausura del debate.

El señor NARANJO.- ¡Pero pedimos segunda discusión, señor Presidente!

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Reglamentariamente, ello no es posible, señor Senador. Ahora, como es natural, Sus Señorías tienen derecho a fundamentar el voto respecto de la solicitud en cuestión.

El señor ESCALONA.- Pido la palabra para plantear un asunto de Reglamento. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, ¿por qué no seguimos la discusión normal? 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Porque se pidió clausurar el debate, señor Senador.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Por eso mismo, lo único que cabe es someter a votación esa solicitud.

El señor ÁVILA.- ¡Se produjo un cortocircuito…!>
<El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En votación la solicitud de clausura del debate.



--(Durante la votación).
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero recordar, a los efectos reglamentarios, que la nómina de inscritos viene de la sesión de ayer…

El señor NARANJO.- ¡No se puede eliminar…!

El señor ESCALONA.-… Entonces, nosotros reclamamos nuestro derecho a hacer uso de la palabra…

El señor LARRAÍN.- ¡Y vamos a poder hablar, señor Senador!

El señor ESCALONA.-… En la sesión de ayer se suspendió el debate con ese acuerdo. En consecuencia, yo no creo que esto sea materia de votación; tendría que haber unanimidad en la Sala para proceder en el sentido solicitado.

El señor COLOMA.- ¡Se puede fundamentar el voto!

El señor LARRAÍN.- ¡El debate se puede clausurar igual!

El señor ESCALONA.- No, porque la sesión de ayer concluyó con una lista pendiente de oradores. 

El señor COLOMA.- ¡En ese caso, nunca se podría clausurar el debate!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor NARANJO.- ¿Qué estamos votando?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El señor Presidente puso en votación la petición del Comité Unión Demócrata Independiente.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Está en votación la solicitud de clausura del debate.



Debo recordar que, conforme al Reglamento, en cualquier momento, transcurridos treinta minutos de discusión, se puede pedir la clausura del debate.



Hago presente en todo caso que, tratándose de una votación, cada Senador tiene derecho a fundamentar su voto respecto de la materia en cuestión, que en este caso es la clausura del debate.



Prosigue la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminada la votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: 13 votos por clausurar el debate, 13 en contra y una abstención.



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis y Sabag.



Votaron por la negativa la señora Alvear y los señores Ávila, Bianchi, Escalona, Gazmuri, Girardi, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Se abstuvo el señor Cantero.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Como la abstención influye en el resultado, debe repetirse la votación.

El señor NAVARRO.- El indeciso es el Senador Cantero, quien “tiene la llave” nuevamente.



¡Háganle cariño…!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
En votación la solicitud de clausura del debate.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza la clausura del debate (14 votos contra 13).



Votaron por la negativa la señora Alvear y los señores Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Gazmuri, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Girardi, Kuschel, Larraín, Novoa y Orpis.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Continúa el debate.

La señora MATTHEI.- Pido la palabra para plantear una cuestión de Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacerlo, Su Señoría.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, parece muy poco acertado e ingrato el sistema de apagar automáticamente el micrófono apenas termina el tiempo asignado al Senador que está interviniendo; en el caso del fundamento de voto, a los cinco minutos exactos.



Solicito que este asunto sea revisado por la Comisión de Régimen Interior o por los Comités.



Porque, al final, todos confiamos en el buen criterio de quien esté presidiendo. A veces son necesarios 30 segundos adicionales; en otras oportunidades, un minuto. Y en muchas ocasiones existe unanimidad en la Sala para conceder tiempo extra.



El nuevo mecanismo que está operando, en forma absolutamente automática, me parece casi poco honroso.



Por lo expuesto, pido que se revise el punto.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la prosecución del debate, tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, una vez más, al igual como ha sucedido con el otorgamiento de la nacionalidad chilena por gracia, esta Honorable Sala se ve enfrentada a una cuestión muy compleja, que además lleva aparejado muchas veces un elemento innecesario, como lo es el de exponer a los beneficiarios o a sus familiares a situaciones difíciles o, incluso, agraviantes.



Pienso que, cuando hay que dar un nombre a un recinto o al conceder la nacionalidad chilena por gracia, debiera tenderse a buscar, en lo posible, la unanimidad de los miembros de esta Corporación.



Sé que ello es difícil, pero situaciones como esta, obviamente, indican que sería lo más sano y pertinente.



En tal sentido, traigo a colación lo que le tocó vivir, en otras circunstancias, a Horacio de la Peña con motivo de un proyecto que se presentó para otorgarle la nacionalidad chilena por gracia. A raíz de ello, inclusive se hicieron afirmaciones que iban mucho más allá de la realidad, exponiéndose a él y a su familia a una situación bastante delicada.



Por lo tanto, frente a hechos como esos, lo ideal sería buscar otros procedimientos.



Ahora, sobre Julio Martínez se pueden decir muchas cosas.



En el campo del periodismo deportivo, donde se especializó en fútbol, fue lejos uno de los mejores. Siempre hablaba de sus maestros, de Manuel Emilio Cossa y otros, quienes lo orientaron en su especialización.



Si uno debiera precisar en pocos términos lo que fue Julio Martínez, tendría que decir que se caracterizó por no tener adversarios; y enemigos, menos. Prácticamente, era “el amigo de todos”.



En mi caso particular, compartí con él nuestro sueño y nuestro amor por la Unión Española. Entonces, ¡a quién más que a mí le encantaría que hoy el Senado tomara una decisión en el sentido de hacerle un reconocimiento como el que se plantea!



Empero, tengo serias dudas sobre si sería lo más apropiado y oportuno, sobre todo por haber sabido de su pensamiento en cuanto a que siempre debían prevalecer los primeros actores. Y se refería específicamente a los jugadores o deportistas. Siempre sostuvo que los árbitros y los comentaristas deportivos ocupaban un segundo plano. Y se incomodaba sobremanera con los árbitros que pretendían ser primeras figuras, en reemplazo de los propios jugadores o deportistas.



Por consiguiente, partiendo de la base -como bien se ha expresado aquí- de que el Estadio Nacional es un complejo deportivo que convoca a distintas disciplinas, me parecería un tanto parcial -por decir lo menos- que su nombre sirviera para rendir tributo a una persona que se caracterizó casi exclusivamente por su amor al fútbol.



En mi concepto, ante situaciones como esa, lo ideal sería buscar otra vía. Porque Julio Martínez, a no dudarlo, merece muchos reconocimientos. Como comentarista, fue muy atinado, muy mesurado; y en sus procedimientos, correctísimo. Desde esa perspectiva, entonces, quizás el sector del Estado Nacional donde cumplen su cometido los periodistas deportivos podría llevar su nombre.



Y permítame, señor Presidente, señalar un ejemplo.



El deportista más destacado que ha tenido nuestro país es, ¡lejos!, Nicolás Massú, quien obtuvo dos medallas de oro en los Juegos Olímpicos de Atenas 2004.



¡Ningún otro deportista chileno ha recibido premios de ese nivel!



¿Qué homenaje se le va a rendir el día de mañana -tal vez cuando los que estamos hoy en esta Sala ya no seamos Senadores- a Nicolás Massú, lejos el deportista más sobresaliente que ha tenido Chile?



Estamos hablando de un tenista que obtuvo dos medallas olímpicas. Y quizás pasen muchos años antes de que tengamos otro deportista con esos méritos.



Entonces, perfectamente se podría pensar en los merecimientos sobrados de Nicolás Massú para dar su nombre al Estadio Nacional.



Ahora, parodiando al propio Julio Martínez, creo que, de haber estado con nosotros, nos habría dicho: "¡No me ayude, compadre…!". Porque estoy seguro de que, considerando la situación a que ha llevado el debate de este proyecto, sobre el cual ya algunos parlamentarios han manifestado su voluntad de votar en contra, a “Don Julio”, dadas su sobriedad y mesura, tampoco le habría  gustado esta forma de rendirle homenaje.



Julio Martínez siempre dijo que interpretaba al hombre común de la calle. Y evidenciaba su gran sabiduría popular cuando hacía comentarios deportivos o de otra naturaleza.



Desde tal perspectiva, pienso que, injustamente, estamos provocando una situación extraordinariamente incómoda, en particular para la familia de Julio Martínez.



Yo habría preferido -y estoy seguro de que “Don Julio” también- que este debate no hubiese existido en el Congreso.



Insisto: Julio Martínez merece todos los reconocimientos. Pero me parece que con esta iniciativa estamos cometiendo un tremendo error. Y no me cabe duda de que ni siquiera se les preguntó a sus familiares si la compartían. De habérseles consultado, seguramente habrían dicho: “Sabiendo como era, no le hubiese gustado este homenaje”.



Como expresé, “Don Julio” siempre entendió que los reconocimientos no correspondían a los comentaristas deportivos, sino a los actores, a quienes actuaban en la cancha, a aquellos que -como él señalaba- empapaban la camiseta. O sea, a los deportistas.



En cuanto comentarista, Julio Martínez realizó una enorme contribución. Sus palabras fueron muy sabias, muy humanas.



Señor Presidente, me encantaría que el Estadio Nacional llevara el nombre de Julio Martínez. Sin embargo, por lo que he expuesto, ello me provoca un profundo incomodo (por decirlo de alguna manera). 



Soy hincha de Unión Española, al igual que “Don Julio”. Y pienso sinceramente que el Estadio Santa Laura, recinto del club de los amores de ambos, debería llamarse “Julio Martínez”.



No considero, pues, que este proyecto sea oportuno. Me parece una sobrerreacción propia de nuestra idiosincrasia, que nos lleva a actuar apresuradamente y sin meditación.



Pienso que Julio Martínez, al igual que muchos de nosotros, consideraría una ofensa a los propios deportistas que el Estadio Nacional llevara su nombre y no el de alguno de ellos que hubiera realizado en su actividad una enorme contribución al país.



Por eso, votaré que no. Y voy a hacerlo con mucho dolor, porque le tenía mucha simpatía a Julio Martínez. Empero, creo que él no habría compartido para nada este homenaje un poquito apresurado que se pretende tributarle, en circunstancias de que es merecedor de otros reconocimientos.



He dicho.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el debate ha tomado un rumbo que no hubiéramos querido. El reconocimiento nacional a Julio Martínez, transversal en lo político, en lo social, en lo deportivo, es amplio y unitario.



Siento que el resultado de esta discusión no le hará daño a su figura, por su trayectoria, por su trascendencia, por lo transversal de su accionar, por su espíritu humanitario, por su profesionalismo.



Sin embargo, se ha abierto una brecha en torno a una cuestión más de fondo. Y la pregunta es a quién le corresponde denominar los bienes nacionales de uso público, a quién le compete dar nombres a calles, colegios, teatros, puentes.



Siendo Diputado, presenté un proyecto de ley sobre la materia, porque pienso que aquello le corresponde a la ciudadanía. Si hay que ponerle nombre a un colegio, debe consultarse a padres, apoderados y alumnos; si hay que denominar un puente, pregúntenles a los habitantes de la comuna; si hay que colocarle nombre a un espacio público, hagamos un esfuerzo y consultemos a la gente. Porque la legitimidad del nombre está dada por el reconocimiento cultural, por la transmisión verbal. Las palabras crean realidades. Por eso el aeropuerto Arturo Merino Benítez sigue siendo “aeropuerto Pudahuel” en el mundo entero. Porque, en definitiva, no se logra cambiar la percepción de la ciudadanía por medio de un decreto ley.



A los municipios, conforme a la ley orgánica que los regula, les corresponde lo concerniente a la denominación de calles, de plazas; y existe al respecto una disposición que establece que debe consultarse a los concejales -se requieren dos tercios de ellos- y al CESCO (Consejo Económico y Social) en cuanto a los nombres de poblaciones, barrios y conjuntos habitacionales bajo su administración.



Hay un decreto, de 1974, que otorga al Ministro de Educación la facultad de, mediante decreto fundado, poner nombre de chilenos o extranjeros a bibliotecas, museos, etcétera.



En tal sentido, considero legítima la consulta a la gente. No me gusta que se fijen por ley los nombres de los bienes nacionales de uso público. He propiciado que sobre el particular haya consulta ciudadana, única manera, en mi concepto, de otorgar legitimidad a las actuaciones en ese ámbito.



El ex intendente Jaime Tohá -escúchenme bien- hizo un concurso para cambiar la denominación del aeropuerto Carriel Sur, que lleva el nombre del dueño del fundo donde se construyó. ¿Méritos? Ninguno. Solo era el dueño de las tierras.



Felicitamos aquella idea y dijimos que había que consultar a los ciudadanos. Ganó un escolar de la comuna de San Carlos, y el nombre elegido fue “Toqui Lautaro”.



Sin embargo, muchos sectores de la oligarquía de la zona se sintieron afectados. ¡Cómo el aeropuerto de la Región del Biobío se iba a llamar “Toqui Lautaro”! Su idea era que conservara el nombre del dueño del fundo. Y se suscitó un debate donde lo único que quedó claro fue que la resistencia, por los resabios feudales, a aceptar la diversidad sigue viva en la Octava Región.



Pero hubo debate ciudadano.



En tal sentido, he propiciado un proyecto de ley que posibilite la existencia de mecanismos para que exista participación ciudadana en todas las ocasiones.



Por ejemplo, en el caso del Estadio Nacional, que se encuentra ubicado en Ñuñoa, ¿por qué no consultar a los habitantes de esta comuna, quienes padecen todos los fines de semana los embates de las llamadas “barras bravas”? 



Ahora, teniendo dicho coliseo deportivo carácter nacional, pienso que habría que preguntar al país sobre su denominación. Porque ese estadio es patrimonio de todos los chilenos, de todas las regiones, no solo de la comuna de Ñuñoa, ni tampoco de los santiaguinos. 



Entonces, reafirmo la voluntad de avanzar en la reforma de la actual legislación para establecer que en esas materias haya consulta ciudadana.



Existe un conjunto de proyectos de ley, especialmente en la Cámara de Diputados, tendientes a cambiar el nombre a aeropuertos, en particular, a plazas, en fin. Uno de ellos propone que el Parque Metropolitano pase a llamarse “Gabriela Mistral”. Y ya tendría esa denominación si hubiera existido consulta ciudadana. El aniversario de su nacimiento o de su deceso habría sido propicio para preguntar a los habitantes de Santiago sobre la viabilidad de la idea de rendir homenaje a nuestra insigne poetisa dando su nombre al principal parque de la ciudad.



De otro lado, tengo la sensación -puedo equivocarme- de que la denominación propuesta mediante el proyecto en debate da cuenta de una parte de la historia del Estadio Nacional, no de toda.



Lamentablemente, dicho recinto tiene dos historias.



Una, la de los triunfos, de la alegría y del llanto en el deporte, de la competencia, del encuentro colectivo, especialmente en torno del fútbol.



Pero también está la historia negra, que yo no quiero olvidar, porque -ya lo he dicho- soy de aquellos que perdonan pero no olvidan.



Esa es también parte de la historia del Estadio Nacional, quiéranlo o no. Parte de ella son los detenidos en ese recinto deportivo, los torturados, los desaparecidos, todos los que padecieron allí la acción de la dictadura.



Por lo tanto, el inconsciente colectivo del país no solo alberga al Estadio Nacional con relación al deporte, pues para una generación de chilenos ese recinto significó terror, dolor y muerte.



Desde esa perspectiva, no me parece correcto que la figura de un hombre que en sí representó la transversalidad, el profesionalismo, sea asociada a un estadio que guarda esa parte de nuestra historia, que es muy relevante y de ningún modo puede ser borrada. Y Julio Martínez estuvo al margen de ella. Por el contrario, fue una persona que generó confianzas, que interpretó -como se ha reiterado aquí hasta el cansancio- a muchos chilenos.



A mi entender, el nombre del Estadio Nacional tiene que dar cuenta de toda su historia: la deportiva y la correspondiente a la parte negra de la vida de nuestro país.



No creo, entonces, que este sea un buen proyecto. Y le aclaro al Senador Coloma -lamentablemente, no se encuentra presente- que la idea fue impulsada por un Diputado de la Oposición, si bien la iniciativa original fue de Diputados de diversos sectores.



Ahora, considero que hubo apresuramiento para hacer la propuesta de ley, que el Ejecutivo recogió rápidamente.



¡Ojalá algunas de las iniciativas de los Senadores oficialistas fueran acogidas y traídas tan velozmente al Parlamento como esta! No sé qué debe hacerse para conseguirlo. ¿Hay que tratar bien al Gobierno? ¿Hay que tratarlo mal? ¿Hay que hacerle cariño? ¿Hay que criticarlo? He probado todo, y todavía no descubro la fórmula, no logro que pongan atención a nuestros proyectos.



¿Cómo conseguirlo?>
<La señora MATTHEI.- ¡Copy paste...!

El señor NAVARRO.- No hay copy paste, Senadora. Por el contrario. Seguiremos utilizando Internet como fuente inagotable de conocimientos, solo que vamos a hacer que la red sea libre, no manejada por grupos económicos o por un solo poder.



Pienso que el presente debate es oportuno, necesario; pero, al igual que el Senador señor Naranjo, únicamente lamento que se encuentre cruzado por el nombre de una persona que cuenta con todo nuestro reconocimiento.



Hubiéramos querido no abocarnos a esta discusión, pero estimo que no nos corresponde denominar a los bienes nacionales sin consultar a los ciudadanos.



Si insistiéramos, por ejemplo, en la moción que cambia el nombre del aeropuerto internacional de Chacalluta, en Arica, por el de “Alcalde Santiago Arata”; o en la que denomina “Aeropuerto Presidente Eduardo Frei Montalva” al aeródromo Presidente Balmaceda, en la comuna de Coihaique; o en la designación “Aeropuerto Carriel Sur de Talcahuano”, iríamos en una línea contraria al sentido común, cual es que si se trata de bienes nacionales de uso público y estos claramente se hallan al servicio de la comunidad y son parte de lo público, el bautizo pertinente se debiera hacer por parte de quienes los usan, no discrecionalmente por un grupo de parlamentarios.



No sé si el Congreso refleja hoy, en enero de 2008, la voluntad popular, social; ni tampoco si logramos interpretar el sentimiento de los deportistas a nivel nacional. Diría que, por el contrario, se ha venido distanciando de la ciudadanía y que sus integrantes somos objeto de una fuerte crítica.



Entonces, abogo por una mayor cercanía a la ciudadanía. Y creo que el intentar reemplazarla mediante este mecanismo -hay muchos otros- constituye un mal camino.



Abogo por contar con una legislación que permita que para consultas como esta, que pueden ser materia de ley, existan mecanismos ciertos, claros, de participación ciudadana. Y, para eso, debería tener cabida la iniciativa popular de ley -proyecto que presenté hace siete años y que, afortunadamente, el Gobierno recogió hace pocos meses-, con el objeto de desarrollar un debate más estructurado.



Por mi parte, voy a votar en contra del texto que nos ocupa, no en contra de Julio Martínez, cuya figura todos tuvimos presente desde muy niños y acompañó a generaciones de deportistas y de chilenos, en general, a través de la radio o la televisión. 



Lo haré con mucho respeto por su persona y sumándome al reconocimiento que le ha tributado el país entero, pero señalando que la mejor manera de perpetuarlo no es la de cambiar la denominación del Estadio Nacional. Habrá otras y será preciso estudiarlas.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la verdad es que me ha sorprendido el giro que ha experimentado el debate, porque a ratos se plantean consideraciones muy ajenas al tema en cuestión, como la que acabamos de oír al Senador señor Navarro.



Entiendo la inquietud que representó Su Señoría a propósito de la situación vivida después del “golpe” por muchas personas que fueron víctimas de distintos tipos de agravios o violaciones a los derechos humanos. Pero me parece que el hecho de que eso haya ocurrido en nada impide que una iniciativa de esta naturaleza prospere, porque no debemos tener una mirada unidimensional de la historia, como si la única posible, válida y legítima fuera esa. Hay otras miradas. 



El Estadio Nacional se halla cruzado por muchas cosas extraordinariamente importantes en la vida deportiva del país. Además, estamos hablando de don Julio Martínez Prádanos, quien poseía ciertas características que quizás vale la pena subrayar y reconocer a través de algún tipo de homenaje público. Podría haber sido otro, pero a algunos se les ocurrió rendirle el que nos ocupa. ¿Y por qué no?



Me pregunto si acaso el debate no es transversal. Porque pareciera que para algunos solo determinadas figuras, pertenecientes a áreas específicas y con cierta jerarquía, definida no sé por quién -¿por un círculo de iniciados?, ¿por una visión elitista?-, fueran las encargadas de administrar a quiénes se les pueden efectuar reconocimientos públicos.



¿No es aceptable pensar que una persona que estuvo vinculada al ámbito deportivo desde la perspectiva periodística puede ser objeto de uno de ellos?



¿Se considera que esa es una actividad menor? 



¿Se entiende que se trata de alguien de segunda categoría, de quien solo cabe conceder que era un buen tipo, que a todos les caía bien?



Pero ¿no es acreedor a tributo un hombre sencillo, un hombre común, que a lo largo de su vida dignificó su profesión y el deporte?



No puedo entenderlo.



Fue una persona agraciada con el Premio Nacional de Periodismo; que ha sido reconocida en ese ámbito, en todos los medios, como un profesional destacado. En efecto, sobresalió en diversos géneros periodísticos -ello no es fácil para quienes se desenvuelven en tal actividad-, desempeñándose en televisión, radio y prensa escrita, esta última donde se inició y a la que prácticamente no abandonó a lo largo de su vida.



¿No cabe un reconocimiento a alguien cuya característica más relevante fue ser una persona común y sencilla, que creía en el respeto y la solidaridad; que cada vez que intervenía -y lo hizo no solo en el área periodística, sino también en distintos escenarios y momentos de la historia nacional- aportaba una nota positiva y creaba un ambiente de calidez y humanidad?



¿No cabe, para un ser humano con tales peculiaridades, un reconocimiento por ciertas virtudes que también lo destacaban en lo profesional, como el culto del lenguaje, el manejo del idioma, la preocupación por desempeñarse realmente en forma profesional en cada una de sus actuaciones?



Y cuando escucho argumentar que ello no corresponde por haber transcurrido muy poco tiempo desde el deceso, me pregunto cuánto debe transcurrir desde ese momento -¿tres meses?, ¿seis meses?, ¿un año?- para rendir homenaje a alguien que, poseyendo virtudes humanas y cualidades profesionales, puede simbolizar como nadie al chileno, al hombre común y corriente, a la persona sencilla que, sin embargo, hace las cosas bien y destaca. Desde luego, sobresalió, no en el campo de las grandes políticas nacionales, ni en el de las bellas artes consagradas universalmente -¡no!-, sino como profesional en el del periodismo deportivo.



Por mi parte, pienso distinto. Reconozco lo acontecido en el Estadio Nacional. Es un dato de la causa. ¡Pero eso no es lo único que sucedió allí! Han transcurrido demasiados años; han pasado muchas cosas. Y el identificar a ese recinto deportivo con una persona de las características indicadas realza, no solo al Estadio Nacional y al mundo deportivo, sino también a Julio Martínez.



En situaciones como esta, a diferencia de otros señores Senadores, creo que, como un homenaje al deporte y a la importancia que reviste y, muy especialmente, como un reconocimiento a personas que, como Julio Martínez, nos regalaron durante muchos años un ejemplo de generosidad, de optimismo, de profesionalismo, de humanidad, bien podemos hacer algo tan simple como ponerle su nombre a un recinto deportivo emblemático.



Creo que eso hablaría bien de Chile.



No será “justicia divina”, como decía él, pero es justicia al fin.



Votaré que sí.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, estoy revisando la nómina de las Diputadas y Diputados que, junto con el Ejecutivo, iniciaron el proyecto. Pertenecen a diferentes partidos y algunos se hallan vinculados muy directa y personalmente con el tema de los derechos humanos. 



Suscribieron la moción, entre otros, el Diputado Tucapel Jiménez, hijo del dirigente sindical del mismo nombre asesinado por la dictadura en 1982; el Diputado René Alinco, muy relacionado con el mundo sindical; Diputados de Oposición, con diferentes matices en su manera de asumir el compromiso político desde distintos ángulos.


Por eso, no me parece válido intentar establecer una línea demarcatoria respecto del origen del proyecto, o sea, prejuzgar sobre su génesis. No lo creo posible si se atiende a los nombres de quienes lo suscriben.



Entonces, parto del hecho de que la iniciativa está motivada por la buena fe. No deseo descalificar a sus autores y, por ello, no suscribo las palabras del Senador señor Ávila en el sentido de que esta es una muestra de que la Cámara de Diputados es infantil. Quiero dejarlo consignado así, porque se trata de un terreno sumamente delicado: tendríamos que entrar a discutir qué es lo maduro o inmaduro, lo adulto y lo no adulto. Es una cuestión muy opinable.



Pero se debe prevenir, sobre todo, la presunción mesiánica de que el juicio propio vale más que el ajeno. ¡Todas las opiniones son válidas y legítimas!



Además, señor Presidente, el argumento de que un recinto como el Estadio Nacional está destinado a "grandes hombres", entre comillas, me lleva a rebelarme: ¿Quiénes son los "grandes hombres"? ¿Cuáles son los predestinados a ostentar esa dignidad? ¿Y cuál es el tribunal que puede otorgarla?



Me parece una pretensión profundamente autoritaria que alguien pueda decir: "Este es un gran hombre y este otro no lo es". 



Para ser franco, tenía dudas, pero los argumentos entregados me hacen votar a favor de la designación propuesta, precisamente por la naturaleza de lo que se ha dicho en contra. 



Pienso que Julio Martínez revistió la calidad de gran hombre...

La señora MATTHEI.- ¡Yo también lo creo!

El señor ESCALONA.- ... por lo que fue: un comentarista deportivo. 



¿Qué descalifica a una persona por ser comentarista deportivo? ¿Qué tiene de malo serlo? Si además desempeñó esa labor con honradez, con rectitud, creyendo en lo que hacía, desde 1945, esto es, por más de 60 años. Fue un gran hombre, en consecuencia, desempeñándose en una actividad que, además, lo llevó a ser reconocido, a que se le otorgara el Premio Nacional de Periodismo.



De otro modo, entraríamos en un terreno muy delicado. En efecto, no sé cómo se podría determinar cuáles son los grandes hombres y cuáles no. Lo que define a las personas es su historia, su trayectoria, su experiencia, su vida. Y la verdad es que estimo, al mirar las cosas con realismo, que la vida de Julio Martínez es admirable, es la de una persona que con pasión, con amor, se dedicó a cultivar aquello que amaba muy profundamente: el deporte, en particular el fútbol. 



Hoy se puede ver que muchas actividades humanas son realizadas sin ningún tipo de cariño, sino porque, simplemente, hay que hacerlas; pero aquí tenemos a alguien diferente. Eso marca un distingo y hace que esta persona sea singular, pues presenta algo que la identifica y la caracteriza: supo convertir el periodismo deportivo en una pasión. 



A mi juicio, ese mérito lo destaca. Muchísimas otros seres humanos no lo poseen.



Ahora bien, surge otro hecho de las pocas líneas del proyecto. Este no tiene 40 ó 50 páginas relativas a un filósofo, un economista o un literato. No. Es una iniciativa que refleja la vida de un hombre sencillo que surgió desde abajo; de un hombre que, de aficionado, llegó a transformarse en una de las principales voces del periodismo deportivo del país. Y creo que eso es sumamente válido en la sociedad actual, a modo de ejemplo para los jóvenes, de promoción de una manera de comprender la vida social. Julio Martínez no pertenecía a la elite. A lo mejor llegó a ser parte de ella, pero fue el curso de su vida el que lo transformó en un referente como comentarista deportivo.



No quiero latear más, señor Presidente. El curso que tomó la discusión me ha hecho tomar partido en ella y voto a favor de que el Estadio Nacional se llame Julio Martínez.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, la discusión sobre la materia se torna cada vez más compleja.



Algunos empezamos a escuchar a don Julio Martínez desde muy jóvenes, y, coincidiendo o no, por cierto, con muchas de sus apreciaciones deportivas, nadie puede negar que nos entretuvo; que le dio una dimensión distinta al deporte; que entregó conocimientos que van más allá del juego propiamente tal, en particular del fútbol. Todos entienden muy bien que hablamos de una persona que siempre fue excepcional, no solo al momento de su fallecimiento.



Soy uno de los que estuvieron detenidos en el Estadio Nacional y, por ende, viví lo que sucedió allí. Pero no es esa la razón por la cual tengo un pensamiento distinto, sino porque desde hace mucho tiempo me parece lamentable el hecho de que esta clase de decisiones las tome el Parlamento y no el organismo correspondiente. 



¿Qué tiene que ver el Parlamento en la proposición del nombre de un estadio nacional o de uno cualquiera, en circunstancias de que existen los CORE, los gobiernos regionales y los municipios? 



A nadie se le ha ocurrido consultar al alcalde de Ñuñoa si está o no de acuerdo con el nombre del recinto deportivo situado en su comuna. ¿Qué dicen los concejales al respecto?



¿Cómo íbamos a seguir poniéndoles el nombre a las calles si hace mucho que el Parlamento dejó de bautizar las de Curanilahue, como hacía antes? Ello era un absurdo.



Hasta hace algunos años, el Congreso tenía la posibilidad de ponerles nombre a las calles, a los hospitales, a las plazas. Es algo que no tiene ningún sentido. 



¿Para qué hacemos leyes? ¿Para qué creamos gobiernos regionales?



Entiendo que ahora existe acuerdo para que los consejeros regionales sean elegidos. Ojalá que sea así. Son ellos los que conocen mucho mejor sus realidades.



El Estadio Nacional debiera dejar de llamarse en esa forma y cambiar su nombre por el de Estadio Metropolitano de Ñuñoa. Eso es lo lógico.



Solo algunos estadios llevan el nombre de una persona, como el “David Arellano”, por razones muy emotivas, pues ese jugador murió en medio de un partido de fútbol en España y el club Colo Colo bautizó así al recinto. Ello me parece superatendible, sin ser colocolino, por cierto.

El señor ÁVILA.- Debería llamarse "Ricardo Núñez".

El señor NÚÑEZ.- En ese caso, sería una cancha muy pequeña, modesta,...

El señor ALLAMAND.- ¡Pero con mucha jerarquía...!

El señor NÚÑEZ.- ... porque nunca fui bueno para jugar fútbol.



¡Quizás pude hacerlo mejor y haber intentado ser Presidente de algún club,...

El señor CANTERO.- ¡Hubiera sido un gran aporte...!

El señor GAZMURI.- ¡En realidad, la idea es elegirlo Presidente del Senado...!

El señor NÚÑEZ.- ... ya que surgen algunas dificultades con relación a otros ámbitos...!



En fin, jugué fútbol y no lo hice muy bien. Y no habría absolutamente ninguna posibilidad de que ese estadio donde alguna vez jugué -nadie creería que lo hice por Universidad Católica- llevara mi nombre. ¡Sería muy injusto!



Existen varias personas que se han dedicado al deporte y a ejercer como comentaristas radiales o televisivos de esa práctica. No voy a mencionarlas, porque todas están vivas y poseen la característica de la calidad en las dos actividades.
El señor PIZARRO.- ¡Vamos a tener que inventar un estadio para el “Sapo” Livingstone…!

El señor NÚÑEZ.- El señor Senador se refiere a alguien a quien yo admiré desde muy pequeño, por su calidad. Por cierto -por favor que él no lea esto-, ha sido el mejor arquero que ha habido en Chile. Difícilmente encontraremos otro de la calidad del “Sapo” Livingstone. 



Además, es un gran comentarista. Yo por lo menos me entretengo con él tanto como lo hacía con Julio Martínez. Puede que no posea las virtudes que indicó el Senador señor Larraín en el sentido de que no tiene tanto manejo lingüístico. A lo mejor no usa las tres mil ochocientas veinticuatro palabras que deben utilizarse bien en el castellano. Pero, en mi opinión, es un muy buen comentarista. A pesar de ser de la Universidad Católica, ha demostrado ecuanimidad. Y de igual modo se ha referido a otros temas.



No voy a mencionar a otros comentaristas que también fueron estupendos deportistas y que hacen un gran aporte al desarrollo del deporte chileno.



Se trata de que los estadios se vinculen con las historias vitales de sus respectivas Regiones.



El nombre del Estadio El Cobre se debe a razones obvias. Ojalá que al Senador señor Chadwick no se le ocurra reemplazarlo por el de una persona, porque así suena muy bien: "Estadio El Cobre"; "de El Teniente", más encima. Por eso, ruego a los parlamentarios de la zona que no le cambien su denominación, que, también por razones obvias, se encuentra muy relacionado con mi historia vital.



También tenemos el caso del Estadio Chinquihue. A nadie -ojalá que tampoco a los Senadores señores Escalona y Kuschel- se le ocurriría cambiarle el nombre. Lleva uno precioso, que habla de la raíz indígena de nuestro país, y está ubicado en un lugar bastante hermoso denominado de la misma forma.



¿Por qué el estadio de Arica se llama "Carlos Dittborn"? Porque este fue uno de los “tres mosqueteros” que hicieron posible que Chile tuviera un mundial de fútbol en 1962. Recibimos en Los Cerrillos -yo también lo hice- a esos “tres mosqueteros”, entre ellos, el papá de la Senadora señora Alvear, quienes venían llegando de Europa nada menos que con un mundial de fútbol. Fueron héroes. Y, sin embargo, no fue al Estadio Nacional al que se le puso "Carlos Dittborn", sino al de Arica.



Entonces, debemos tener mucho cuidado.



A lo que voy, básicamente -y con esto termino-, es a que ojalá sean los consejos regionales y los municipios respectivos los que tomen la decisión de poner nombres a los estadios, a las calles, a las plazas, etcétera, y no el Parlamento, porque creo que nosotros estamos llamados a legislar y no a estar otorgando denominaciones a los bienes de uso público. Ya dejamos de hacerlo con las calles, como ocurría en el pasado. Parece que antes era más fome ser parlamentario, pues nuestros antecesores se dedicaban a ponerle nombre a las calles y a las plazas. De repente algunos que no tenían idea de dónde quedaba Curanilahue le colocaban nombre a su plaza. Era absurdo.



Por las razones expuestas, señor Presidente, votaré en contra de la iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha terminado el tiempo destinado al Orden del Día.



Quedan inscritos para intervenir en la próxima sesión los Senadores señor Letelier, señora Alvear y señores Sabag, Gazmuri, Ávila, Allamand y Arancibia.



Pasamos al Tiempo de Votaciones.>>>
<
<VI. TIEMPO DE VOTACIONES>
<GARANTÍA DE RECURSOS PARA ATENCIÓN DE SALUD PRIMARIA DIGNA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Proyecto de acuerdo propuesto por los Senadores señores Navarro, Ávila, Girardi, Naranjo, Vásquez y Zaldívar, cuyo propósito es solicitar a la señora Ministra de Salud que estudie mecanismos que garanticen que los municipios recibirán los recursos necesarios para otorgar una atención de salud primaria digna.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1041-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 82ª, en 15 de enero de 2008.


Oficio de Comisión:


Salud, sesión 85ª, en 22 de enero de 2008.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Salud, por la unanimidad de sus miembros, resolvió apoyar el presente proyecto de acuerdo, dejando constancia de que también reciben recursos los servicios de salud, puesto que existen consultorios de atención primaria que dependen de ellos.>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba.>>
<
<VII. INCIDENTES>
<PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

_______________



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CHADWICK:



Al señor Intendente de la Sexta Región, consultándole sobre FUNDAMENTOS DE AUTORIZACIÓN PARA INSTALACIÓN DE PLANTA DE TRATAMIENTO DE LODOS EN SAN LUIS DE PELEQUÉN.



Del señor ESPINA:



Al señor Ministro de Justicia, pidiéndole información acerca de MEDIDAS ALTERNATIVAS A PENAS PRIVATIVAS O RESTRICTIVAS DE LIBERTAD PREVISTAS EN LEY N° 18.216. Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole la adopción de MEDIDAS VIALES CONTRA ACCIDENTES DE TRÁNSITO EN POBLACIONES DE COMUNA DE TRAIGUÉN. A la señora Ministra de Salud, planteándole necesidad de PERSONAL MÉDICO E INFRAESTRUCTURA DE URGENCIA PARA HOSPITAL DE VILCÚN. Al señor General Director de Carabineros, pidiéndole MAYOR DOTACIÓN Y CARRO POLICIAL PARA COMUNA DE VILCÚN. Al señor Alcalde de Melipeuco, solicitándole informar en cuanto a MEDIDAS ADOPTADAS POR MINISTERIO DEL INTERIOR ANTE ERUPCIÓN DE VOLCÁN LLAIMA Y NECESIDADES AÚN NO CUBIERTAS EN COMUNA DE MELIPEUCO. A los señores Alcalde de Vilcún y Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de La Araucanía, referente a CREACIÓN DE LÍNEA DE COLECTIVOS DESDE CAJÓN (COMUNA DE VILCÚN) A TEMUCO Y VICEVERSA. A los señores Fiscal Regional de La Araucanía y General Jefe de la Novena Zona de Carabineros, demandándoles MAYOR VIGILANCIA Y PROTECCIÓN POLICIAL EN SECTOR HUIÑILHUE, COMUNA DE TRAIGUÉN, e INVESTIGACIÓN DE INCENDIOS OCURRIDOS EN SAN MARTÍN NORTE (COMUNA DE VICTORIA) Y DETENCIÓN DE SUS AUTORES.


De los señores ESPINA, ALLAMAND, ARANCIBIA, CHADWICK, COLOMA, GARCÍA, GÓMEZ, HORVATH, KUSCHEL, LARRAÍN, MATTHEI, ORPIS, PÉREZ VARELA, SABAG Y VÁSQUEZ:



Al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, solicitándole información respecto de DELITOS DE ABUSO SEXUAL Y VIOLACIÓN; en cuanto a DELITOS DE ROBO CON VIOLENCIA O INTIMIDACIÓN, ROBO CON FUERZA EN LAS COSAS Y ROBO POR SORPRESA; acerca de DELITOS DE HOMICIDIO; en lo concerniente a DELITOS DE MACRO Y MICROTRÁFICO DE DROGAS TIPIFICADOS EN LEY Nº 20.000, y en cuanto a DELITOS DE LESIONES CORPORALES TIPIFICADOS EN ARTÍCULOS 395, 396 Y 397, Nos 1 Y 2, DE CÓDIGO PENAL (toda la información sobre los distintos delitos referida a los ilícitos cometidos durante el año 2007).


De los señores ESPINA, ALLAMAND, ARANCIBIA, CHADWICK, COLOMA, GARCÍA, GÓMEZ, HORVATH, KUSCHEL, LARRAÍN, MATTHEI, ORPIS, PÉREZ VARELA Y VÁSQUEZ:



A los señores Fiscal Nacional del Ministerio Público, General Director de Carabineros y Director General de la Policía de Investigaciones, pidiéndoles antecedentes respecto de EXISTENCIA O PERSISTENCIA DE ALTOS NIVELES DE DELITOS GRAVES EN VILLAS Y POBLACIONES DEL PAÍS.



Del señor FREI:



A la señora Ministra de Educación, demandando un pronunciamiento acerca de MULTAS A ALUMNOS DE ESCUELA RURAL DE CATAMUTÚN, EN LA UNIÓN. Al señor Intendente de la Región de Los Ríos, dándole a conocer lo referente a realización de PROYECTOS HIDROELÉCTRICOS EN PANGUIPULLI, FUTRONO Y LAGO RANCO y DIVERSOS PROYECTOS EDUCATIVOS REGIONALES.



Del señor HORVATH:



Al señor Contralor General de la República y a la señora Ministra de Salud, con el objeto de que informen sobre TRANSFORMACIÓN EN BALNEARIO PÚBLICO DE ÁREA CIRCUNDANTE DE BAHÍA DE CHAÑARAL Y APERTURA DE PISCINAS DE USO PÚBLICO. Al señor Ministro de Hacienda, planteándole lo referente a CAPACIDAD DE PAGO DE DEUDORES MOROSOS CON RELACIÓN A PROGRAMA “SOLUCIÓN CASO A CASO”. Al señor Ministro de Hacienda y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, para que informen acerca de MEDIDAS CONTRA BANCOS POR NO REPACTACIÓN DE DEUDAS POR VIVIENDAS SOCIALES. A la señoras Ministras de Planificación y de Vivienda y Urbanismo, para requerir COTEJO DE DATOS DE JEFES DE HOGAR CONTENIDOS EN FICHA "CAS" CON LOS DE TITULARES DE DEUDAS HABITACIONALES RESPECTIVAS. Y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, comunicándole APROPIACIÓN INDEBIDA DE MATERIALES DE CASAS AFECTADAS POR SISMO EN AISÉN y haciéndole presente necesidad de DIFERENCIACIÓN DE FONDOS CREADOS A RAÍZ DE DICHO SUCESO.



Del señor LARRAÍN:



Al señor Ministro del Trabajo, para pedir RESTITUCIÓN DE PENSIÓN PARA DON SERGIO HERNÁN AGUIRRE SAN MARTÍN (reiteración de oficio). Y al señor Intendente de la Séptima Región, a fin de solicitar PROGRAMA DE AGUA POTABLE RURAL PARA SECTOR EL LUCERO (COMUNA DE RETIRO).

_______________>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, los Comités Mixto (Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata), Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Renovación Nacional e Independientes no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me referiré a diversas materias.

EVALUACIÓN DE PLAN INVIERNO 2007 Y PROYECCIONES 

PARA INVIERNO 2008 EN OCTAVA REGIÓN. OFICIOS



En primer término, solicito que se oficie al Gobierno regional del Biobío, al Ministerio de Obras Públicas y a la ONEMI respecto del Plan "Invierno 2007: Acción y Prevención".



Ya nos encontramos en el verano del 2008. Por lo tanto, resulta oportuno y necesario efectuar una evaluación de los resultados del plan de prevención de 2007, dados los enormes problemas de inundaciones suscitados en muchas comunas de la Región del Biobío.



Por lo anterior, pido información acerca de la evaluación del Plan Invierno 2007, además de una proyección del Plan Invierno 2008, particularmente en materia de recursos y de los roles asignados a cada Ministerio, organización e institución de la Región.



Ya vivimos el trago amargo de las inundaciones que afectaron a miles y miles de familias. En consecuencia, resulta necesario que el Gobierno regional y los diversos Ministerios involucrados realicen inversiones y acciones preventivas para evitar que la Región del Biobío vuelva a sufrir situaciones como las descritas. Para ello, lo mejor es prevenir y planificar.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<MEJORAMIENTO DE CONECTIVIDAD VIAL ENTRE 

HUALQUI Y TALCAMÁVIDA. OFICIOS



Del mismo modo, solicito al Ministerio de Obras Públicas, al Gobierno regional y a la Municipalidad de Hualqui información acerca de la ruta que une este último lugar con Talcamávida.



En invierno la situación se torna grave. Se han invertido 280 millones de pesos para reparar la cuesta, bastante complicada, que fue destruida durante los meses fríos del 2006. 



En total, se gastaron más de 541 millones de pesos en un camino alternativo que, lamentablemente, ya se encuentra deteriorado. Dada la mayor distancia, el tiempo de acercamiento entre Hualqui y Talcamávida ha aumentado en más de una hora.



Se requiere conectividad.



Existe Biovías, que es el plan de transporte urbano que une Talcahuano y Lomas Coloradas con Hualqui. Hay servicio de ferrocarriles en algunas horas del día. Sin embargo, la conectividad terrestre resulta esencial.



Por eso, pido al Gobierno regional y al Ministerio de Obras Públicas toda la información disponible acerca de proyectos, anteproyectos, el estado en que estos se encuentran y los procesos de inversión en desarrollo para unir la ruta. No estoy pidiendo pavimento, sino interconectividad vial y mejoramiento del actual camino entre Hualqui y Talcamávida.



Se trata de una aspiración muy fuerte en la comunidad. Durante mis tres períodos como Diputado insistí en ello. Logramos avances parciales, como la instalación de paraderos de buses, mejoramiento en las detenciones de ferrocarriles, pero en casos de emergencias lo que salvaguarda la conectividad no es el tren, que opera en determinados horarios, sino la conectividad vial.



En tal sentido, demando del Gobierno Regional la información pertinente, a la vez que pido apresurar los proyectos de inversión pendientes.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<EJECUCIÓN DE PROGRAMA MEJORAMIENTO DE BARRIOS EN PERIQUILLO, COMUNA DE HUALQUI, Y POSTULACIÓN A

PAVIMENTOS PARTICIPATIVOS. OFICIOS



En otro orden de cosas, pido que se oficie a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo en cuanto a la ejecución del programa Mejoramiento de Barrios en el sector de Periquillo, comuna de Hualqui. En especial, deseo saber si se han hecho efectivas las boletas de garantía, si se han inspeccionado los trabajos y si estos han sido recepcionados de manera positiva por parte del municipio. Ello, a fin de que la comunidad pueda volver a postular a los pavimentos participativos.



En ese sentido, solicito oficiar al SERVIU de la Octava Región y al Gobierno regional para que señalen en qué estado se encuentran las postulaciones a los pavimentos participativos. Después de mejorar los sistemas de agua y alcantarillado, de haber adaptado la urbanidad interna a la comunidad, los pavimentos participativos constituyen la clave para eliminar el polvo y traer mejor calidad de vida a los habitantes de esa comuna.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<IMPLEMENTACIÓN DE FIGURA DE “DEFENSOR DEL USUARIO” 

EN SISTEMA COMUNAL DE SALUD. OFICIOS



Por otro lado, pido oficiar al municipio de Hualqui para que informe sobre la implementación del programa "Defensor del Usuario" en el sistema de salud comunal, para lo cual el Ministerio del ramo destinó recursos a través de los servicios provinciales de salud, los que, además de entregar gratuitamente un conjunto de elementos (sillas de ruedas, bastones y lentes ópticos), permiten la contratación del Defensor del Usuario, de tal manera de garantizar que los reclamos y, en especial, el ejercicio de la tarea de asistencia tengan una evaluación constante. Se trata de un encargado o encargada que debe ser elegido con el acuerdo de la comunidad, en particular de la Unión Comunal, la cual tiene que proponer una terna al concejo.



Es un mecanismo que ha demostrado ser extraordinariamente positivo. 



Por tanto, solicito al Ministerio de Salud que informe sobre su implementación en cada una de las 54 comunas de la Región del Biobío.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de acuerdo con el Reglamento.>
<DESTINACIÓN DE ANTIGUAS DEPENDENCIAS FERROVIARIAS 

PARA DIVERSOS USOS COMUNALES. OFICIO



Por otro lado, y a pesar de la compleja situación en que se encuentra, solicito enviar un oficio a la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, con la siguiente finalidad.



El municipio de Penco ha manifestado de manera permanente la necesidad de hacerse cargo de la antigua bodega de la estación de Ferrocarriles para destinarla a actividades culturales o dejarla como museo. El recinto forma parte del lote Nº 1, que fue traspasado a INVÍA.



Uno esperaría que la preservación del patrimonio histórico de EFE fuera una prioridad para los entes públicos a cargo, con el propósito de aportar al desarrollo de la expansión urbana comunitaria en cada una de las comunas del país.



En este caso, deseo que la Empresa envíe el plan de licitación de bienes, en particular de las antiguas estaciones de tren, de manera que se pueda gestar un programa de entrega de recursos a los municipios, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional, para que dichas estaciones -que forman parte de nuestro patrimonio arquitectónico y constituyen una inserción muy vital, por ser centros neurálgicos de conectividad y de transporte y también de carácter social- queden en manos de una administración colectiva. Ello, pensando en el bien común.



Respecto de INVÍA y  los bienes y lotes correspondientes a las antiguas estaciones de ferrocarriles, solicito un informe completo a nivel nacional.



Creo que esta iniciativa interesará a todos los señores Senadores, pues permitirá que las municipalidades cuenten con recursos para adquirir tales bienes con anticipación.



Nada más contraproducente que esas instalaciones terminen en manos de privados para usos que, como discotecas u otros establecimientos similares, han generado más problemas que beneficios.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

CAMBIO DE LUMINARIAS EN PENCO. OFICIO



De otro lado, pido oficiar al Fondo Nacional de Desarrollo Regional de la Octava Región a fin de que informe sobre el cambio de luminarias en la comuna de Penco.



Se trata de un proyecto de 350 millones de pesos. Y quiero saber si tiene prioridad, en qué estado se encuentra, si tiene observaciones y si su financiamiento se halla contemplado para 2008.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de acuerdo con el Reglamento.>
<REPAVIMENTACIÓN Y DOBLE VÍA PARA CAMINO ENTRE

LIRQUÉN Y QUEBRADA HONDA. OFICIOS



Del mismo modo, deseo que se oficie al FNDR a propósito de la repavimentación de la vía entre Lirquén y Quebrada Honda.



Allí, señor Presidente, existe una situación compleja.



Hay doble vía en la carretera que une a Concepción y Penco. En esta última comuna está a punto de terminarse un by-pass que ha implicado una inversión pública de más de 11 mil 500 millones de pesos, financiada en más de 90 por ciento por el sector público y con un aporte del puerto de Lirquén cercano a los 1.800 millones de pesos.



Sin embargo, entre Lirquén y Quebrada Honda, donde también toma cuerpo la carretera de doble vía que une a Lirquén con Tomé, un segmento del camino se encuentra en condiciones extremadamente peligrosas. Su estado es muy precario y se halla prácticamente abandonado. Todos pensamos que debería ampliarse y contar con doble vía.



Por lo tanto, pido oficiar al Ministerio de Obras Públicas y a la Dirección de Vialidad para que nos informen acerca de los proyectos de conectividad que están evaluándose. Ojalá pudiéramos conocer también su estado de avance y sus proyecciones de implementación.



Se trata de una gran aspiración de la gente de Lirquén y de Tomé, pues esa parte constituye el tramo más peligroso y lento del camino. Se requiere conectividad con dos calzadas y que se implemente una solución a la brevedad.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.>
<REDISEÑO DE PLAN BIOVÍAS II. OFICIOS



Asimismo, señor Presidente, deseo insistir en los informes respecto de la rotonda Bonilla y, en particular, de Biovías II.



A ver.



Biovías II representaba para Concepción lo mismo que el Transantiago para la Capital. Fue un proyecto inaugurado por el Presidente Lagos que demandaba la interconectividad entre el ferrocarril y los servicios de transporte terrestre privado a través de una malla de recorridos que contemplaba un 90, un 70 por ciento -los porcentajes fueron variando- de cesión del transporte terrestre al ferrocarril.



Junto con el Diputado José Miguel Ortiz nos opusimos severamente a la implementación de ese diseño, ya que ello habría significado un fracaso estruendoso, parecido al ocurrido en Santiago. Al menos los parlamentarios de la Octava Región tuvimos éxito en paralizar el plan, someterlo a revisión y, por cierto, demostrar su completa inviabilidad.



Hoy, Ferrocarriles ha nombrado a un nuevo gerente para Biovías II. Y quiero reiterar que en las actuales condiciones dicho plan resulta absolutamente inviable. El monto de las pérdidas anuales supera los 3 mil millones de pesos; el subsidio es de 1.600 pesos por pasajero, y el promedio de personas transportadas en las horas peak  es inferior a 100. En definitiva, se trata de un desastre en lo que se refiere al objetivo de transportar pasajeros.



En consecuencia, solicito que Biovías envíe el documento de cálculo de la rentabilidad, toda vez que el plan fue proyectado para transportar a 8 millones de pasajeros al año, cuestión que está muy lejos de ser realidad. SECTRA, profesionales, particularmente de Santiago, determinaron un desarrollo económico en la perspectiva de un uso intensivo de usuarios que era por completo falaz, ineficaz.



Hemos manifestado de manera formal a la Intendenta de la Región del Biobío, doña María Angélica Fuentes, y al Presidente de EFE, don Jorge Rodríguez Grossi, que lo procedente es hacer un rediseño total y estructural del plan Biovías II.



El diseño actual no tiene salida alguna. Lo más viable es efectuar una inversión que permita la conectividad entre Lota y Concepción, mientras se estudia con el sector privado una alianza estratégica que incorpore al transporte terrestre, con un nuevo diseño y con nuevas vías. El actual diseño no da para más. Y si recuperáramos los trenes viejos, que fueron llevados a Santiago, la verdad es que solo se aumentaría el déficit.



El gerente general ha sido sincero al señalar que únicamente llegó al cargo a disminuir las pérdidas. Sin embargo, le demostramos que con las actuales restricciones de horario, con la menor frecuencia de trenes e incluso con la reducción de personal -alrededor de 105 personas laboran en las diferentes estaciones y en todo el sistema-, la rebaja de las pérdidas representa hoy apenas el 5 por ciento del déficit total. Es decir, a pesar de todas las medidas restrictivas adoptadas, que han generado un alto costo político para el Gobierno y también para la imagen de la empresa, solo se logró paliar en 5 por ciento el déficit de EFE.



Por lo tanto, se requiere una revisión integral, un rediseño. Para ello, es necesario conformar una comisión técnica del más alto nivel y efectuar un proceso de intercambio técnico y tecnológico con la ciudad de Curitiba, cuyos especialistas han estado en Concepción y han señalado algo que es de Perogrullo: los sistemas viales, los sistemas de transporte público, no son un suceso, sino un proceso. En Curitiba llevan más de una década ajustando un programa de desarrollo de una de las mejores viabilidades urbanas, donde van tomados de la mano el sector público y el privado, en un proceso de adaptación y mejoramiento permanente.



Por eso, solicito al señor Ministro de Transportes, al Gobierno de la Octava Región y particularmente a SECTRA todos los documentos previos de evaluación de la rentabilidad y del proceso de inversión de Biovías II, a la vez que la reevaluación del propio programa en torno a un nuevo diseño que incorpore al sector privado, una alianza estratégica público-privada.



Si se implementara el actual diseño, sería un gran fracaso. La verdad es que Ferrocarriles no lo quiere decir, pero cualquier examen de los documentos pertinentes así lo demuestra.



El Alcalde de Coronel, don René Carvajal, ha insistido, igual que la Diputada Clemira Pacheco, en la urgente necesidad de cumplir los compromisos políticos. Yo tengo la certeza y la convicción de que ese compromiso se va a cumplir, pero, si ello se hiciera sobre la base del programa que hoy existe, sería otro sonado fracaso. Las cifras son indefendibles.



Se requiere, en consecuencia, un rediseño global.



Por eso, quiero solicitar al gobierno y a los consejeros regionales la destinación de recursos para que, junto con los aportes del nivel central, se redefina un nuevo plan de integración vial en la intercomuna de la provincia de Concepción, de manera de rediseñar Biovías II. 



Como se encuentra planteado, no tiene viabilidad alguna. Y lo que se necesita es constituir equipos de trabajo, fijar plazos y establecer metas que permitan contar con un plan para el cual se busque financiamiento.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.>
<COMPENSACIÓN A REGIONES POR PRÉSTAMO 

DE BANCOESTADO A GOBIERNO PARA TRANSANTIAGO. OFICIO



Señor Presidente, deseo también que se oficie al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don René Cortázar, respecto de la compensación que debe necesariamente llegar a Regiones, en virtud de los 160 millones de dólares otorgados por el BancoEstado al Gobierno para financiar el Transantiago. 



Quiero saber cuáles son los mecanismos de compensación que se están evaluando para las Regiones. 



En marzo llegará al Parlamento  el respectivo proyecto de ley. Y yo espero, por el respeto que merece el Gobierno -mi Gobierno-, que tengamos claro el mecanismo y que se escuche a los parlamentarios de Regiones en relación con esa iniciativa que enviará la Presidenta, que espero sea aprobada.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento>
<PRESERVACIÓN DE BOSQUE 

NATIVO EN FUNDO NONGUÉN. OFICIOS



Por otra parte, señor Presidente, en relación con el fundo Nonguén, respecto del cual se han hecho diversas solicitudes al gobierno regional y a la CORFO, pido a estas entidades que envíen un informe completo acerca del cuidado y la mantención de aquel. 


El fundo tiene más de 3 mil hectáreas; es el pulmón verde de la intercomuna Concepción-Talcahuano; es maravilloso, pero requiere una rápida atención. 



Hemos venido planteando la posibilidad de que la CORFO pudiera desarrollar allí proyectos que incorporen al sector privado, para preservar así el bosque nativo y la zona aledaña a la gran ciudad. La idea es generar acciones de coordinación y de alianza estratégica económica con diversas instituciones de la Región del Biobío.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.>
<PROGRAMAS DE INVERSIÓN Y PLANES MAESTROS SOBRE AGUAS LLUVIAS EN CHIGUAYANTE. OFICIO



De otro lado, señor Presidente, en lo referente a la comuna de Chiguayante, pido al señor Ministerio de Obras Públicas que nos informe sobre el sistema de aguas lluvia de esa comuna y de los programas de inversión y planes maestros que se han determinado. Ojalá, pudiéramos contar con una copia de la carta Gantt y del Programa de Inversiones y de Construcciones. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.>
<INFRAESTRUCTURA DEPORTIVA 

PARA ESCUELAS DE CHIGUAYANTE. OFICIOS



Además, señor Presidente, solicito oficiar al Ministerio de Educación en lo relativo a su programa destinado a realizar mejoras en los establecimientos educacionales, por cuanto un conjunto muy importante de de ellos en Chiguayante no tienen ni siquiera  techo, sin perjuicio de los diversos proyectos municipales que hay en ese sentido. 



También pido que se remita oficio al gobierno regional, para que se efectúe una evaluación de las condiciones básicas, a fin de que dichos colegios puedan mejorar sus instalaciones. 



Una de las debilidades en el mejoramiento de la infraestructura educativa -por cierto, hubo muchas ventajas y aciertos- fue la construcción de excelentes liceos, pero carentes de complejos deportivos. 



En consecuencia, pido que ambas autoridades de la Región del Biobío indiquen cuál es el programa de inversión para los colegios nuevos   -que son preciosos y han generado una millonaria inversión- en lo relativo a las condiciones de techado de patios o construcción de gimnasios, a fin de que en ellos se pueda practicar deporte, particularmente en invierno, porque se trata de una zona muy lluviosa.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.>
<CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIO CONSISTORIAL

EN CHIGUAYANTE. OFICIO




Asimismo, señor Presidente, pido que se oficie al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para que proporcione toda la información vinculada a la transferencia de terrenos, de áreas verdes y de campos deportivos y recreacionales que hoy día se encuentran en su poder, para determinar así la construcción del edificio consistorial en la comuna de Chiguayante. 



Tomás Solís, su Alcalde, y el Concejo Municipal han insistido en desarrollar un proyecto que dé dignidad a la comuna. Las actuales dependencias del edificio consistorial son solo una adaptación. De modo que se requiere la transferencia de terrenos para ese efecto; por cierto, a título oneroso. 



No comparto ni concibo -y esta es una solicitud expresa a la Ministra de Vivienda, señora Patricia Poblete- los impedimentos que hay para que el SERVIU efectúe traspasos a los municipios en forma gratuita, sin costo, porque es absurdo sacar plata de un bolsillo y volver a ponerla en él. En efecto, cuando esa Cartera le dice que debe pagar, ella pide plata a la Subsecretaría de Desarrollo Regional, produciéndose de esa manera un intercambio en un mismo fondo.



¡La verdad es que esa es una burocracia insoportable!



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.>
<PROYECTO SOBRE CONSTRUCCIÓN DE CEMENTERIO 

PARA CHIGUAYANTE. OFICIOS



En seguida, señor Presidente, pido que se oficie sobre lo siguiente.



El municipio de Chiguayante presentó un proyecto para el futuro cementerio de la comuna conforme a una inversión de mil 350 millones de pesos. Deseo que tanto aquel como el gobierno regional y la Subsecretaría de Desarrollo Regional nos informen sobre cuáles son los mecanismos para financiarlo.



Por cierto, dicha obra es una necesidad imperiosa para la comuna.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.>
<EMIGRACIÓN DE POBLADORES DE CHIGUAYANTE

A HUALQUI. OFICIOS


También, señor Presidente, pido que se oficie a los municipios de Hualqui y Chiguayante para que informen acerca de los datos estadísticos que tengan respecto de la enorme emigración de pobladores que se ha producido desde la comuna de Chiguayante hacia Hualqui, a los terrenos de que esta dispone para la construcción de viviendas.



Se debe hacer una revisión del proceso, de manera de garantizar que Hualqui -que, por cierto, está recepcionando de la mejor forma a una gran cantidad de ciudadanos- disponga de los recursos necesarios para satisfacer los servicios básicos.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.>
<CONSTRUCCIÓN DE NUEVO CUARTEL

PARA BOMBEROS DE CHIGUAYANTE. OFICIOS



Por último, señor Presidente, pido que se envíe oficio a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y a la Junta Nacional de Bomberos de Chile a fin de que informen sobre la construcción del cuartel de la Tercera Compañía de Bomberos de Chiguayante, cuyos mártires son ampliamente conocidos en la Región. 



Existe el compromiso del Gobierno en tal sentido.

Estamos a la espera de que eso se concrete. Sabemos que el proyecto está muy avanzado. Pero queremos conocer los montos y plazos que ello involucra y, por tanto, si se está dando cumplimiento a la palabra empeñada por la Presidenta Michelle Bachelet al Cuerpo de Bomberos de Chiguayante.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.>>
<El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Antes de levantar la sesión, quiero desear a todos los señores Senadores y al personal que labora en la Corporación unas felices vacaciones.



Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:31.









Manuel Ocaña Vergara,








         Jefe de la Redacción>
<

Anexos
SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 355
ACTAS APROBADAS

SESION 82ª, ORDINARIA, EN MARTES 15 DE ENERO DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, los señores Ministros de Defensa Nacional, don José Goñi Carrasco y Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, la señora Ministra de Educación, doña Yasna Provoste Campillay, el señor Ministro de Justicia, don Carlos Maldonado Curti, la señora Ministra de Salud, doña María Soledad Barría Iroume y el señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García Pino.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones septuagésima novena, ordinaria, de 8 de enero de 2008, octogésima, especial y octogésima primera, ordinaria, ambas de 9 de enero del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

______________

CUENTA

Mensajes



Veinticinco de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, inicia un proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana (Boletín N° 5.719-14).



--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Con los dos siguientes, retira la urgencia que hiciera presente respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo, el 27 de junio de 1989 (Boletín N° 233-10).



2.-Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz (Boletín N° 5.068-10).


-- Quedan retiradas las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el siguiente, retira y hace presente la urgencia calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que modifica la denominación del Estadio Nacional por “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos” (Boletines números 5.695-06 y 5.689-06, refundidos).



Con los ocho siguientes, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (Boletín N° 4.398-11).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (Boletín N° 4.438-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y a otros cuerpos legales (Boletín Nº 4.813-06).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Libro V del Código del Trabajo y la ley N° 20.087, que establece un nuevo Procedimiento Laboral (Boletín N° 4.814-13).



5.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo de Libre Comercio entre Chile y Colombia, el cual constituye un protocolo adicional al ACE N° 24, adoptado en Santiago, el 27 de noviembre de 2006 (Boletín N° 5.000-10).



6.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 39, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006 y el Acuerdo que lo modifica (Boletín 5.128-10).



7.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio de Complementación Económica entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Cuba, suscrito en Montevideo, el 20 de diciembre de 1999 (Boletín N° 5.273-10).



8.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.209 y otros cuerpos legales, en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica (Boletín N° 5.431-11).



Con los trece siguientes, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo que aprueba la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la resolución N° 2.391 (XXIII), el 26 de noviembre de 1968 (Boletín N° 1.265-10).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales, otorgando a la mujer y el marido iguales derechos y obligaciones (Boletín Nº 1.707-18).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (Boletín N° 3.139-05).


4.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que regula el lobby (Boletín Nº 3.407-07).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín Nº 3.588-08).



6.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre acceso a la información pública (Boletín Nº 3.773-06).



7.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (Boletín Nº 3.878-17).



8.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauce (Boletines números 4.266-07 y 4.267-07, refundidos).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula tenencia y extravío de equipos y tarjetas de telefonía móvil con el objeto de prevenir su uso en hechos delictivos (Boletín Nº 4.523-15).



11.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 2002 (Boletín N° 4.542-10).



12.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (Boletín Nº 4.832-07).



13.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (Boletín N° 5.083-04).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tienen presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes. 

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile, a don Francisco Javier Frei Ruiz-Tagle (Boletín N° S 1.042-05).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la denominación del Estadio Nacional por “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos” (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín 5.695-06 y 5.689-06, refundidos).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 



Con el segundo, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.398-11).



--Pasa a la Comisión de Salud.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante el cual remite copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el recurso de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado respecto del artículo 5° de la ley N° 17.332.



Se toma conocimiento.



Dos del señor Ministro del Interior:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la aplicación de un subsidio eléctrico durante el año 2008 en la isla Santa María.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido al funcionamiento de la Oficina Nacional de Emergencia (ONEMI).



Dos de la señora Ministra de Educación:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a las brigadas escolares de tránsito.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a las medidas que se han adoptado para reforzar la cooperación en materia de educación con el Gobierno de la provincia canadiense de Québec.



Seis del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los tres primeros, responde igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Espina, referidos respectivamente, a la rehabilitación del aparcadero de la Balsa Rapanilahue, y reparación del camino Curacautín-Termas de Tolhuaca y de la ruta R-50 Traiguén-Ercilla, en la Región de La Araucanía.



Con el cuarto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a la mantención del camino Nalcahue-Chesque Alto, en la comuna de Villarrica.



Con el siguiente, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, referido a las medidas de control de tránsito en los puentes Quella y Cauquenes, ambos ubicados en la provincia de Cauquenes.



Con el último, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a las medidas de protección medio ambiental aplicadas en la instalación de fibra óptica en la ruta 7, desde Chaitén hacia el eje Coyhaique-Puerto Aysén y camino transversal a Puerto Cisne.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al transporte marítimo en la ruta Cordillera y localidades que indica.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a la regularización del dominio de un inmueble ubicado en la comuna de Chaitén.



Del señor Intendente de la Región Metropolitana de Santiago, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a los problemas que afectan a los trabajadores que se dedican a la recolección de la basura.



Del señor Director del Serviu de la Región de Coquimbo, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, referido a factibilidad de que la Ilustre Municipalidad de Combarbalá adquiera el terreno que indica.



Dos del señor Director del Serviu de la Región de La Araucanía, mediante los cuales contesta igual número de oficios, enviados en nombre del Honorable Senador señor Espina, referidos, respectivamente, al acceso a la Población Graneros de Chile, ubicada en la comuna de Traiguén, y al grado de cumplimiento del compromiso asumido con los vecinos del sector El Cañón, comuna de Angol.



Del señor Presidente Ejecutivo de la empresa Codelco-Chile, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la venta de la mina “El Toqui”.



Del señor Gerente General de la empresa de Servicios Sanitarios de Antofagasta (ESSAN S.A), mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, referido al mal funcionamiento de la planta elevadora de aguas servidas ubicada en las cercanías de la comunidad “Edificio Grecia de Antofagasta”.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo, el 27 de junio de 1989  (Boletín N° 233-10).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el oficio de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la ley N° 19.891, el acuerdo del Senado para designar como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y al señor Hugo Antonio Pirovich Battiza (con la urgencia prevista en el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República)(Boletín N° S 1.037-05).



De la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín y Gazmuri, sobre acceso a la información pública (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 3.773-06).



-- Quedan para tabla.

Mociones



Del Honorable Senador señor Horvath, mediante la cual inicia un proyecto de ley que establece el caudal ambiental (Boletín N° 5.717-12).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Del Honorable Senador señor Ominami, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, calificando de infracción gravísima a la conducción haciendo uso de un teléfono móvil sin el sistema de “manos libres”(Boletín N° 5.722-15).



De los Honorables Senadores señores Girardi, Muñoz Barra y Ominami, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, estableciendo medidas para prevenir accidentes de tránsito (Boletín N° 5.718-15).



-- Pasan a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Orpis, Prokurica y Zaldívar, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.502, en lo  relativo a la determinación del impuesto a las gasolinas.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Girardi, Naranjo, Vásquez y Zaldívar, mediante el cual solicitan a la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, que adopte un conjunto de medidas para fomentar el reciclaje de desechos electrónicos (Boletín N° S 1.040-12)



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Girardi, Naranjo, Vásquez y Zaldívar, mediante el cual solicitan a la señora Ministra de Salud, que estudie mecanismos que garanticen que los municipios recibirán los recursos necesarios para otorgar una atención de salud primaria digna (Boletín N° S 1.041-12).



-- Pasa a la Comisión de Salud.

Comunicación



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, mediante la cual solicita la autorización de la Sala para discutir y votar en particular, en el trámite de primer informe, el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (Boletín Nº 4.832-07).


-- Se accede a lo solicitado.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta del oficio de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual informa que ha aprobado, con las enmiendas que indican, el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.383-04).


-- Queda para tabla.

_____________
ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:


1) Abrir nuevos plazos para presentar indicaciones, respecto de los siguientes proyectos de ley:



a) El que modifica el Libro V del Código del Trabajo y la ley N° 20.087, que establece un nuevo Procedimiento Laboral (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.814-13), hasta las 18:30 horas del día de hoy, en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



b) El relativo a la operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (Boletín N° 5.081-15), hasta las 12:00 horas del día lunes 21 de enero en curso.



2) Autorizar a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda, unidas, para sesionar simultáneamente con la Sala, desde las 18:00 horas en adelante.

_____________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.209 y otros cuerpos legales en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica, con segundo informe de las 

Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.209 y otros cuerpos legales en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica, correspondiente al Boletín Nº 5.431-11, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Agrega que las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités y ratificado por la Sala en sesión 74ª, ordinaria, de 11 de diciembre de 2.007, discutieron este proyecto en particular.



El señor Secretario General señala que en dicha sesión el proyecto fue aprobado en general por el Senado, fijándose plazo para formular indicaciones hasta el día viernes 4 de enero del año en curso, lapso dentro del cual no se formuló indicación alguna.


Añade que las Comisiones unidas informantes, en consecuencia, aprobaron el articulado del proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García (que integraba ambas Comisiones), Gazmuri, Ruiz-Esquide (también integrante de ambas Comisiones) y Ominami, en los mismos términos en que fue despachado en general por el Senado.



El señor Secretario General hace presente finalmente que el N° 2 del artículo 1° y el artículo 2° del proyecto tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo previsto en inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.
- - -



En discusión en particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor García.


Cerrado el debate y sometido a votación en particular el proyecto, es aprobado por 26 votos a favor, uno en contra y una abstención, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Ávila, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.

.


Vota por su rechazo, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Bianchi.


Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la señora Ministra de Salud.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.209:


1)Al artículo 4°:


a) Para agregar en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “Con iguales exigencias tendrán derecho a esta bonificación los conductores de vehículos que, desempeñándose en las Secretarías Regionales Ministeriales y en el Instituto de Salud Pública de Chile, transporten equipos de salud.”.


b) Para sustituir en el inciso segundo la palabra “correspondiente” por la siguiente frase: “, del Secretario Regional Ministerial de Salud o del Director del Instituto de Salud Pública de Chile, según corresponda.”


c) Para agregar en el inciso tercero, a continuación de la frase “conductor de ambulancia”, la siguiente: “o de conductor de vehículos que transporten equipos de salud,”.


d) Para sustituir en el inciso cuarto, el guarismo “1.420” por “1.520”.


e) Para agregar, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “Salud”, la segunda vez que aparece, seguida de una coma (,), la expresión: “de las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud y en el Instituto de Salud Pública de Chile”.


2) Agrégase en el numeral 1) del artículo segundo transitorio, el siguiente párrafo tercero, nuevo:


“Tratándose de la promoción de los cargos de la planta de técnicos, no será exigible el título de técnico de nivel superior respecto a los funcionarios que, al 30 de julio de 2007, tengan veinte o más años de servicio como técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería en los Servicios de Salud, siempre que acrediten haber aprobado un curso de Auxiliar Paramédico o de Auxiliar de Enfermería, de 1.500 horas como mínimo, de acuerdo a programas reconocidos por el Ministerio de Salud. Para el cómputo de los años de servicio precedentemente referidos se considerarán tanto los años en calidad de titular como a contrata.”.


3) Sustituyese el artículo décimo tercero transitorio por el siguiente:


“Artículo décimo tercero transitorio.- Los funcionarios a que se refiere el artículo 4° de esta ley que, al 30 de julio de 2007, carezcan de licencia de enseñanza media y se encuentren cumpliendo funciones de conductor de ambulancia o de conductor de vehículos que transporten equipos de salud, tendrán derecho a la bonificación mensual en la medida que accedan a uno de los cupos a que se refiere el inciso cuarto de dicho artículo.”.


Artículo 2º.- Sustituyese la segunda oración del inciso primero del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 29 de 2000, del Ministerio de Salud, por la siguiente:  “Las contrataciones que importen para el personal la promoción a un grado superior, se dispondrán previo concurso interno.”.


Artículo 3º.- Agrégase en el inciso final del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 30 de 2000, del Ministerio de Salud, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente frase: “a excepción de los contratos por reemplazos originados en causas legales, los que podrán ser provistos mediante un proceso de selección.”.


Artículo 4º.- Agrégase en el inciso final del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 31 de 2000, del Ministerio de Salud, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente frase: “a excepción de los contratos por reemplazos originados en causas legales, los que podrán ser provistos mediante un proceso de selección.”


Artículo transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Ministerio de Salud.
______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauces, con nuevo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauces, correspondiente a los Boletines números 4.266-07 y 4.267-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.


Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió esta iniciativa en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en la sesión 28ª, especial, de 21 de junio del año pasado.


El señor Secretario General indica que puesto en tabla el primer informe en la sesión 66ª, ordinaria, de 6 de noviembre de 2007, la Sala acordó devolverlo a la Comisión para que tuviera en consideración una Moción del Honorable señor Núñez que sanciona al que funda o transforme metales sin justificar su procedencia y adquisición, correspondiente al Boletín Nº 4.380-07.


Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en el nuevo primer informe explica que la Moción que presentara en su oportunidad el Honorable señor Núñez fue archivada a solicitud de la Honorable Cámara de Diputados, en atención a que versaba sobre una materia que ya estaba comprendida en el proyecto de ley denominado “agenda corta”, de seguridad ciudadana, correspondiente al Boletín Nº 4.321-07.


El señor Secretario General añade que la Comisión informante destaca que los proyectos originados en Moción en la Cámara de Diputados, que están en discusión en este momento, ingresaron al Senado el 22 de junio de 2006, esto es, con anterioridad al ingreso a tramitación legislativa de la Moción del Honorable señor Núñez, que lo fue el 1º de agosto del mismo año.


Con todo, precisa, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sugiere concordar con la Cámara de Diputados y con el Ministerio Secretaría General de la Presidencia un método que evite duplicaciones en el proceso legislativo, las que generan conflictos y desmerecen la imagen que proyecta el Congreso Nacional.


El señor Secretario General señala que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento reitera lo acordado en su primer informe, que comprende la aprobación general del proyecto por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto.



En cuanto a la discusión en particular, recuerda que la Comisión efectuó las siguientes modificaciones al proyecto que despachó la Honorable Cámara de Diputados, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad:

Artículo único


- Pasa a ser artículo 1°, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


a) Sustitúyese el artículo 443, por el siguiente:


“Artículo 443.- Con la misma pena señalada en el artículo anterior se castigará el robo de cosas que se encuentren en bienes nacionales de uso público o en sitio no destinado a la habitación si el autor hace uso de llaves falsas o verdaderas que se hayan substraído, de ganzúas u otros instrumentos semejantes o si se procede, mediante fractura de puertas, vidrios, cierros, candados u otros dispositivos de protección o si se utiliza medios de tracción.


Si con ocasión de alguna de las conductas señaladas en el inciso anterior, se produce la interrupción o interferencia del suministro de un servicio público o domiciliario, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, la pena se aplicará en su grado máximo.”.


b) Insértase el siguiente artículo 447 bis, nuevo:


“Artículo 447 bis.- El hurto de cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de once a quince unidades tributarias mensuales.

Si con ocasión de alguna de las conductas señaladas en este artículo se produce la interrupción o interferencia del servicio, la pena se aplicará en su grado máximo.”.

c) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 456 bis A, por los que siguen:


“Para la determinación de la pena aplicable el tribunal tendrá especialmente en cuenta el valor de las especies, así como la gravedad del delito en que se obtuvieron, si éste era conocido por el autor. 


Cuando el objeto de la receptación sean cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, se impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales. La sentencia condenatoria por delitos de este inciso dispondrá el comiso de los instrumentos, herramientas o medios empleados para cometerlos o para transformar o transportar los elementos sustraídos. Si dichos elementos son almacenados, ocultados o transformados en algún establecimiento de comercio con conocimiento del dueño o administrador, se podrá decretar, además, la clausura definitiva, oficiándose a la autoridad competente.


Se impondrá el grado máximo de la pena establecida en el inciso primero, cuando el autor haya incurrido en reiteración de esos hechos o sea reincidente en ellos. En los casos de reiteración o reincidencia en la receptación de los objetos señalados en el inciso precedente, se aplicará la pena privativa de libertad allí establecida, aumentada en un grado.”.”.

- Insertar a continuación el siguiente artículo 2°, nuevo:


“Artículo 2°.- Sustitúyese el artículo 213 de la Ley General de Servicios Eléctricos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, por el siguiente:


“Artículo 213.- El que maliciosamente realice un acto que interrumpa el servicio eléctrico, que no esté contemplado en los artículos 443 o 447 bis del Código Penal, será castigado con reclusión menor en su grado mínimo.


Si a consecuencia de ese acto se producen daños materiales o lesiones leves o menos graves, la pena será de reclusión menor en su grado medio y si se ocasionan lesiones graves de las establecidas en el número 2° del artículo 397 del Código Penal, la pena será reclusión menor en su grado máximo.


Si se ocasionan algunas de las lesiones indicadas en el número 1° del artículo 397 del Código Penal  o la muerte de una persona, se impondrá la pena de reclusión mayor en su grado mínimo.


Lo establecido en el presente artículo no se aplicará a las suspensiones de suministro efectuadas por agentes de las empresas distribuidoras de electricidad y que excedan el máximo permitido por la ley y los reglamentos, las que serán sancionadas administrativamente, conforme a las respectivas disposiciones legales y reglamentarias. Tampoco tendrá lugar lo previsto en este artículo si el hecho constituye otro delito que merezca una pena mayor.”.”.
- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Gómez, Espina, Núñez y Ominami.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Ominami solicita al señor Presidente que recabe el acuerdo de la Sala para abrir un plazo para formular indicaciones a esta iniciativa.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de ley, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Luego, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 4 de marzo del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


a) Sustitúyese el artículo 443, por el siguiente:


“Artículo 443.- Con la misma pena señalada en el artículo anterior se castigará el robo de cosas que se encuentren en bienes nacionales de uso público o en sitio no destinado a la habitación si el autor hace uso de llaves falsas o verdaderas que se hayan substraído, de ganzúas u otros instrumentos semejantes o si se procede, mediante fractura de puertas, vidrios, cierros, candados u otros dispositivos de protección o si se utiliza medios de tracción.


Si con ocasión de alguna de las conductas señaladas en el inciso anterior, se produce la interrupción o interferencia del suministro de un servicio público o domiciliario, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, la pena se aplicará en su grado máximo.”.


b) Insértase el siguiente artículo 447 bis, nuevo:


“Artículo 447 bis.- El hurto de cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de once a quince unidades tributarias mensuales.


Si con ocasión de alguna de las conductas señaladas en este artículo se produce la interrupción o interferencia del servicio, la pena se aplicará en su grado máximo.”.


c) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 456 bis A, por los que siguen:


“Para la determinación de la pena aplicable el tribunal tendrá especialmente en cuenta el valor de las especies, así como la gravedad del delito en que se obtuvieron, si éste era conocido por el autor. 


Cuando el objeto de la receptación sean cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, telefonía o cualquier otro, se impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales. La sentencia condenatoria por delitos de este inciso dispondrá el comiso de los instrumentos, herramientas o medios empleados para cometerlos o para transformar o transportar los elementos sustraídos. Si dichos elementos son almacenados, ocultados o transformados en algún establecimiento de comercio con conocimiento del dueño o administrador, se podrá decretar, además, la clausura definitiva, oficiándose a la autoridad competente.


Se impondrá el grado máximo de la pena establecida en el inciso primero, cuando el autor haya incurrido en reiteración de esos hechos o sea reincidente en ellos. En los casos de reiteración o reincidencia en la receptación de los objetos señalados en el inciso precedente, se aplicará la pena privativa de libertad allí establecida, aumentada en un grado.”.”.


Artículo 2°.- Sustitúyese el artículo 213 de la Ley General de Servicios Eléctricos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2007, por el siguiente:


“Artículo 213.- El que maliciosamente realice un acto que interrumpa el servicio eléctrico, que no esté contemplado en los artículos 443 o 447 bis del Código Penal, será castigado con reclusión menor en su grado mínimo.


Si a consecuencia de ese acto se producen daños materiales o lesiones leves o menos graves, la pena será de reclusión menor en su grado medio y si se ocasionan lesiones graves de las establecidas en el número 2° del artículo 397 del Código Penal, la pena será reclusión menor en su grado máximo.


Si se ocasionan algunas de las lesiones indicadas en el número 1° del artículo 397 del Código Penal  o la muerte de una persona, se impondrá la pena de reclusión mayor en su grado mínimo.


Lo establecido en el presente artículo no se aplicará a las suspensiones de suministro efectuadas por agentes de las empresas distribuidoras de electricidad y que excedan el máximo permitido por la ley y los reglamentos, las que serán sancionadas administrativamente, conforme a las respectivas disposiciones legales y reglamentarias. Tampoco tendrá lugar lo previsto en este artículo si el hecho constituye otro delito que merezca una pena mayor.”.”.
- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para discutir en la sesión de hoy, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, correspondiente al Boletín N° 5.383-04.

Consultada la opinión de la Sala, así se acuerda.

______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, y de 

Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz, correspondiente al Boletín Nº 5.068-10.


Añade que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, discutieron este proyecto en general y en particular, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala en la sesión 73ª, ordinaria, de 5 de diciembre del año pasado y le dieron su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Coloma -como integrante de ambas Comisiones-, Muñoz Barra, Prokurica y Romero.


El señor Secretario General añade que en lo que respecta a la discusión en particular, las mismas Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier, Ominami, Muñoz Barra, Prokurica, Romero y Zaldívar, efectuaron las siguientes modificaciones:

Artículo 1º

Número 9)


Reemplazar el inciso cuarto por el siguiente: 


“El Presidente de República podrá, excepcionalmente, y sólo en caso de inminente peligro para la vida del personal que conforma las tropas nacionales en el extranjero desplegadas en una misión de paz, incrementar por un período no superior a cuarenta y cinco días el número del contingente autorizado, a fin de protegerlas o facilitar su evacuación. El Senado deberá pronunciarse, con carácter vinculante, en conformidad con lo dispuesto por el número 10) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, dentro del plazo de 48 horas desde que el Presidente de la República le solicite su pronunciamiento.”.

Número 12)


Reemplazar el inciso segundo del artículo 15 propuesto, por el siguiente:


“El Senado deberá pronunciarse, con carácter vinculante, en conformidad con lo dispuesto por el número 10) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, dentro del plazo de 48 horas desde que el Presidente de la República le solicite su pronunciamiento.”.


El señor Secretario General precisa que, por su parte, la Comisión de Hacienda, conociendo la disposición de su competencia, le dio aprobación por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag, en los mismos términos en que lo habían aprobado las Comisiones unidas.

- - -


Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala del señor Subsecretario de Guerra, lo que así se acuerda.

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Romero, Muñoz Barra, Prokurica, Letelier, Coloma, Núñez, Ávila, Arancibia y Zaldívar.



Luego, el señor Presidente declara abierta la votación y hace presente que ella es en general ya que el Comité Partido Unión Demócrata Independiente ha solicitado que se abra un plazo para formular indicaciones respecto de esta iniciativa.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 31 votos y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Escalona y Naranjo.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Ávila.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Novoa, quien, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, deja sin efecto la solicitud de abrir un plazo para formular indicaciones respecto de esta iniciativa.



En consecuencia, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para dar por aprobado, también, en particular el proyecto.



Así se acuerda.



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Defensa Nacional.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo y fíjense las siguientes normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz:



1) Agrégase, antes del artículo 1°, el siguiente epígrafe:

“TÍTULO I

DE LA ENTRADA DE TROPAS EXTRANJERAS EN EL TERRITORIO DE LA REPÚBLICA”



2) Elimínase, en el inciso primero del artículo 1°, la frase “, previo informe o a propuesta de la Institución de la Defensa Nacional que corresponda,”.



3) Modifícase el artículo 2° del modo siguiente:



a) Sustitúyense las frases “viajes de instrucción o logística, actos de cortesía internacional o cumplimiento de acuerdos de intercambio militar,” por las frases “actividades educacionales o viajes de instrucción, actividades logísticas, actos de cortesía internacional, cumplimiento de acuerdos de cooperación en materias de defensa, o misiones de ayuda humanitaria no derivadas de un conflicto armado,”.



b) Elimínase la frase “, previo informe o a propuesta de la Institución de la Defensa Nacional que corresponda”.



4) Intercálase entre los artículos 3° y 4° el siguiente epígrafe:

“TÍTULO II

DE LA SALIDA DE TROPAS NACIONALES FUERA DEL TERRITORIO DE LA REPÚBLICA

PÁRRAFO 1°

NORMAS GENERALES SOBRE SALIDA DE TROPAS”



5) Sustitúyese el artículo 4º, por el siguiente:



"Artículo 4°.- La salida de tropas nacionales fuera del territorio de la República deberá ser autorizada por decreto supremo, expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional y con la firma del Ministro de Relaciones Exteriores. Para dictar el aludido decreto supremo deberá contarse con el acuerdo previo del Senado.".



6) Sustitúyense en el artículo 5° las frases “viajes de instrucción o logística, misiones de ayuda humanitaria, actos de cortesía internacional o cumplimiento de acuerdos de intercambio militar,” por las frases “actividades educacionales o viajes de instrucción, actividades logísticas, actos de cortesía internacional, cumplimiento de acuerdos de cooperación en materias de defensa, o misiones de ayuda humanitaria no derivadas de un conflicto armado,”.



7) Modifícase el artículo 6º del modo siguiente:



a) Modifícase la numeración del actual artículo 6°, pasando a ser artículo 17.



b) Sustitúyese la expresión “en los artículos 2º y 5º.” por la expresión “en los artículos 2º, 5º y 15.”.



8) Intercálase el siguiente artículo 6º, nuevo:



“Artículo 6º.- Las tropas nacionales, sin perjuicio de las normas de derecho internacional, seguirán sujetas en el extranjero a las leyes y reglamentos vigentes en Chile, en todo lo que les sea aplicable.”.



9) Intercálase a continuación del artículo 6°, nuevo, el siguiente Párrafo 2°, nuevo, con sus artículos 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13 y 14, también nuevos:

“PARRAFO 2°

NORMAS ESPECIALES SOBRE SALIDA DE TROPAS PARA PARTICIPAR EN OPERACIONES DE PAZ



Artículo 7º.- La salida de tropas nacionales del territorio de la República, en cualquiera de sus formas de organización o modalidades, para participar en operaciones de paz dispuestas en conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, será autorizada de acuerdo con las disposiciones especiales que contempla este Párrafo.



También se aplicarán las normas de este Párrafo a la salida de tropas nacionales para participar en operaciones de paz requeridas a Chile en conformidad a tratados internacionales vigentes de los que sea parte.



Artículo 8°.- Para efectos de lo dispuesto en este Párrafo, el Presidente de la República establecerá una Comisión Interministerial de Operaciones de Paz, encargada de asesorar en forma permanente a los ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional en lo que diga relación con la participación de tropas nacionales en operaciones de paz y servir de órgano de consulta y trabajo respecto de las distintas actividades que requiera el cumplimiento de las normas contenidas en este párrafo.



La composición, convocatoria y funcionamiento de esta Comisión consultiva serán fijados por el Presidente de la República mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, debiendo contar también con la firma del Ministro de Defensa Nacional.



Artículo 9°.- El Presidente de la República solicitará el acuerdo del Senado para la salida de tropas conforme al presente Párrafo mediante oficio fundado y con la firma de los Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.



El fundamento de la solicitud incluirá los siguientes elementos: a) la exposición del mandato de la Organización de las Naciones Unidas o el requerimiento efectuado a Chile conforme al tratado vigente de que sea parte; b) una explicitación de los objetivos perseguidos y del modo en que el interés nacional o la seguridad de la Nación se vean involucrados; c) el plazo por el que se hace la solicitud; d) una exposición de las normas de empleo de la fuerza en el marco del mandato o solicitud; e) la descripción de las tropas a ser desplegadas; f) la organización del mando del contingente nacional y su equipamiento y material de apoyo; y g) la estimación global del costo financiero de la participación nacional en la operación, incluidas las donaciones en dinero o especies a ser realizadas en la misión de paz, y las fuentes de su financiamiento.



Tratándose de fuerzas combinadas para su empleo en operaciones de paz, la salida de las tropas nacionales estará sujeta a la condición suspensiva de que los terceros Estados con los que se participa combinadamente hayan autorizado la salida de sus propias tropas.  No obstante, y de conformidad con los mecanismos dispuestos en esta ley,  podrá autorizarse la salida de tropas para participar independientemente en la operación de paz a que la fuerza combinada hubiese estado destinada.



El Presidente de República podrá, excepcionalmente, y sólo en caso de inminente peligro para la vida del personal que conforma las tropas nacionales en el extranjero desplegadas en una misión de paz, incrementar por un período no superior a cuarenta y cinco días el número del contingente autorizado, a fin de protegerlas o facilitar su evacuación. El Senado deberá pronunciarse, con carácter vinculante, en conformidad con lo dispuesto por el número 10) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, dentro del plazo de 48 horas desde que el Presidente de la República le solicite su pronunciamiento.



Si esta salida de tropas se prolongare más de cuarenta y cinco días, pasará a regirse por las normas del Título II de esta ley. En todo caso, el Presidente de la República deberá enviar al Senado, dentro de 15 días de concluida la operación de protección o evacuación, un informe sobre sus resultados. 



Artículo 10.- El Senado analizará la solicitud del Presidente de la República y tendrá un plazo de treinta días corridos para pronunciarse, contados desde la fecha de recepción del oficio, entendiéndose que da su aprobación en el caso de no pronunciarse dentro de dicho término.



El acuerdo del Senado deberá ser adoptado por la mayoría de sus miembros presentes y podrá aceptar o rechazar la solicitud del Presidente en los términos y condiciones en que fue presentada, sin introducirle enmiendas o condiciones, pero deberá indicar si se otorga para todo el período que dure la misión, por un período determinado no superior a cuatro años o mediante el sistema de prórrogas a la permanencia de las tropas en el extranjero establecido en el artículo siguiente.



Durante el plazo a que se refiere el inciso primero, el Presidente de la República podrá introducir modificaciones a la solicitud de acuerdo original, en cuyo caso el plazo de treinta días iniciará una nueva cuenta a partir de la última modificación introducida por el Presidente.



Artículo 11.- Transcurrido el plazo de un año desde el acuerdo original, o cada año a partir de ese momento, el Presidente de la República deberá solicitar el acuerdo del Senado para prorrogar la permanencia de las tropas nacionales en el extranjero, conforme a lo dispuesto en el artículo 9º de esta ley. Los oficios fundados que contengan las solicitudes de prórroga deberán presentarse con al menos treinta días de antelación a la fecha de vencimiento del plazo de un año.



Sin perjuicio de lo anterior, para acuerdos concedidos por todo el período que dure la misión o por un período determinado no superior a cuatro años, y siempre que haya transcurrido al menos un año desde el acuerdo original, mediante oficio firmado por diez Senadores en ejercicio, se podrá pedir al Presidente del Senado que dicha Corporación requiera al Presidente de la República que solicite del Senado un nuevo acuerdo para prorrogar la permanencia de las tropas nacionales en el extranjero.



Artículo 12.- La participación de tropas nacionales en una operación de paz de aquellas a las que se refiere el artículo 7º sólo se extenderá hasta por cuatro años desde su autorización inicial. En casos calificados como de gran importancia para el interés nacional o la seguridad de la Nación, podrá excederse dicho plazo, pero la aprobación de sus eventuales prórrogas deberá hacerse por el voto favorable de la mayoría de los senadores en ejercicio.



Artículo 13.- Durante el período en que tropas nacionales se encuentren fuera del territorio de la República participando en operaciones de paz, los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional remitirán en conjunto al Senado, a lo menos semestralmente, un informe de situación sobre las mismas. Dicho informe describirá las condiciones en las que se desarrolla la misión, y el estado de avance en el cumplimiento de los objetivos de la misma y las actividades realizadas por las tropas nacionales.



Una vez concluida la participación de tropas chilenas en una operación de paz determinada, el Presidente de la República deberá enviar dentro de sesenta días un informe al Senado en que detalle sus resultados, el nivel de logro de los objetivos propuestos, la situación del personal que fue desplegado, y los costos materiales y financieros efectivamente incurridos.



Artículo 14.- Cuando la salida de tropas nacionales del territorio de la República para participar en operaciones de paz en los términos descritos en el artículo 7° de esta ley, se haga bajo la modalidad de expertos u observadores, la autorización de la misma se ajustará a los procedimientos del artículo 5°.”.



10) Sustitúyese el actual artículo 7° por el siguiente, que pasa a ser artículo 19:



“Artículo 19.- Los decretos supremos y las resoluciones del Ministro de Defensa Nacional a que se refieren los artículos 1°, 2° y 4° se fundamentarán en un informe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, el que consignará la opinión de la institución de la defensa nacional respectiva.



Los informes de los artículos 9°, 13, 15 y de la letra c) del artículo anterior, serán preparados y propuestos a los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional por la Comisión Interministerial de Operaciones de Paz del artículo 8º.”.



11) Intercálase, a continuación del artículo 14 nuevo, el siguiente epígrafe:

DISPOSICIONES ADICIONALES



12) Agréganse los siguientes artículos 15 y 16 nuevos:



“Artículo 15.- El Presidente de la República podrá disponer la rápida o inmediata salida del territorio de la República de tropas nacionales no mayores a una unidad fundamental, una compañía o su equivalente, sin seguir los procedimientos del Título II de esta ley, en los siguientes casos:



a) Cuando se trate de proteger, rescatar o evacuar a personas no combatientes ni armadas de nacionalidad chilena que se encuentren en una zona de conflicto armado con peligro inminente para sus vidas. La aplicación de lo dispuesto en este inciso se hará en conformidad con el derecho internacional.



b) Cuando haya acogido la solicitud del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas para que sus Estados miembros envíen con urgencia tropas para impedir graves daños a la población civil en una zona de conflicto armado, y se requiera que dichas tropas se desplieguen de manera inmediata.



El Senado deberá pronunciarse, con carácter vinculante, en conformidad con lo dispuesto por el número 10) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, dentro del plazo de 48 horas desde que el Presidente de la República le solicite su pronunciamiento.



Si la permanencia de tropas, conforme a este artículo, se prolongare más de treinta días pasará a regirse por las normas del Título II de esta ley. En todo caso, el Presidente de la República deberá enviar al Senado, dentro de 15 días de concluida alguna de las operaciones referidas en este artículo, un informe sobre sus resultados.



Artículo 16.- El Presidente de la República podrá dejar sin efecto, en todo momento y mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional y firmado por el Ministro de Relaciones Exteriores, las autorizaciones otorgadas para la entrada de tropas extranjeras al territorio de la República, así como disponer el retorno de tropas nacionales al mismo.



Una vez decretado el retorno de las tropas nacionales en cualquiera de sus modalidades, las tropas deberán regresar al territorio nacional a la brevedad posible y, en todo caso, dentro del plazo de un año. La repatriación deberá efectuarse en conformidad con los planes y programas de retorno que se hayan establecido en cada caso, velando por la máxima seguridad del personal desplegado y de los equipos, así como prestando particular atención al cumplimiento de los compromisos internacionales adoptados por Chile.”.



13) Intercálase el siguiente artículo 18, nuevo, a continuación del artículo 17, nuevo:



“Artículo 18.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 13 y 17, los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional informarán conjuntamente al Senado y a la Cámara de Diputados, en el mes de marzo de cada año, respecto de los siguientes asuntos:



a) Toda entrada de tropas extranjeras al territorio nacional y salida de tropas nacionales del mismo durante el año calendario anterior, a excepción de los antecedentes que deban informarse según lo dispuesto por el artículo 37 de la ley N° 19.974, sobre el Sistema de Inteligencia del Estado y que crea la Agencia Nacional de Inteligencia.



b) La entrada de tropas extranjeras al territorio nacional y salida de tropas nacionales del mismo previstas para el año en curso, y que digan relación con la ejecución de ejercicios militares.



c) La situación de las principales operaciones de paz que la Organización de Naciones Unidas lleve a cabo en el mundo, con particular énfasis en las que eventualmente puedan afectar a Chile.”.



14) Agrégase el siguiente artículo 20 nuevo:



“Artículo 20.- Para los efectos de esta ley, se considerará tropa a todo personal militar, armado o no, e independientemente de su número, organización o de la modalidad en que lo haga, que entre o salga del territorio nacional para el desempeño de actos de servicio.



El concepto de tropa del inciso anterior se aplicará también al personal de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública que salga del territorio nacional en los términos descritos en esta ley.”.



Artículo 2º.- Los gastos que irrogue la aplicación de esta ley se financiarán con cargo al presupuesto vigente de las respectivas instituciones.



Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los gastos que suponga la salida de tropas nacionales del territorio de la República para participar en las operaciones de paz a que se refiere el Párrafo 2º del Título II de esta ley, se financiarán con los recursos del Fondo para Misiones de Paz aprobados anualmente en la Ley de Presupuestos.”.

_____________

Proyecto de ley iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en tercer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, sobre Subvención 

del Estado a Establecimientos Educacionales.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, correspondiente al Boletín Nº 5.383-04, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes modificaciones al texto despachado por el Senado, en el primer trámite constitucional:

Artículo 1°.

Número 1)


Ha reemplazado la letra a) por la siguiente:


"a) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:


"Para fines de rendición de cuentas, los sostenedores deberán mantener a disposición del Ministerio de Educación y de la comunidad educativa a través del Consejo Escolar, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos del período. Sin embargo, los sostenedores de establecimientos educacionales estarán obligados a remitir al Ministerio de Educación el estado de resultados antes referido, cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración haya obtenido, en los períodos de evaluación que establezca el Ministerio de Educación, resultados inferiores a los estándares de desempeño educativo que dicho Ministerio haya fijado para ellos. Un decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, determinará los contenidos que deberá incluir esta información semestral y anualmente, así como la modalidad contable en que se deberá entregar ésta al Ministerio de Educación y a la comunidad educativa a través del Consejo Escolar. En el caso de los sostenedores municipales, ya sea que administren los servicios educacionales a través de departamentos de administración de educación o de corporaciones municipales, lo señalado precedentemente será sin perjuicio de las obligaciones de mantención y entrega de información establecidas por otras leyes.".".

Número 3)

Letra b)


La ha rechazado.

Letra c)


Ha pasado a ser b), sin enmiendas.

Letra d)


Ha pasado a ser letra c), con la siguiente enmienda:


Ha reemplazado en el inciso  noveno del artículo 9º del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, contenido en la letra d), en el apartado referido a la Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica, de la tabla contenida, el guarismo “0,294481”, que aparece como valor de la subvención en U.S.E., factor artículo 7º, ley Nº 19.933, por “0,29481”.

Letras e), f) y g)


Han pasado a ser letras d), e) y f), sin otra enmienda.

Número 11)


Ha incorporado en el artículo undécimo transitorio que se agrega por  este número 11), el siguiente inciso final


“Para los mismos efectos señalados en el inciso primero de este artículo y por los mismos alumnos que ahí se indican, la subvención anual de apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 37 y la subvención adicional especial referida en el artículo 41 se pagarán de conformidad a la siguiente tabla:

	Subvención anual de apoyo al mantenimiento 

de establecimientos  educacionales
	Valor en U.S.E.



	Educación General Básica de Adultos
	0,1362

	Educación Media hasta 25 horas presenciales
	0,3103

	Educación Media con más de 25 horas presenciales
	0,3999



	
	

	Subvención adicional especial
	

	Educación General Básica de Adultos
	0,0583

	Educación Media Humanístico–Científica y Técnica–Profesional de Adulto
	0,0874”.


Artículo 2°


Ha reemplazado su inciso segundo,  por el siguiente:


"Lo dispuesto en el artículo décimo transitorio, que se incorpora por el numeral 10 del artículo 1° de esta ley, entrará en vigencia en las fechas que allí se establecen.”.

- - -



En discusión las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la señora Ministra de Educación.



Cerrado el debate y sometidas a votación las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al proyecto de ley, son aprobadas por 26 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Vásquez. 



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Letelier, quien deja constancia de su voto en contra de la enmienda introducida por la Cámara de Diputados a la letra b) del número 3) del artículo 1º de la iniciativa.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro y Naranjo, quienes dejan constancia de su voto a favor de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al proyecto de ley, lo cual  no fue consignado por el sistema electrónico de votación.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:


1) Modifícase el artículo 5°, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase su inciso tercero, por el siguiente:


"Para fines de rendición de cuentas, los sostenedores deberán mantener a disposición del Ministerio de Educación y de la comunidad educativa a través del Consejo Escolar, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos del período. Sin embargo, los sostenedores de establecimientos educacionales estarán obligados a remitir al Ministerio de Educación el estado de resultados antes referido, cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración haya obtenido, en los períodos de evaluación que establezca el Ministerio de Educación, resultados inferiores a los estándares de desempeño educativo que dicho Ministerio haya fijado para ellos. Un decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, determinará los contenidos que deberá incluir esta información semestral y anualmente, así como la modalidad contable en que se deberá entregar ésta al Ministerio de Educación y a la comunidad educativa a través del Consejo Escolar. En el caso de los sostenedores municipales, ya sea que administren los servicios educacionales a través de departamentos de administración de educación o de corporaciones municipales, lo señalado precedentemente será sin perjuicio de las obligaciones de mantención y entrega de información establecidas por otras leyes.".


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“El incumplimiento de la obligación indicada en el inciso segundo será sancionado como falta, en los términos del artículo 52, letra a). Tratándose del incumplimiento de las obligaciones establecidas en el inciso tercero, éste será considerado infracción grave para los efectos del artículo 50. En ambos casos, se aplicará el procedimiento establecido en el artículo 53.”.


2) Reemplázase el artículo 7º por el siguiente: 


“Artículo 7º.- Los párvulos de 1º y 2º nivel de transición deberán tener, a lo menos, cuatro y cinco años, respectivamente, cumplidos a la fecha que determine el Ministerio de Educación y serán  considerados alumnos para los efectos de la presente ley.”.


3) Modifícase el artículo 9°, en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:



“El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en

U.S.E. factor artículo 9° (incluye incrementos fijados por leyes Nºs. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en

U.S.E. por aplicación del factor artículo 7º  ley

Nº 19.933
	Valor de la subvención en

U.S.E.

USE

	Educación Parvularia 

(1° Nivel de Transición)
	1,71690
	0,17955
	1,89645

	Educación Parvularia

(2° Nivel de Transición)
	1,71690
	0,17955
	1,89645

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,72077
	0,17997
	1,90074

	Educación General Básica (7° y 8°)
	1,86764
	0,19546
	2,06310

	Educación Especial Diferencial
	5,71092
	0,59727
	6,30819

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	4,88811
	0,59727
	5,48538

	Educación Media Humanístico-Científica
	2,08550
	0,21818
	2,30368

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,09091
	0,32402
	3,41493

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,41123
	0,25252
	2,66375

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,16274
	0,22634
	2,38908

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,27633
	0,13317
	1,40950

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,69339
	0,13317
	1,82656

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,90193
	0,13317
	2,03510

	Educación Media Humanístico-Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,06365
	0,18363
	2,24728

	Educación Media Técnico-

Profesional de

Adultos

Agrícola y

Marítima

(Primer Nivel)
	2,32589
	0,18363
	        2,50952

	Educación Media

Técnico-

Profesional de

Adultos

Agrícola

Y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,85037
	 0,18363
	 3,03400

	Educación Media

Técnico-

Profesional de

Adultos

Industrial

(Primer Nivel)
	2,10552
	0,18363
	2,28915

	Educación Media

Técnico-

Profesional de

Adultos

Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,18927
	0,18363
	2,37290

	Educación Media

Técnico-

Profesional  de

Adultos

Comercial  y

Técnica

(Primer Nivel,

Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,06365
	0,18363
	2,24728.”.



b) Intercálase en el inciso séptimo, entre las expresiones “este artículo” y “será aplicable”, la palabra “también”.


c) Sustitúyese su inciso noveno, por el siguiente:



“En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención factor artículo 9° en

U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nºs. 19.662 y 19.808)


	Valor de la subvención en  

U.S.E. factor  artículo 7º ley

Nº 19.933
	Valor de la subvención en

U.S.E.

	Educación General Básica 3º a 8º años
	2,39487
	0,24655
	2,64142

	Educación Media  Humanístico- Científica
	2,85903
	0,29481
	3,15384

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,85779
	0,40013
	4,25792

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	3,01835
	0,31177
	3,33012

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,85903
	0,29481
	3,15384.”.



d) Sustitúyese, en el inciso décimo, la expresión “inciso segundo” por “inciso noveno”.


e) Reemplázase su inciso undécimo, por el siguiente:



“Los establecimientos educacionales que atiendan alumnos de educación especial de 3º a 8º años, o su equivalente, beneficiarios de la subvención especial diferencial, correspondientes a las discapacidades que el reglamento autorice para operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir, en caso de funcionar bajo el referido régimen, una subvención mensual cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será de 7,28743 más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933 que corresponde a 0,74991 U.S.E., en total 8,03734 U.S.E. En el caso de los alumnos de educación especial beneficiarios de la subvención de Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, integrados en un establecimiento de enseñanza regular que funcione en régimen de jornada escolar completa, el valor unitario de la subvención educacional (U.S.E.) por alumno será de 6,23908 más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 0,74991 U.S.E, en total 6,98899 U.S.E.”.”.


f) Reemplázase, en el inciso duodécimo, la expresión “inciso segundo” por “inciso noveno”. 


g) Agrégase, en el inciso décimo tercero, a continuación de la expresión “educacional común de” y antes del guarismo “2º”, la expresión “1º y”.


4) Modifícase el artículo 12, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese la tabla contenida en su inciso primero, por la siguiente:

“Cantidad de            
Factor

alumnos

01
19
    
2,1000

20
21
    
1,9746

22
23
    
1,8712

24
25
    
1,7832

26
27
    
1,7073

28
29
    
1,6413

30
31
    
1,5841

32
33
    
1,5335

34
35
   
1,4884

36
37
   
1,4488

38
39
   
1,4125

40
41
   
1,3795

42
43
   
1,3498

44
45
   
1,3223

46
47
   
1,2981

48
49
   
1,2750

50
51
   
1,2541

52
53
   
1,2343

54
55
   
1,2156

56
57
   
1,1991

58
59
   
1,1837

60
61
   
1,1683

62
63
   
1,1551

64
65
   
1,1419

66
67
   
1,1298

68
69
   
1,1177

70
71
   
1,1067

72
73
  
1,0968

74
75
  
1,0869

76
77
  
1,0781

78
79
  
1,0693

80
81
  
1,0539

82
83
  
1,0451

84
85
  
1,0363

86
87
  
1,0286

88
90
  
1,0165


Para estos efectos, se entenderá por establecimiento rural aquel que se encuentre ubicado a más de cinco kilómetros del límite urbano más cercano, salvo que existan accidentes topográficos importantes u otras circunstancias permanentes derivadas del ejercicio de derechos de terceros que impidan el paso y obliguen a un rodeo superior a esta distancia o que esté ubicado en zonas de características geográficas especiales. Ambas situaciones serán certificadas fundadamente por el Secretario Regional Ministerial de Educación, dando origen al pago de la subvención de ruralidad. No obstante, el Subsecretario de Educación podrá objetar y corregir dichas determinaciones.


El mayor valor que resulte de aplicar los factores de la tabla del inciso primero de este artículo, con relación a los montos que fija el artículo 9º, no estará afecto a la asignación a que se refiere el artículo 11 de esta ley.”.


b) Sustitúyese su inciso cuarto, por el siguiente:



“No obstante, aquellos establecimientos rurales que al 30 de junio de 2004 estén ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico extremo  y tengan una matrícula igual o inferior a 17 alumnos percibirán una subvención mínima de 54,50355 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 5,18320 U.S.E., en total 59,68675 U.S.E., y el incremento a que se refiere el artículo 11. Los establecimientos a que se refiere este inciso serán determinados por decreto del Ministerio de Educación.”.


c) Reemplázase su inciso quinto, por el siguiente:


“Los establecimientos educacionales rurales a que se refiere el inciso anterior, que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna percibirán una subvención mínima de 67,48255 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 6,42472  U.S.E., en total 73,90727 U.S.E., y el incremento a que se refiere el artículo 11.”.


d) Sustitúyese el inciso sexto, por los siguientes incisos sexto y séptimo nuevos, pasando el actual séptimo a ser octavo y así sucesivamente:


“No obstante, no corresponderá la subvención mínima establecida en los dos incisos precedentes, a los establecimientos educacionales que superen la matrícula de 17 alumnos o pierdan su condición de estar ubicados en zonas de extremo aislamiento geográfico, sin perjuicio del derecho que tengan para percibir la subvención que corresponde a los establecimientos rurales por conservar su condición de tales.


El Ministro de Educación o el Secretario Regional Ministerial, en su caso, deberá dictar el decreto o resolución que prive a los establecimientos del derecho a percibir las subvenciones a que se refieren los incisos anteriores.”.


e) Reemplázase el inciso final, por el siguiente:



“Para la aplicación de la tabla establecida en el inciso primero del presente artículo, en el cómputo de la cantidad de alumnos a que éste se refiere, se considerarán como totales independientes el número de alumnos de los siguientes grupos de cursos: a) desde el primer nivel de transición de educación parvularia a cuarto año de educación general básica, incluidos los de educación especial de dichos cursos; b) los de quinto año de educación general básica a cuarto año de enseñanza media, incluidos los alumnos de educación especial de dichos cursos; c) los de educación básica de adultos con o sin oficios todos los niveles, y d) los de educación media de adultos de todos los niveles y ambas modalidades, por cada establecimiento.”.


5) Sustitúyese el guarismo correspondiente a la (U.S.E.), establecido en el inciso tercero del artículo 35, por el siguiente: “0,1563”.


6) Modifícase el artículo 37, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la tabla contenida en su inciso primero, por la siguiente:

	“Enseñanza                       Valor de la

que imparte                       Subvención 

el establecimiento              en U.S.E.

	Educación 

Parvularia 

(1° Nivel de 

Transición)                           0,5177

	Educación 

Parvularia

(2° Nivel de 

Transición)                          0,5177

	Educación

General Básica 

(1°, 2°, 3°, 4°,

5° y 6°)                                    0,5177

	Educación 

General Básica 

(7° y 8°)                                  0,5177

	Educación 

Especial 

Diferencial                            1,5674

	Necesidades 

Educativas 

Especiales

de Carácter 

Transitorio                            1,5674

	Educación 

Media Humanístico-

Científica                              0,5792

	Educación 

Media Técnico-

Profesional 

Agrícola 

Marítima                              0,8688

	Educación Media

Técnico-Profesional 

Industrial                               0,673

	Educación Media

Técnico-Profesional 

Comercial y Técnica             0,6014.”.



b) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:


“Se pagará una subvención anual de apoyo al mantenimiento por alumno de Educación de Adultos, que será de 0,13620 unidades de subvención educacional (U.S.E.) para Educación Básica sin oficios; 0,16425 U.S.E. para  Educación Básica con oficios; 0,31030 U.S.E. para Educación Media Humanístico-Científica; 0,39990 U.S.E. para la Educación Técnico Profesional. Esta subvención sólo se pagará cuando este tipo de educación se preste en los locales escolares de los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente. En este caso, siempre se pagará el 100% de la subvención que corresponda, independientemente de la que se deba pagar por los alumnos que cursen los otros tipos de enseñanza que pueda impartir el establecimiento, y no le será aplicable lo dispuesto en el inciso octavo de este artículo.”.


7) Derógase el párrafo 3º del Título III “De la Subvención para la Educación Fundamental de Capacitación Técnico-Profesional o de Enseñanza Práctica de cualquier rama de la Educación de Adultos” y su artículo 38. 


8) Sustitúyese el artículo 41, por el siguiente:


“Artículo 41.- Establécese una subvención adicional especial cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), para cada nivel y modalidad de enseñanza, de acuerdo a la siguiente tabla: 

	“Enseñanza                             Valor de la

que imparte                             Subvención

el establecimiento                     en U.S.E.

	Educación 

Parvularia 

(1° nivel de 

transición)                                 0,078

	Educación 

Parvularia

(2° nivel 

de transición)                            0,078

	Educación 

General Básica

(1°, 2°, 3°, 4°,

5° y 6°)                                     0,0857

	Educación 

General Básica

(7º a 8º años)                             0,0949

	Educación 

Especial Diferencial                 0,2572

	Necesidades 

Educativas

Especiales de 

Carácter Transitorio                   0,2572

	Educación Media 

Científico Humanista                 0,1067

	Educación Media 

Técnico- Profesional 

Agrícola y Marítima                   0,1689

	Educación Media 

Técnico- Profesional 

Industrial                                    0,1268

	Educación Media 

Comercial y Técnica                  0,1115

	Educación Básica 

Adultos (todas las 

modalidades y niveles)              0,0583

	Educación Media 

Humanístico-Científica 

Adultos (todos los niveles)         0,0874

	Educación Técnico 

Profesional de Adultos

(todos los niveles 

y especialidades)                       0,0874



Esta subvención adicional especial se enterará directamente a cada sostenedor mediante los procedimientos señalados en el artículo 13, con los incrementos señalados en el artículo 12, cuando corresponda. La citada subvención adicional no servirá de base para el cálculo de ningún otro incremento a la subvención.


Las cantidades que reciban los sostenedores por concepto de esta subvención adicional especial, serán destinadas al pago de los beneficios remuneratorios que se establecen en los artículos 8° y 9° de la ley N° 19.410.


El incumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior será considerado infracción grave para los efectos del artículo 50 de esta ley.”.


9) Introdúcese, en el inciso tercero del artículo 50, la siguiente letra i), nueva:


“i) Incumplir la obligación de mantención y entrega, en su caso, de la información a que se refiere el inciso tercero del artículo 5º, o adulterar dolosamente cualquier documento que sirva de respaldo a dicha información.”.


10) Agrégase el siguiente artículo décimo transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO.- El valor unitario mensual por alumno a que se refieren los artículos 9°, 37 y 41 de esta ley para  la Educación de Adultos, se aplicará gradualmente de acuerdo al siguiente calendario:


Año 2008: Educación Básica Adulto en todos sus niveles y Primer Nivel de Educación Media Humanístico – Científica y Técnico Profesional.


Año 2009: Segundo Nivel de Educación Media Humanístico - Científica y Técnica Profesional.


Año 2010: Tercer Nivel de Enseñanza Media Técnico-Profesional.”.


11) Agrégase el siguiente artículo undécimo transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO UNDÉCIMO TRANSITORIO.- El valor unitario mensual por alumno a que se refiere el artículo 9° de esta ley, para la educación de adultos de aquellos cursos que aún no apliquen el nuevo marco curricular establecido en el decreto supremo N° 239, de Educación, de 2004, será el siguiente, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.):

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en

U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nºs. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en 

U.S.E. factor artículo 7º ley

Nº 19.933
	Valor de la subvención en  U.S.E.

	Educación General Básica de Adultos
	1,27633
	0,13317
	1,40950

	Educación Media  Humanístico- Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 20 y no más de 25 horas semanales presenciales de clases)
	1,45035
	0,15128
	1,60163

	Educación Media  Humanístico- Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 26 horas semanales presenciales de clases)
	1,75628
	0,18363
	1,93991


	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en  

U.S.E.



	Educación Fundamental de Capacitación Técnico Profesional de Adultos    (valor máximo por clase efectivamente realizada al alumno)
	0,01701

	Educación Práctica de Adultos (valor máximo por clase efectivamente realizada al alumno)
	0,01701





Para los mismos efectos señalados en el inciso primero de este artículo y por los mismos alumnos que ahí se indican, la subvención anual de apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 37 y la subvención adicional especial referida en el artículo 41 se pagarán de conformidad a la siguiente tabla:

	Subvención anual de apoyo al mantenimiento 

de establecimientos  educacionales
	Valor en U.S.E.



	Educación General Básica de Adultos
	0,1362

	Educación Media hasta 25 horas presenciales
	0,3103

	Educación Media con más de 25 horas presenciales
	0,3999



	
	

	Subvención adicional especial
	

	Educación General Básica de Adultos
	0,0583

	Educación Media Humanístico–Científica y Técnica–Profesional de Adultos
	0,0874”.



12) Agrégase el siguiente artículo duodécimo transitorio, nuevo:


“ARTÍCULO DUODÉCIMO TRANSITORIO.- Para efectos de lo señalado en el inciso tercero del artículo 5°, en tanto el Ministerio de Educación no fije los estándares de desempeño educativo de los establecimientos educacionales, los sostenedores deberán entregar a dicho Ministerio el estado de resultados a que se refiere ese inciso cuando cualquiera de sus establecimientos haya obtenido, en a lo menos dos de los últimos tres años, resultados inferiores al promedio nacional en las pruebas del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Educación, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


Mediante resolución del Ministerio de Educación se fijará el promedio señalado en el inciso precedente.”.


ARTÍCULO 2º.- Las modificaciones establecidas en esta ley regirán a contar del 1° de enero de 2008.


Lo dispuesto en el artículo décimo transitorio, que se incorpora por el numeral 10 del artículo 1° de esta ley, entrará en vigencia en las fechas que allí se establecen.


ARTÍCULO 3°.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto del Programa Subvenciones a los Establecimientos Educacionales, de la Subsecretaría de Educación, y en lo que no fuere posible, con cargo a la Partida Tesoro Público.”.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Presidente comunica que se dará curso en forma reglamentaria a las siguientes peticiones de oficio:



- Del Honorable Senador señor Allamand al señor Director Regional de Vialidad de la Región de Los Ríos, solicitando que se disponga la realización de los estudios de factibilidad de mejoramiento vial de la ruta internacional CH-201 y se asfalten los cuatro kilómetros del tramo urbano de la localidad de Liquiñe.



- Del Honorable Senador señor Frei a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriendo su opinión acerca de la carencia de servicios básicos de urbanización en la entrada sur-oeste de la comuna de Ancud.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Contralor General de la República y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitando dar solución a los problemas derivados del loteo Algarrobo Inmobiliaria.



2) A los señores Ministros del Interior y de Defensa Nacional, requiriendo la adopción de las medidas necesarias para aumentar la dotación de efectivos de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile en la XI Región.



3) Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, solicitando su pronunciamiento acerca de diversos aspectos relacionados con la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, en relación con el uso de la plataforma continental.



4) Al señor Ministro de Justicia, en relación con la aplicación de las leyes penales y de responsabilidad juvenil en la XI Región.



5) A los señores Ministro de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones, requiriendo información acerca de la adquisición de barcazas y catamaranes para solucionar los problemas de conectividad marítima entre la X y XI Regiones y localidades del litoral.



- Del Honorable Senador señor Romero:



1) Al señor Ministro del Interior, solicitando que requiera la opinión del Director General de Carabineros de Chile sobre la factibilidad de construir una nueva Comisaría en el sector de Belloto Norte, comuna de Quilpué.



2) A la señora Ministra de Salud, requiriendo el envío de la carta Gantt y el costo que involucra la construcción de nuevos hospitales de las comunas de Quillota y Quilpué.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 83ª, ESPECIAL, EN MARTES 15 DE ENERO DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei y, en calidad de Presidente accidental, del Honorable Senador señor Vásquez.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.



Asisten, asimismo, la señoras Ministras de Salud, doña María Soledad Barría Iroume y de Vivienda y Urbanismo subrogante, doña Paulina Saball Astaburuaga, el señor Subsecretario del Interior, don Felipe Harboe Bascuñán y las señoras Subsecretaria de Carabineros, doña Javiera Blanco Suárez y Directora Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia, doña Carmen Fernández Gibbs. 


Actúa de Secretario General, el titular del Senado señor Carlos Hoffmann Contreras.

_________________

CUENTA



Durante el transcurso de la Sesión especial, se da cuenta de los siguientes documentos:

Mensaje 



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual retira y hace presente la urgencia calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín y Gazmuri, sobre acceso a la información pública (Boletín Nº 3.773-06).



-- Queda retirada la urgencia, se tienen presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual informa que ha aprobado el proyecto de ley que adiciona recursos al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles derivados del petróleo, establecido en la ley N° 20.063 (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 5.721-05).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

______________

ORDEN DEL DÍA

Sesión especial de la Corporación para analizar la capacidad de respuesta del Estado ante catástrofes naturales.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, indicando que esta sesión especial ha sido convocada a solicitud del Comité Partido Radical Social Demócrata y que por acuerdo de Comités, ratificado por la Sala en la sesión 78ª, ordinaria, de 2 de enero del año en curso, se resolvió realizarla en el día de hoy, entre las 18:30 y las 20:00 horas. 



Añade que a esta sesión han sido invitados las señoras Ministras de Salud y de Vivienda y Urbanismo, el señor Subsecretario del Interior y las señoras Subsecretaria de Carabineros, en su calidad de ministra en campaña para el sismo ocurrido en la ciudad de Tocopilla y  Directora Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez, Romero, Horvath, Orpis, Navarro, Coloma, Ávila, Arancibia, Letelier y Cantero, al señor Subsecretario del Interior y a las señoras Ministra de Salud, Directora Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia y Ministra de Vivienda y Urbanismo subrogante.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESION 84ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 16 DE ENERO DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, los señores Ministros de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes y Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, doña Paulina Urrutia Fernández.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones septuagésima novena, ordinaria, de 8 de enero de 2008, octogésima, especial y octogésima primera, ordinaria, ambas de 9 de enero del año en curso, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios



Del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador Horvath, referido al “Fondo de Ayuda Mutua”, que funcionaba en el Ejército.



Del señor Ministro de Hacienda, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a los problemas que afectan a los habitantes de la comuna de Aysén.



Del señor Subsecretario de Aviación, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a los antecedentes presentados por la Ilustre Municipalidad de Osorno en relación con la implementación del sistema de aterrizaje por instrumentos (ILS) para el aeródromo “Cañal Bajo”, de la referida comuna.



Del señor Embajador Director de la sección América del Sur, del Ministerio de Relaciones Exteriores, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al envío, a las embajadas chilenas de América Latina y el Caribe, de una copia de su intervención en homenaje a don Simón Bolívar, con ocasión del 177° aniversario de su muerte.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la denominación del Estadio Nacional por “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos” (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletines números 5.695-06 y 5.689-06, refundidos).



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 39, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.128-10).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Navarro, que modifica el Código Penal y la Ley de Control de Armas, con el fin de sancionar a los internos de un establecimiento penitenciario que fabriquen, proporcionen o porten armas que indican (Boletín N° 5.653-07).



Nuevo segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción del ex Honorable Senador señor Bombal, que modifica diversos cuerpos legales para limitar el cobro de intereses, regular la subasta hipotecaria y enmendar el recurso de revisión. (Boletín Nº 3.606-03).



Segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.983 y el decreto ley N° 825, con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios (Boletín N° 4.928-26).



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 4.234-03).



De las Comisiones de Economía y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 5.012-03).



-- Quedan para tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Bianchi y Vásquez, por la que inician un proyecto de reforma constitucional que obliga a crear una Administradora de Fondos de Pensiones de carácter público (Boletín N° 5.729-13).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Comunicación



Del Comité Partido Renovación Nacional, mediante la cual informa que ha elegido como representantes de dicho Comité, a los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero y Sergio Romero Pizarro.



-- Se toma conocimiento.

- - -



Durante la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa el informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adiciona recursos al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles derivados del petróleo, establecido en la ley N° 20.063 (Con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 5.721-05).



-- Queda para tabla.
- - -



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien explica el funcionamiento del nuevo sistema para la utilización de los micrófonos y las implicancias que ello tiene en el uso de la palabra por parte de los señores Senadores.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien solicita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado, que se recabe el acuerdo de la Corporación para autorizar el funcionamiento de la Comisión de Trabajo y Previsión Social mientras lo hace la Sala. 



Así se acuerda.

- - -


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien consulta a la Mesa acerca del retiro de la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la denominación del Estadio Nacional por “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos”, correspondiente a los Boletines números 5.695-06 y 5.689-06, refundidos.



Sobre el particular, el señor Presidente señala que el tema se ha planteado al Ejecutivo y se está a la espera de que llegue el cambio de la urgencia.

_____________
ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, en primer trámite, recaído en el proyecto de ley sobre acceso a la 

información pública.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del informe de la Comisión Mixta de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, en primer trámite, recaído en el proyecto de ley sobre acceso a la información pública, correspondiente al Boletín Nº 3.773-06, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”.



Agrega que la controversia entre las dos Cámaras se produjo por el rechazo por parte del Senado de todas las enmiendas que había introducido la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General añade que la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre ambas Corporaciones, propone un nuevo texto para esta iniciativa, el que se consigna más adelante.



El señor Secretario General añade que la proposición de la Comisión Mixta fue acordada por la unanimidad de sus integrantes, con excepción de las siguientes materias:



- la definición del principio de gratuidad, que contó con la abstención del Diputado señor Burgos;



- el quórum de la Cámara de Diputados para solicitar la remoción de los consejeros del Consejo para la Transparencia, que contó con el voto en contra del Diputado señor Cardemil; 



- la obligación de publicar las remuneraciones de los directivos superiores de las empresas públicas y de las empresas del Estado, que contó con la abstención del Diputado señor Jarpa, y 



- la derogación de la norma que prohíbe a los empleados del archivo nacional proporcionar información en poder de esa entidad, lo que también contó con la abstención del Diputado señor Jarpa.



El señor Secretario General hace presente que el artículo PRIMERO del proyecto y los artículos 1º al 20, 22 al 49 y segundo transitorio de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información y los artículos SEGUNDO a NOVENO tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 38, 55, 77, 84, 92, 95, 108 y 118 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



Agrega , finalmente, que los artículos 21 y 1º transitorio de la Ley sobre Transparencia de la Función Pública, tienen el carácter de normas de quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 8º de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.

- - -



En discusión el informe de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Sabag y Larraín, señora Alvear y señores Coloma, Pérez Varela, Ominami, Ávila, Muñoz Barra, Núñez y Navarro, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y al Honorable Senador señor Prokurica.



Cerrado el debate y sometido a votación el informe de la Comisión Mixta, es aprobado por 28 votos, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO PRIMERO.- Apruébase la siguiente Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado:

TÍTULO I

NORMAS GENERALES


Artículo 1°.- La presente ley regula el principio de transparencia de la función pública, el derecho de acceso a la información de los órganos de la Administración del Estado, los procedimientos para el ejercicio del derecho y para su amparo, y las excepciones a la publicidad de la información.


Para los efectos de esta ley se entenderá por:


1. La autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado: es la autoridad con competencia comunal, provincial, regional o, en su caso, el jefe superior del servicio a nivel nacional.


2. El Consejo: el Consejo para la Transparencia.


3. Días hábiles o plazo de días hábiles: es el plazo de días establecido en el artículo 25 de la ley Nº 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de la Administración del Estado, entendiéndose por inhábiles los sábados, los domingos y los festivos.


4. La Ley de Transparencia: la presente Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado.


5. Los órganos o servicios de la Administración del Estado: los señalados en el inciso segundo del artículo 1º de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.


6. Sitios electrónicos: También denominados “sitios web”. Dispositivos tecnológicos que permiten transmitir información por medio de computadores, líneas telefónicas o mediante el empleo de publicaciones digitales.


Artículo 2°.- Las disposiciones de esta ley serán aplicables a los ministerios, las intendencias, las gobernaciones, los gobiernos regionales, las municipalidades, las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, y los órganos y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa.


La Contraloría General de la República y el Banco Central se ajustarán a las disposiciones de esta ley que expresamente ésta señale, y a las de su respectivas leyes orgánicas que versen sobre los asuntos a que se refiere el artículo 1º precedente.


También se aplicarán las disposiciones que esta ley expresamente señale a las empresas públicas creadas por ley y a las empresas del Estado y sociedades en que éste tenga participación accionaria superior al 50% o mayoría en el directorio.


Los demás órganos del Estado se ajustarán a las disposiciones de sus respectivas leyes orgánicas que versen sobre los asuntos a que se refiere el artículo 1º precedente.


Artículo 3°.- La función pública se ejerce con transparencia, de modo que permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y decisiones que se adopten en ejercicio de ella.


Artículo 4°.- Las autoridades, cualquiera que sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la Administración del Estado, deberán dar estricto cumplimiento al principio de transparencia de la función pública.


El principio de transparencia de la función pública consiste en respetar y cautelar la publicidad de los actos, resoluciones, procedimientos y documentos de la Administración, así como la de sus fundamentos, y en facilitar el acceso de cualquier persona a esa información, a través de los medios y procedimientos que al efecto establezca la ley.

TÍTULO II

DE LA PUBLICIDAD DE LA INFORMACIÓN DE LOS ÓRGANOS DE LA

ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO


Artículo 5°.- En virtud del principio de transparencia de la función pública, los actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado, sus fundamentos, los documentos que les sirvan de sustento o complemento directo y esencial, y los procedimientos que se utilicen para su dictación, son públicos, salvo las excepciones que establece esta ley y las previstas en otras leyes de quórum calificado.


Asimismo, es pública la información elaborada con presupuesto público y toda otra información que obre en poder de los órganos de la Administración, cualquiera sea su formato, soporte, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento, a menos que esté sujeta a las excepciones señaladas.


Artículo 6°.- Los actos y documentos que han sido objeto de publicación en el Diario Oficial y aquellos que digan relación con las funciones, competencias y responsabilidades de los órganos de la Administración del Estado, deberán encontrarse a disposición permanente del público y en los sitios electrónicos del servicio respectivo, el que deberá llevar un registro actualizado en las oficinas de información y atención del público usuario de la Administración del Estado.

TÍTULO III

DE LA TRANSPARENCIA ACTIVA


Artículo 7°.- Los órganos de la Administración del Estado señalados en el artículo 2°, deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, los siguientes antecedentes actualizados, al menos, una vez al mes:


a) Su estructura orgánica.


b) Las facultades, funciones y atribuciones de cada una de sus unidades u órganos internos.


c) El marco normativo que les sea aplicable.


d) La planta del personal y el personal a contrata y a honorarios, con las correspondientes remuneraciones.


e) Las contrataciones para el suministro de bienes muebles, para la prestación de servicios, para la ejecución de acciones de apoyo y para la ejecución de obras, y las contrataciones de estudios, asesorías y consultorías relacionadas con proyectos de inversión, con indicación de los contratistas e identificación de los socios y accionistas principales de las sociedades o empresas prestadoras, en su caso.


f) Las transferencias de fondos públicos que efectúen, incluyendo todo aporte económico entregado a personas jurídicas o naturales, directamente o mediante procedimientos concursales, sin que éstas o aquéllas realicen una contraprestación recíproca en bienes o servicios.


g) Los actos y resoluciones que tengan efectos sobre terceros.


h) Los trámites y requisitos que debe cumplir el interesado para tener acceso a los servicios que preste el respectivo órgano.


i) El diseño, montos asignados y criterio de acceso a los programas de subsidios y otros beneficios que entregue el respectivo órgano, además de las nóminas de beneficiarios de los programas sociales en ejecución.


No se incluirán en estos antecedentes los datos sensibles, esto es, los datos personales que se refieren a las características físicas o morales de las personas o a hechos o circunstancias de su vida privada o intimidad, tales como los hábitos personales, el origen social, las ideologías y opiniones políticas, las creencias o convicciones religiosas, los estados de salud físicos o psíquicos y la vida sexual.


j) Los mecanismos de participación ciudadana, en su caso.


k) La información sobre el presupuesto asignado, así como los informes sobre su ejecución, en los términos previstos en la respectiva ley de presupuestos de cada año.


l) Los resultados de las auditorías al ejercicio presupuestario del respectivo órgano y, en su caso, las aclaraciones que procedan.


m) Todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.


La información anterior deberá incorporarse en los sitios electrónicos en forma completa y actualizada, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito. Aquellos órganos y servicios que no cuenten con sitios electrónicos propios, mantendrán esta información en el medio electrónico del ministerio del cual dependen o se relacionen con el Ejecutivo, sin perjuicio de lo cual serán responsables de preparar la automatización, presentación y contenido de la información que les corresponda.


En el caso de la información indicada en la letra e) anterior, tratándose de adquisiciones y contrataciones sometidas al Sistema de Compras Públicas, cada institución incluirá en su medio electrónico institucional, un vínculo al portal de compras públicas, a través del cual deberá accederse directamente a la información correspondiente al respectivo servicio u organismo. Las contrataciones no sometidas a dicho Sistema deberán incorporarse a un registro separado, al cual también deberá accederse desde el sitio electrónico institucional.


En el caso de la información indicada en la letra f) anterior, tratándose de transferencias reguladas por la ley N° 19.862, cada institución incluirá en su sitio electrónico institucional, los registros a que obliga dicha ley, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9° de la misma norma legal. Las transferencias no regidas por dicha ley deberán incorporarse a un registro separado, al cual también deberá accederse desde el sitio electrónico institucional.


Artículo 8°.- Cualquier persona podrá presentar un reclamo ante el Consejo si alguno de los organismos de la Administración no informa lo prescrito en el artículo anterior. Esta acción estará sometida al mismo procedimiento que la acción regulada en los artículos 24 y siguientes de esta ley.


Artículo 9°.- Las reparticiones encargadas del control interno de los órganos u organismos de la Administración, tendrán la obligación de velar por la observancia de las normas de este Título, sin perjuicio de las atribuciones y funciones que esta ley encomienda al Consejo y a la Contraloría General de la República.

TÍTULO IV

DEL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LOS ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO


Artículo 10.- Toda persona tiene derecho a solicitar y recibir información de cualquier órgano de la Administración del Estado, en la forma y condiciones que establece esta ley.


El acceso a la información comprende el derecho de acceder a las informaciones contenidas en actos, resoluciones, actas, expedientes, contratos y acuerdos, así como a toda información elaborada con presupuesto público, cualquiera sea el formato o soporte en que se contenga, salvo las excepciones legales.


Artículo 11.- El derecho de acceso a la información de los órganos de la Administración del Estado reconoce, entre otros, los siguientes principios:


a) Principio de la relevancia, conforme al cual se presume relevante toda información que posean los órganos de la Administración del Estado, cualquiera sea su formato, soporte, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento.


b) Principio de la libertad de información, de acuerdo al que toda persona goza del derecho a acceder a la información que obre en poder de los órganos de la Administración del Estado, con las solas excepciones o limitaciones establecidas por leyes de quórum calificado.


c) Principio de apertura o transparencia, conforme al cual toda la información en poder de los órganos de la Administración del Estado se presume pública, a menos que esté sujeta a las excepciones señaladas.


d) Principio de máxima divulgación, de acuerdo al que los órganos de la Administración del Estado deben proporcionar información en los términos más amplios posibles, excluyendo sólo aquello que esté sujeto a las excepciones constitucionales o legales.


e) Principio de la divisibilidad, conforme al cual si un acto administrativo contiene información que puede ser conocida e información que debe denegarse en virtud de causa legal, se dará acceso a la primera y no a la segunda.


f) Principio de facilitación, conforme al cual los mecanismos y procedimientos para el acceso a la información de los órganos de la Administración del Estado deben facilitar el ejercicio del derecho, excluyendo exigencias o requisitos que puedan obstruirlo o impedirlo.


g) Principio de la no discriminación, de acuerdo al que los órganos de la Administración del Estado deberán entregar información a todas las personas que lo soliciten, en igualdad de condiciones, sin hacer distinciones arbitrarias y sin exigir expresión de causa o motivo para la solicitud.


h) Principio de la oportunidad, conforme al cual los órganos de la Administración del Estado deben proporcionar respuesta a las solicitudes de información dentro de los plazos legales, con la máxima celeridad posible y evitando todo tipo de trámites dilatorios.


i) Principio del control, de acuerdo al que el cumplimiento de las normas que regulan el derecho de acceso a la información será objeto de fiscalización permanente, y las resoluciones que recaigan en solicitudes de acceso a la información son reclamables ante un órgano externo.


j) Principio de la responsabilidad, conforme al cual el incumplimiento de las obligaciones que esta ley impone a los órganos de la Administración del Estado, origina responsabilidades y da lugar a las sanciones que establece esta ley.


k) Principio de gratuidad, de acuerdo al cual el acceso a la información de los órganos de la Administración es gratuito, sin perjuicio de lo establecido en esta ley.


Artículo 12.- La solicitud de acceso a la información será formulada por escrito o por sitios electrónicos y deberá contener:


a) Nombre, apellidos y dirección del solicitante y de su apoderado, en su caso.


b) Identificación clara de la información que se requiere.


c) Firma del solicitante estampada por cualquier medio habilitado.


d) Órgano administrativo al que se dirige.


Si la solicitud no reúne los requisitos señalados en el inciso anterior, se requerirá al solicitante para que, en un plazo de cinco días contado desde la respectiva notificación, subsane la falta, con indicación de que, si así no lo hiciere, se le tendrá por desistido de su petición.


El peticionario podrá expresar en la solicitud, su voluntad de ser notificado mediante comunicación electrónica para todas las actuaciones y resoluciones del procedimiento administrativo de acceso a la información, indicando para ello, bajo su responsabilidad, una dirección de correo electrónico habilitada. En los demás casos, las notificaciones a que haya lugar en el procedimiento se efectuarán conforme a las reglas de los artículos 46 y 47 de la ley N° 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos.


Artículo 13.- En caso que el órgano de la Administración requerido no sea competente para ocuparse de la solicitud de información o no posea los documentos solicitados, enviará de inmediato la solicitud a la autoridad que deba conocerla según el ordenamiento jurídico, en la medida que ésta sea posible de individualizar, informando de ello al peticionario. Cuando no sea posible individualizar al órgano competente o si la información solicitada pertenece a múltiples organismos, el órgano requerido comunicará dichas circunstancias al solicitante.


Artículo 14.- La autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado, requerido, deberá pronunciarse sobre la solicitud, sea entregando la información solicitada o negándose a ello, en un plazo máximo de veinte días hábiles, contado desde la recepción de la solicitud que cumpla con los requisitos del artículo 12.


Este plazo podrá ser prorrogado excepcionalmente por otros diez días hábiles, cuando existan circunstancias que hagan difícil reunir la información solicitada, caso en que el órgano requerido deberá comunicar al solicitante, antes del vencimiento del plazo, la prórroga y sus fundamentos.


Artículo 15.- Cuando la información solicitada esté permanentemente a disposición del público, o lo esté en medios impresos tales como libros, compendios, folletos, archivos públicos de la Administración, así como también en formatos electrónicos disponibles en internet o en cualquier otro medio, se comunicará al solicitante la fuente, el lugar y la forma en que puede tener acceso a dicha información, con lo cual se entenderá que la Administración ha cumplido con su obligación de informar.


Artículo 16.- La autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado, requerido, estará obligado a proporcionar la información que se le solicite, salvo que concurra la oposición regulada en el artículo 20 o alguna de las causales de secreto o reserva que establece la ley.


En estos casos, su negativa a entregar la información deberá formularse por escrito, por cualquier medio, incluyendo los electrónicos.


Además, deberá ser fundada, especificando la causal legal invocada y las razones que en cada caso motiven su decisión. Todo abuso o exceso en el ejercicio de sus potestades, dará lugar a las acciones y recursos correspondientes. 


La resolución denegatoria se notificará al requirente en la forma dispuesta en el inciso final del artículo 12 y la reclamación recaída en ella se deducirá con arreglo a lo previsto en los artículos 24 y siguientes.


Artículo 17.- La información solicitada se entregará en la forma y por el medio que el requirente haya señalado, siempre que ello no importe un costo excesivo o un gasto no previsto en el presupuesto institucional, casos en que la entrega se hará en la forma y a través de los medios disponibles.


Se deberá contar con un sistema que certifique la entrega efectiva de la información al solicitante, que contemple las previsiones técnicas correspondientes.


Artículo 18.- Sólo se podrá exigir el pago de los costos directos de reproducción y de los demás valores que una ley expresamente autorice cobrar por la entrega de la información solicitada.


La obligación del órgano requerido de entregar la información solicitada se suspende en tanto el interesado no cancele los costos y valores a que se refiere el inciso precedente.


Artículo 19.- La entrega de copia de los actos y documentos se hará por parte del órgano requerido sin imponer condiciones de uso o restricciones a su empleo, salvo las expresamente estipuladas por la ley.


Artículo 20.- Cuando la solicitud de acceso se refiera a documentos o antecedentes que contengan información que pueda afectar los derechos de terceros, la autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado, requerido, dentro del plazo de dos días hábiles, contado desde la recepción de la solicitud que cumpla con los requisitos, deberá comunicar mediante carta certificada, a la o las personas a que se refiere o afecta la información correspondiente, la facultad que les asiste para oponerse a la entrega de los documentos solicitados, adjuntando copia del requerimiento respectivo.


Los terceros afectados podrán ejercer su derecho de oposición dentro del plazo de tres días hábiles contado desde la fecha de notificación. La oposición deberá presentarse por escrito y requerirá expresión de causa.


Deducida la oposición en tiempo y forma, el órgano requerido quedará impedido de proporcionar la documentación o antecedentes solicitados, salvo resolución en contrario del Consejo, dictada conforme al procedimiento que establece esta ley.


En caso de no deducirse la oposición, se entenderá que el tercero afectado accede a la publicidad de dicha información.


Artículo 21.- Las únicas causales de secreto o reserva en cuya virtud se podrá denegar total o parcialmente el acceso a la información, son las siguientes:


1. Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte el debido cumplimiento de las funciones del órgano requerido, particularmente:


a) Si es en desmedro de la prevención, investigación y persecución de un crimen o simple delito o se trate de antecedentes necesarios a defensas jurídicas y judiciales.


b) Tratándose de antecedentes o deliberaciones previas a la adopción de una resolución, medida o política, sin perjuicio que los fundamentos de aquéllas sean públicos una vez que sean adoptadas.


c) Tratándose de requerimientos de carácter genérico, referidos a un elevado número de actos administrativos o sus antecedentes o cuya atención requiera distraer indebidamente a los funcionarios del cumplimiento regular de sus labores habituales.


2. Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte los derechos de las personas, particularmente tratándose de su seguridad, su salud, la esfera de su vida privada o derechos de carácter comercial o económico.


3. Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte la seguridad de la Nación, particularmente si se refiere a la defensa nacional o la mantención del orden público o la seguridad pública.


4. Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte el interés nacional, en especial si se refieren a la salud pública o las relaciones internacionales y los intereses económicos o comerciales del país.


5. Cuando se trate de documentos, datos o informaciones que una ley de quórum calificado haya declarado reservados o secretos, de acuerdo a las causales señaladas en el artículo 8º de la Constitución Política de la República.

Artículo 22.- Los actos que una ley de quórum calificado declare secretos o reservados mantendrán ese carácter hasta que otra ley de la misma jerarquía deje sin efecto dicha calificación.


Transcurridos cinco años contados desde la notificación del acto que declara la calificación, el servicio u órgano que la formuló, de oficio o a petición de cualquier persona y por una sola vez, podrá prorrogarla por otros cinco años, total o parcialmente, evaluando el peligro de daño que pueda irrogar su terminación.


Sin embargo, el carácter de secreto o reservado será indefinido tratándose de los actos y documentos que, en el ámbito de la defensa nacional, establezcan la planificación militar o estratégica, y de aquellos cuyo conocimiento o difusión puedan afectar:


a) La integridad territorial de Chile;


b) La interpretación o el cumplimiento de un tratado internacional suscrito por Chile en materia de límites;


c) La defensa internacional de los derechos de Chile, y


d) La política exterior del país de manera grave.


Los documentos en que consten los actos cuya reserva o secreto fue declarada por una ley de quórum calificado, deberán guardarse en condiciones que garanticen su preservación y seguridad por el respectivo órgano o servicio.


Los documentos en que consten los actos declarados secretos o reservados por un órgano o servicio, deberán guardarse en condiciones que garanticen su preservación y seguridad por el respectivo órgano o servicio, durante el plazo de diez años, sin perjuicio de las normas que regulen su entrega al Archivo Nacional.


Los resultados de las encuestas o de sondeos de opinión encargados por los órganos de la Administración del Estado facultados para ello serán reservados hasta que finalice el período presidencial durante el cual fueron efectuados, en resguardo del debido cumplimiento de las funciones de aquéllas.


Artículo 23.- Los órganos de la Administración del Estado deberán mantener un índice actualizado de los actos y documentos calificados como secretos o reservados de conformidad a esta ley, en las oficinas de información o atención del público usuario de la Administración del Estado, establecidas en el decreto supremo N° 680, de 1990, del Ministerio del Interior.


El índice incluirá la denominación de los actos, documentos e informaciones que sean calificados como secretos o reservados de conformidad a esta ley, y la individualización del acto o resolución en que conste tal calificación.


Artículo 24.- Vencido el plazo previsto en el artículo 14 para la entrega de la documentación requerida, o denegada la petición, el requirente tendrá derecho a recurrir ante el Consejo establecido en el Título V de esta ley, solicitando amparo a su derecho de acceso a la información.


La reclamación deberá señalar claramente la infracción cometida y los hechos que la configuran, y deberá acompañarse de los medios de prueba que los acrediten, en su caso.


La reclamación deberá presentarse dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de la denegación de acceso a la información o desde que haya expirado el plazo previsto en el artículo 14 para la entrega de información.


Cuando el requirente tenga su domicilio fuera de la ciudad asiento del Consejo, podrá presentar su reclamo en la respectiva gobernación, la que deberá transmitirla al Consejo de inmediato y por el medio más expedito de que disponga. En estos casos, el reclamo se entenderá presentado en la fecha de su recepción por la gobernación.


El Consejo pondrá formularios de reclamos a disposición de los interesados, los que también proporcionará a las gobernaciones.


Artículo 25.- El Consejo notificará la reclamación al órgano de la Administración del Estado correspondiente y al tercero involucrado, si lo hubiere, mediante carta certificada.


La autoridad reclamada y el tercero, en su caso, podrán presentar descargos u observaciones al reclamo dentro del plazo de diez días hábiles, adjuntando los antecedentes y los medios de prueba de que dispusieren.


El Consejo, de oficio o a petición de las partes interesadas, podrá, si lo estima necesario, fijar audiencias para recibir antecedentes o medios de prueba.


Artículo 26.- Cuando la resolución del Consejo que falle el reclamo declare que la información que lo motivó es secreta o reservada, también tendrán dicho carácter los escritos, documentos y actuaciones que hayan servido de base para su pronunciamiento.


En caso contrario, la información y dichos antecedentes y actuaciones serán públicos.


En la situación prevista en el inciso precedente, el reclamante podrá acceder a la información una vez que quede ejecutoriada la resolución que así lo declare.


Artículo 27.- La resolución del reclamo se dictará dentro de quinto día hábil de vencido el plazo a que se refiere el artículo 25, sea que se hayan o no presentado descargos. En caso de haberse decretado la audiencia a que se refiere el mismo artículo, este plazo correrá una vez vencido el término fijado para ésta.


La resolución del Consejo que otorgue el acceso a la información, fijará un plazo prudencial para su entrega por parte del órgano requerido.


La resolución será notificada mediante carta certificada al reclamante, al órgano reclamado y al tercero, si lo hubiere.


En la misma resolución, el Consejo podrá señalar la necesidad de iniciar un procedimiento disciplinario para establecer si algún funcionario o autoridad ha incurrido en alguna de las infracciones al Título VI de esta ley, el que se instruirá conforme a lo señalado en esta ley.


Artículo 28.- En contra de la resolución del Consejo que deniegue el acceso a la información, procederá el reclamo de ilegalidad ante la Corte de Apelaciones del domicilio del reclamante.


Los órganos de la Administración del Estado no tendrán derecho a reclamar ante la Corte de Apelaciones de la resolución del Consejo que otorgue el acceso a la información que hubieren denegado, cuando la denegación se hubiere fundado en la causal del número 1 del artículo 21.


El afectado también podrá reclamar de la resolución del Consejo ante la Corte de Apelaciones respectiva, cuando la causal invocada hubiere sido la oposición oportunamente deducida por el titular de la información, de conformidad con el artículo 20.


El reclamo deberá interponerse en el plazo de quince días corridos, contado desde la notificación de la resolución reclamada, deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulan.


Artículo 29.- En caso que la resolución reclamada hubiere otorgado el acceso a la información denegada por un órgano de la Administración del Estado, la interposición del reclamo, cuando fuere procedente, suspenderá la entrega de la información solicitada y la Corte no podrá decretar medida alguna que permita el conocimiento o acceso a ella.


Artículo 30.- La Corte de Apelaciones dispondrá que el reclamo de ilegalidad sea notificado por cédula al Consejo y al tercero interesado, en su caso, quienes dispondrán del plazo de diez días para presentar sus descargos u observaciones.


Evacuado el traslado por el Consejo, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la sala.


La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.


La Corte dictará sentencia dentro del término de diez días, contados desde la fecha en que se celebre la audiencia a que se refiere el inciso tercero de este artículo o, en su caso, desde que quede ejecutoriada la resolución que declare vencido el término probatorio. Contra la resolución de la Corte de Apelaciones no procederá recurso alguno.


En caso de acogerse el reclamo de ilegalidad interpuesto contra la denegación del acceso a la información, la sentencia señalará un plazo para la entrega de dicha información. 


En la misma resolución, el Tribunal podrá señalar la necesidad de iniciar un procedimiento disciplinario para establecer si algún funcionario o autoridad ha incurrido en alguna de las infracciones al Título VI de esta ley, el que se instruirá conforme a lo señalado en esta ley.

TÍTULO V

DEL CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA


Artículo 31.- Créase el Consejo para la Transparencia, como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio. 


El domicilio del Consejo será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los domicilios que pueda establecer en otros puntos del país.


Los decretos supremos que se refieran al Consejo, en que no aparezca una vinculación con un Ministerio determinado, serán expedidos a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Artículo 32.- El Consejo tiene por objeto promover la transparencia de la función pública, fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre transparencia y publicidad de la información de los órganos de la Administración del Estado, y garantizar el derecho de acceso a la información.


Artículo 33.- El Consejo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


a) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley y aplicar las sanciones en caso de infracción a ellas.


b) Resolver, fundadamente, los reclamos por denegación de acceso a la información que le sean formulados de conformidad a esta ley.


c) Promover la transparencia de la función pública, la publicidad de la información de los órganos de la Administración del Estado, y el derecho de acceso a la información, por cualquier medio de publicación.


d) Dictar instrucciones generales para el cumplimiento de la legislación sobre transparencia y acceso a la información por parte de los órganos de la Administración del Estado, y requerir a éstos para que ajusten sus procedimientos y sistemas de atención de público a dicha legislación.


e) Formular recomendaciones a los órganos de la Administración del Estado tendientes a perfeccionar la transparencia de su gestión y a facilitar el acceso a la información que posean.


f) Proponer al Presidente de la República y al Congreso Nacional, en su caso, las normas, instructivos y demás perfeccionamientos normativos para asegurar la transparencia y el acceso a la información.


g) Realizar, directamente o a través de terceros, actividades de capacitación de funcionarios públicos en materias de transparencia y acceso a la información.


h) Realizar actividades de difusión e información al público, sobre las materias de su competencia.


i) Efectuar estadísticas y reportes sobre transparencia y acceso a la información de los órganos de la Administración del Estado y sobre el cumplimiento de esta ley.


j) Velar por la debida reserva de los datos e informaciones que conforme a la Constitución y a la ley tengan carácter secreto o reservado.


k) Colaborar con y recibir cooperación de órganos públicos y personas jurídicas o naturales, nacionales o extranjeras, en el ámbito de su competencia.


l) Celebrar los demás actos y contratos necesarios para el cumplimiento de sus funciones.


m) Velar por el adecuado cumplimiento de la ley Nº 19.628, de protección de datos de carácter personal, por parte de los órganos de la Administración del Estado.


Artículo 34.- Para el ejercicio de sus atribuciones, el Consejo podrá solicitar la colaboración de los distintos órganos del Estado. Podrá, asimismo, recibir todos los testimonios y obtener todas las informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.


Igualmente, para el cumplimiento de sus fines, el Consejo podrá celebrar convenios con instituciones o corporaciones sin fines de lucro, para que éstas presten la asistencia profesional necesaria para ello.


Artículo 35.- Todos los actos y resoluciones del Consejo, así como sus fundamentos y los procedimientos que se utilicen, serán públicos, exceptuando aquella información que en virtud del artículo 8º de la Constitución Política de la República y de las disposiciones contenidas en la presente ley, tenga el carácter de reservado o secreto.


Artículo 36.- La dirección y administración superiores del Consejo corresponderán a un Consejo Directivo integrado por cuatro consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. El Presidente hará la proposición en un solo acto y el Senado deberá pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad.


Los consejeros durarán seis años en sus cargos pudiendo ser designados sólo para un nuevo período. Se renovarán por parcialidades de tres años.


El Consejo Directivo elegirá de entre sus miembros a su Presidente. Para el caso de que no haya acuerdo, la designación del Presidente se hará por sorteo.


La presidencia del Consejo será rotativa. El Presidente durará dieciocho meses en el ejercicio de sus funciones, y no podrá ser reelegido por el resto de su actual período como consejero.


Artículo 37.- No podrán ser designados consejeros los diputados y los senadores, los miembros del Tribunal Constitucional, los Ministros de la Corte Suprema, consejeros del Banco Central, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, ni las personas que conforman el alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


Los cargos de consejeros son incompatibles con los de ministros de Estado, subsecretarios, intendentes y gobernadores; alcaldes y concejales; consejeros regionales; miembros del Escalafón Primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscales del Ministerio Público; miembros del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembros de los tribunales electorales regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros de los demás tribunales creados por ley; funcionarios de la Administración del Estado, y miembros de los órganos de dirección de los Partidos Políticos.


Artículo 38.- Los consejeros serán removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados mediante acuerdo adoptado por simple mayoría, o a petición de diez diputados, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte Suprema conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.


Además de la remoción, serán causales de cesación en el cargo de consejero, las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fue designado.


b) Renuncia ante el Presidente de la República.


c) Postulación a un cargo de elección popular.


d) Incompatibilidad sobreviniente, circunstancia que será calificada por la mayoría de los consejeros con exclusión del afectado.


En caso que uno o más consejeros cesare por cualquier causa, procederá la designación de un nuevo consejero, mediante una proposición unipersonal del Presidente de la República, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 36, por el período que restare.


Si el consejero que cesare en el cargo en virtud del inciso precedente invistiere la condición de Presidente del Consejo, su reemplazante será designado en la forma prevista en el artículo 36, por el tiempo que faltare al que produjo la vacante.


Artículo 39.- Los consejeros, a excepción de aquél que desempeñe el cargo de Presidente del Consejo, percibirán una dieta equivalente a 15 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 100 unidades de fomento por mes calendario.


El Presidente del Consejo percibirá una remuneración bruta mensualizada equivalente a la de un Subsecretario de Estado.


Artículo 40.- El Consejo Directivo adoptará sus decisiones por la mayoría de sus miembros y, en caso de empate, resolverá su Presidente. El quórum mínimo para sesionar será de tres consejeros. El reglamento establecerá las demás normas necesarias para su funcionamiento.


Artículo 41.- Los estatutos del Consejo establecerán sus normas de funcionamiento. Los estatutos y sus modificaciones serán propuestos al Presidente de la República por, a lo menos, una mayoría de tres cuartos de sus miembros, y su aprobación se dispondrá mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Artículo 42.- El Director del Consejo será su representante legal, y le corresponderán especialmente las siguientes funciones:


a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Directivo.


b) Planificar, organizar, dirigir y coordinar el funcionamiento del Consejo, de conformidad con las directrices que defina el Consejo Directivo.


c) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento del Consejo, previo acuerdo del Consejo Directivo.


d) Contratar al personal del Consejo y poner término a sus servicios, de conformidad a la ley.


e) Ejecutar los demás actos y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Consejo.


f) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios del Consejo.


g) Ejercer las demás funciones que le sean delegadas por el Consejo Directivo.


Artículo 43.- Las personas que presten servicios en el Consejo se regirán por el Código del Trabajo.


Sin perjuicio de lo anterior, serán aplicables a este personal las normas de probidad y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.


Las personas que desempeñen funciones directivas en el Consejo serán seleccionadas mediante concurso público efectuado por el Servicio Civil, de conformidad con las normas que regulan los procesos de selección de la Alta Dirección Pública sobre la base de una terna conformada por el Consejo de esa Alta Dirección.


El Consejo deberá cumplir con las normas establecidas en el decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado.


Asimismo, el Consejo estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne a su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas.


Las resoluciones del Consejo estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.


Artículo 44.- El patrimonio del Consejo estará formado por:


a) Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos de la Nación.


b) Los bienes muebles e inmuebles que se le transfieran o que adquiera a cualquier título y por los frutos de esos mismos bienes.


c) Las donaciones, herencias y legados que el Consejo acepte.


Las donaciones en favor del Consejo no requerirán del trámite de insinuación judicial a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y estarán exentas del impuesto a las donaciones establecidas en la ley N° 16.271.

TÍTULO VI

INFRACCIONES Y SANCIONES


Artículo 45.- La autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado, requerido, que hubiere denegado infundadamente el acceso a la información contraviniendo así lo dispuesto en el artículo 16, será sancionado con multa de 20% a 50% de su remuneración.


Artículo 46.- La no entrega oportuna de la información en la forma decretada, una vez que ha sido ordenada por resolución a firme, será sancionada con multa de 20% a 50% de la remuneración correspondiente.


Si la autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado, requerido, persistiere en su actitud, se le aplicará el duplo de la sanción indicada y la suspensión en el cargo por un lapso de cinco días.


Artículo 47.- El incumplimiento injustificado de las normas sobre transparencia activa se sancionará con multa de 20% a 50% de las remuneraciones del infractor.


Artículo 48.- Las sanciones previstas en este título, deberán ser publicadas en los sitios electrónicos del Consejo y del respectivo órgano o servicio, dentro del plazo de cinco días hábiles, contados desde que la respectiva resolución quede a firme.


Artículo 49.- Las sanciones previstas en este título serán aplicadas por el Consejo, previa instrucción de una investigación sumaria o sumario administrativo, ajustándose a las normas del Estatuto Administrativo. Con todo, cuando así lo solicite el Consejo, la Contraloría General de la República, de acuerdo a las normas de su ley orgánica, podrá incoar el sumario y establecer las sanciones que corresponda.

TÍTULO VII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- De conformidad a la disposición cuarta transitoria de la Constitución Política de la República, se entenderá que cumplen con la exigencia de quórum calificado, los preceptos legales actualmente vigentes y dictados con anterioridad a la promulgación de la ley Nº 20.050, que establecen secreto o reserva respecto de determinados actos o documentos, por las causales que señala el artículo 8º de la Constitución Política República.


Artículo 2º.- La primera designación de consejeros del Consejo para la Transparencia, se hará a los sesenta días de la entrada en vigencia de la presente ley.


En la propuesta que se haga al Senado se identificará a los dos consejeros que durarán seis años en sus cargos, y los dos que durarán tres años.

El Consejo para la Transparencia se entenderá legalmente constituido una vez que el Consejo Directivo tenga su primera sesión válida.


Artículo 3º.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año de su vigencia, se financiará mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03-104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la ley de presupuestos del año respectivo.


ARTICULO SEGUNDO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia:


1. Deróganse los incisos tercero y siguientes del artículo 13 y el artículo 14.


2. Intercálase en el inciso segundo del artículo 21, a continuación de la denominación “Consejo Nacional de Televisión” las expresiones “al Consejo para la Transparencia”, precedidas de una coma (,).


ARTÍCULO TERCERO.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 16 de la ley N° 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos, por el siguiente:


“En consecuencia, salvo las excepciones establecidas en la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado y en otras disposiciones legales aprobadas con quórum calificado, son públicos los actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado, así como sus fundamentos y documentos en que éstos se contengan, y los procedimientos que utilicen en su elaboración o dictación.”.


ARTÍCULO CUARTO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2002, del Ministerio del Interior:


1. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 12:


“Todas estas resoluciones estarán a disposición del público y deberán ser publicadas en los sistemas electrónicos o digitales de que disponga la municipalidad.”.


2. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 84:


“Las actas del concejo se harán públicas una vez aprobadas, y contendrán, a lo menos, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados en ella y la forma como fueron votadas. La publicación se hará mediante los sistemas electrónicos o digitales que disponga la municipalidad.”.


ARTÍCULO QUINTO.- Modifícase la Ley de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República; Nº 10.336, incorporándose en el Título X, el siguiente artículo 155, nuevo:


“Artículo 155.- La Contraloría General de la República se rige por el principio de transparencia en el ejercicio de la función pública consagrado en el artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución Política de la República y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.


La publicidad y el acceso a la información de la Contraloría General se regirán, en lo que fuere pertinente, por las siguientes normas de la ley citada en el inciso anterior: Título II, Título III y artículos 10 al 22 del Título IV.


Vencido el plazo legal para la entrega de la información requerida o denegada la petición por alguna de las causales autorizadas por la ley, el requirente podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones respectiva, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 28, 29 y 30 de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado. En la misma resolución, la Corte podrá señalar la necesidad de iniciar un procedimiento disciplinario para establecer si algún funcionario o autoridad ha incurrido en alguna de las infracciones al Título VI de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, el que se instruirá conforme a su respectiva ley orgánica. Las sanciones por infracción a las normas de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, serán las consignadas en dicha ley.


El Contralor, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, establecerá las demás normas e instrucciones necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones legales citadas, considerando para tal efecto las normas generales que dicte el Consejo para la Transparencia en conformidad con el artículo 32 de la referida ley.


ARTÍCULO SEXTO.- El Congreso Nacional se rige por el principio de la transparencia en el ejercicio de la función pública consagrado en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política de la República y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.


Las Cámaras deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, en lo pertinente.


Deberán especialmente publicar, además, la asistencia de los parlamentarios a las sesiones de Sala y de comisiones, las votaciones y elecciones a las que concurran y las dietas y demás asignaciones que perciban.


Los reglamentos de ambas Cámaras consignarán las normas que cautelen el acceso del público a la información de que trata este artículo.


ARTÍCULO SÉPTIMO.- Modifícase la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, contenida en el ARTÍCULO PRIMERO de la ley N° 18.840, en lo siguiente:


a) Incorpórase en el Título V, el siguiente artículo 65 bis, nuevo:


“Artículo 65 bis.- El Banco Central se rige por el principio de transparencia en el ejercicio de la función pública, consagrado en el artículo 8° inciso segundo de la Constitución Política de la República y en los artículos 3° y 4° de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.


La publicidad y el acceso a la información del Banco se regirán, en lo que fuere pertinente, por las siguientes normas de la ley citada en el inciso anterior: Título II; Título III, a excepción del artículo 9°; y los artículos 10 al 22 del Título IV. En todo caso, la prórroga de que trata el inciso segundo del referido artículo 22, se adoptará mediante acuerdo del Consejo que requerirá del voto favorable de, a lo menos, cuatro consejeros y en cuanto a la preservación de documentos de que trata esa misma disposición, se aplicará lo dispuesto en el artículo 86. Las referencias que dichas normas hacen a la autoridad, jefatura o jefe superior, se entenderán hechas al Presidente del Banco.


Vencido el plazo legal para la entrega de la información requerida, o denegada la petición por alguna de las causales autorizadas por la ley, el requirente podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones de Santiago, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69. La Corte, en la misma sentencia que acoja el reclamo, sancionará con multa de 20% a 50% de las remuneraciones al infractor.


El Banco, mediante acuerdo del Consejo publicado en el Diario Oficial, establecerá las demás normas e instrucciones necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones legales citadas, adoptando para tal efecto las normas generales que dicte el Consejo para la Transparencia en conformidad con el artículo 32 de la referida ley.”.


b) Sustitúyese el inciso primero del artículo 66, por el siguiente:


“Artículo 66.- Además, el Banco deberá guardar reserva respecto de los antecedentes relativos a las operaciones de crédito de dinero que celebre o las inversiones que efectúe en conformidad a los artículos 34, 36, 37, 38, 54, 55 y 56; de los que provengan de la información que requiera en conformidad a los artículos 40, 42 y 49 en materia de operaciones de cambios internacionales o de atribuciones que le otorgan en esa misma materia otras leyes; y de la información que recabe para el cumplimiento de la función contemplada en el artículo 53; y, no podrá proporcionar información sobre ellos sino a la persona que haya sido parte de las mismas, o a su mandatario o representante legal.”.


ARTÍCULO OCTAVO.- Los Tribunales que forman parte del Poder Judicial, de acuerdo a lo establecido en el artículo 5º del Código Orgánico de Tribunales, a través de su Corporación Administrativa, deberán mantener a disposición permanente del público, en sus sitios electrónicos, y debidamente actualizados, los antecedentes indicados en el articulo 7° de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.


Los demás tribunales especiales de la República, tales como el Tribunal de Contratación Pública o el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, y los órganos que ejercen jurisdicción, como la Dirección General de Aeronáutica Civil o el Panel de Expertos a que se refiere la ley Nº 19.940, cumplirán la obligación dispuesta en el inciso precedente mediante sus propios sitios electrónicos o en los de el o de los servicios u organismos de que dependan o formen parte o tengan más próxima vinculación, en caso de que no dispongan de un sistema propio.


En los asuntos cuya cuantía exceda de 500 unidades tributarias mensuales o respecto de los cuales se impongan multas superiores a dicho monto, o penas de presidio o reclusión superiores a tres años y un día, las sentencias de término de los tribunales ordinarios o especiales, y las definitivas en caso de que las primeras sólo modifiquen o reemplacen parte de éstas, deberán publicarse en la forma dispuesta en este artículo. Lo mismo se aplicará a los demás órganos jurisdiccionales a que se refiere el inciso anterior respecto de sus resoluciones de igual naturaleza, cualquiera sea su denominación.


Las sentencias o resoluciones mencionadas en el inciso precedente se publicarán dentro de cinco días de que éstas queden ejecutoriadas.


ARTÍCULO NOVENO.- El Ministerio Público, el Tribunal Constitucional y la Justicia Electoral se rigen por el principio de transparencia en el ejercicio de la función pública consagrado en el artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución Política de la República y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.


La publicidad y el acceso a la información de las instituciones mencionadas en el inciso precedente se regirán, en lo que fuere pertinente, por las siguientes normas de la ley citada en el inciso anterior: Título II, Título III y los artículos 10 al 22 del Título IV.


Vencido el plazo legal para la entrega de la información requerida o denegada la petición por algunas de las causales autorizadas por la ley, el requirente podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones respectiva, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 28, 29 y 30 de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado. En la misma resolución, la Corte podrá señalar la necesidad de iniciar un procedimiento disciplinario para establecer si algún funcionario o autoridad ha incurrido en alguna de las infracciones al Título VI de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, el que se instruirá conforme a sus respectivas leyes orgánicas. Con todo, las sanciones que se impongan por infracción a las normas de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, serán las contenidas en dicha ley.


El Fiscal Nacional o el Presidente del Tribunal Constitucional, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, establecerá las demás normas e instrucciones necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones legales citadas, considerando para tal efecto las normas generales que dicte el Consejo para la Transparencia en conformidad con el artículo 32 de la referida ley.


En el caso de la Justicia Electoral, las disposiciones consignadas en el inciso anterior se establecerán mediante auto acordado del Tribunal Calificador de Elecciones o auto acordado de cada Tribunal Electoral Regional, que se publicará, respectivamente, en el Diario Oficial y en el diario regional que corresponda.


ARTÍCULO DÉCIMO.- El principio de la transparencia de la función pública consagrado en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política de la República y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado es aplicable a las empresas públicas creadas por ley y a las empresas del Estado y a las sociedades en que éste tenga participación accionaria superior al 50% o mayoría en el directorio, tales como Televisión Nacional de Chile, la Empresa Nacional de Minería, la Empresa de Ferrocarriles del Estado, la Corporación Nacional del Cobre de Chile o Banco Estado, aun cuando la ley respectiva disponga que es necesario mencionarlas expresamente para quedar sujetas a las regulaciones de otras leyes.


En virtud de dicho principio, las empresas mencionadas en el inciso anterior deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, los siguientes antecedentes debidamente actualizados:


a) El marco normativo que les sea aplicable.


b) Su estructura orgánica u organización interna.


c) Las funciones y competencias de cada una de sus unidades u órganos internos.


d) Sus estados financieros y memorias anuales.


e) Sus filiales o coligadas y todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.


f) La composición de sus directorios y la individualización de los responsables de la gestión y administración de la empresa.


g) Información consolidada del personal.


h) Toda remuneración percibida en el año por cada Director, Presidente Ejecutivo o Vicepresidente Ejecutivo y Gerentes responsables de la dirección y administración superior de la empresa, incluso aquellas que provengan de funciones o empleos distintos del ejercicio de su cargo que le hayan sido conferidos por la empresa, o por concepto de gastos de representación, viáticos, regalías y, en general, todo otro estipendio. Asimismo, deberá incluirse, de forma global y consolidada, la remuneración total percibida por el personal de la empresa.


La información anterior deberá incorporarse a sus sitios electrónicos en forma completa, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.


Las empresas a que se refiere este artículo, cualquiera sea el estatuto por el que se rijan, estarán obligadas a entregar a la Superintendencia de Valores y Seguros o, en su caso, a la Superintendencia a cuya fiscalización se encuentren sometidas, la misma información a que están obligadas las sociedades anónimas abiertas de conformidad con la ley N° 18.046. En caso de incumplimiento, los directores responsables de la empresa infractora serán sancionados con multa a beneficio fiscal hasta por un monto de quinientas unidades de fomento, aplicada por la respectiva Superintendencia de conformidad con las atribuciones y el procedimiento que establecen sus respectivas leyes orgánicas.


ARTÍCULO UNDÉCIMO.- Derógase el artículo 8º del Decreto Ley Nº 488, de 1925.


ARTÍCULO TRANSITORIO.- La presente ley entrará en vigencia ocho meses después de publicada en el Diario Oficial, salvo el artículo 2º transitorio de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, que regirá desde su publicación en el Diario Oficial.”.

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que adiciona recursos al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles derivados del petróleo, establecido en la ley Nº 

20.063, con informe de la Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adiciona recursos al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles derivados del petróleo, establecido en la ley Nº 20.063, correspondiente al Boletín Nº 5.721-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”.



Agrega que la Comisión de Hacienda discutió esta iniciativa en general y en particular a la vez, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado y le dio su aprobación por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami y Sabag y la abstención del Honorable Senador señor Novoa.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Escalona, García y Pizarro, al señor Ministro de Hacienda y al Honorable Senador señor Sabag, quien sugiere al señor Presidente abrir la votación.



Luego, el señor Presidente, recaba el acuerdo de la Sala para abrir la votación, lo que así se acuerda.



Cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular a la vez el proyecto, es aprobado por 31 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Coloma, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Núñez, Orpis, Prokurica, Sabag y Vásquez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



"Artículo único.- Agrégase en el artículo 5° de la ley N° 20.063, el siguiente inciso final, nuevo:


“Facúltase al Ministro de Hacienda para incrementar el Fondo en US$ 200 millones, mediante una o más transferencias de recursos existentes en el Fondo de Estabilización Económica y Social, creado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2007, del Ministerio de Hacienda.”.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para discutir el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y al señor Hugo Antonio Pirovich Battiza, correspondiente al Boletín Nº S 1.037-05 y para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental, toda vez que ya se sobrepasó la hora de término del Orden del Día de esta sesión.



Así se acuerda.

_____________

Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y al señor Hugo Antonio Pirovich Battiza, con informe de la Comisión de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata de del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y al señor Hugo Antonio Pirovich Battiza, correspondiente al Boletín Nº S 1.037-05 y para cuyo despacho ha hecho presente la urgencia del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


Añade que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología recibió en audiencia a las personas que propuso Su Excelencia la Presidenta de la República y luego de examinar todos los antecedentes referentes a esta materia, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores  Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide, estimó que se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades que prevé nuestro ordenamiento jurídico para su nombramiento.
- - -



En discusión la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República, es aprobada por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



En consecuencia, quedan designados como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la señora Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y el señor Hugo Antonio Pirovich Battiza.


Queda terminada la discusión de este asunto.

_____________

INCIDENTES 



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



-Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los señores Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, solicitando información acerca de los costos por consumo de energía en las distintas comunas y localidades de la XI Región y para que señalen las medidas que se piensa adoptar para disminuirlos.



2) A las señoras Ministras de Salud y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y al señor Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, requiriendo información acerca de los sistemas y contratos que tiene cada municipalidad del país en materia de rellenos sanitarios y la forma en que se da cumplimiento a las normas sanitarias y medioambientales.



- De la Honorable Senadora señora Matthei al señor Intendente de la IV Región, solicitando adoptar las medidas necesarias para dar una solución definitiva a los problemas de contaminación acústica que provoca la empresa Electra 6 S.A., en la comuna de Monte Patria.



- Del Honorable Senador señor Novoa al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, requiriendo información acerca de las solicitudes de modificación de recorrido del Transantiago solicitadas por los señores Alcaldes de las municipalidades correspondientes de la Región Metropolitana y el número de ellas que han sido aceptadas.



- Del Honorable Senador señor Ominami, a la señora Superintendenta de Administradora de Fondos de Pensiones, solicitando que estudie la posibilidad de suspender la aplicación de la nueva Tabla de Expectativa de Vida que entrará en vigencia a contar del 1 de Febrero del año en curso.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Núñez, quien se refiere al agotamiento del acuífero de la ciudad de Copiapó y de los problemas que podría presentar el acuífero del Huasco y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Director Nacional de Aguas, requiriendo la adopción de diversas medidas con el objeto de enfrentar esta situación.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Núñez, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Luego, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Naranjo, quien expresa su preocupación por el juicio que se está desarrollando en la ciudad de Barcelona, España, en contra de los ciudadanos chilenos Alex Cisternas Améstica y Rodrigo Lanza Huidobro y el cumplimiento de las garantías del debido proceso a su respecto.

- - -



A continuación, interviene el Honorable Senador señor Navarro, quien solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Justicia y a la señora Ministra de Salud, requiriendo información acerca del traslado al hospital de la ciudad de Chillán de la huelguista de hambre que indica.



En seguida, el señor Senador solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Justicia, con el objeto de que informe si ha tomado conocimiento de las solicitudes presentadas por diversos comuneros mapuches respecto de las condiciones carcelarias de los recintos existentes en la IX Región y sobre el acceso a beneficios penitenciarios.



Luego, el Honorable señor Senador solicita dirigir oficio, en su nombre, a Su Excelencia la Presidenta de la República, requiriendo que informe la decisión que se adoptará respecto de la petición formulada por el relator especial de la Naciones Unidas en relación con la situación de los comuneros mapuches que se encuentran en huelga de hambre.



Finalmente, el Honorable Senador señor Navarro se refiere al Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el objeto de que recabe la opinión del Departamento de Normas Internacionales de esa Organización acerca de la procedencia de incorporar una declaración interpretativa a dicho instrumento internacional.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.
Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

>
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA LA PROVINCIA DE MARGA MARGA Y MODIFICA TERRITORIO DE PROVINCIAS DE VALPARAÍSO Y QUILLOTA, EN LA QUINTA REGIÓN DE VALPARAÍSO

(5005-06)>
<
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional e iniciado en mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.

A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Avila, Ominami y Romero; de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: la Subsecretaria, señora Claudia Serrano, el Jefe de la División Jurídico Legislativa, señor Rodrigo Cabello, el Jefe del Departamento de Estudios, señor Patricio Escobar, el Jefe de Gabinete, señor Axel Callis, y el Asesor Legislativo, señor Alvaro Villanueva; el Intendente de la V Región de Valparaíso, señor Iván de la Maza; el Alcalde de Limache, señor Germán Irarrázaval; el Alcalde de Olmué, señor Tomás Aranda; el Alcalde de Quilpué, señor Mauricio Viñambres, y el Alcalde de Villa Alemana, señor Raúl Bustamante.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Este proyecto tiene por finalidad crear la nueva provincia de Marga Marga en la V Región, compuesta por las comunas de Quilpué, Villa Alemana, Limache y Olmué.

II. CUESTIÓN PREVIA


Hacemos presente que el artículo 1º permanente y tercero transitorio, de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional.


El mencionado artículo 1º enmienda la división político administrativa del país, en tanto que el artículo tercero transitorio modifica los territorios a los cuales representan los consejeros regionales de las provincias de Valparaíso y Quillota.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


- Decreto con fuerza de ley Nº 2-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior.


- Decreto con fuerza de ley Nº 60-18.834, de 1990, del Ministerio del Interior.


- Decreto con fuerza de ley Nº 1-19.175, de 2005, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

3.2. De Hecho


El mensaje con que el ex Vicepresidente de la República, señor Belisario Velasco, inició este proyecto de ley expresa que éste responde a las periódicas adecuaciones de la estructura territorial del Estado, en correspondencia con el dinamismo geográfico, el crecimiento de la actividad económica y la satisfacción eficaz de los requerimientos de la comunidad.


Agrega que para el fin perseguido con esta iniciativa -la creación de una nueva provincia- se han considerado las particularidades productivas de las comunas que la conformarán: Quilpué, Villa Alemana, Olmué y Limache, distintas de las demás comunas que integran las actuales provincias que las agrupa, al tiempo que se han constatado las coincidencias y vinculaciones que unen a las mencionadas comunas, desde un punto de vista geográfico y productivo.


A continuación, el mensaje se ocupa del contenido del proyecto señalando que la nueva provincia propuesta estará configurada con dichas cuatro comunas, pertenecientes actualmente a la provincia de Valparaíso las de Quilpué y Villa Alemana, y a la provincia de Quillota, las de Olmué y Limache. Se propone a la ciudad de Quilpué como capital provincial.


La nueva provincia abarcará un territorio de 1.179,4 kilómetros cuadrados, con una población de 277.525 habitantes. Para efectos electorales quedará comprendida en el Distrito Electoral Nº 12.


El proyecto, además, prosigue el mensaje, crea un cargo de Gobernador, con un grado equivalente al de sus pares, que será nombrado el primer día hábil del sexto mes siguiente al de la publicación de esta ley.


Con excepción de las menciones al distrito electoral, población y superficie del nuevo territorio provincial, el contenido de la descripción precedente conforma los artículos 1º al 3º, permanentes de esta iniciativa.


En el artículo primero transitorio, explica el mensaje, el proyecto autoriza al Presidente de la República para aumentar en once cupos la dotación máxima de Gobierno Interior, no pudiendo exceder el mayor gasto que signifique este aumento de la suma de $ 156.546 miles.


También dispone el proyecto que en el plazo de noventa días contados desde la fecha de instalación de la nueva gobernación, habrá de constituirse la comisión que deba determinar qué organismos tendrán derecho a participar, mediante sus directores, en la elección de sus representantes al consejo económico y social provincial (Artículo segundo transitorio).


Seguidamente, en un artículo tercero transitorio, declara que los consejeros regionales representantes de las provincias de Valparaíso y Quillota, lo serán también a la provincia de Marga Marga hasta la próxima elección del Consejo Regional.


Finalmente, el artículo cuarto transitorio del proyecto previene que el mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley en el año de su publicación, se financiará con reasignaciones internas de los ministerios, servicios y organismos respectivos.

IV. ESTRUCTURA Y DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


Este proyecto está compuesto por tres artículos permanentes y cuatro disposiciones transitorias.


El artículo 1º, integrado a su vez por tres numerales, modifica la división provincial de la V Región de Valparaíso, excluyendo de la provincia de Quillota las comunas de Limache y Olmué para incorporarlas a la nueva provincia. Del mismo modo, traslada desde la provincia de Valparaíso a la nueva provincia de Marga Marga, las comunas de Quilpué y Villa Alemana.


Finalmente, este precepto establece que la nueva provincia estará integrada por las comunas de Quilpué, Villa Alemana, Limache y Olmué, fijando su capital en la ciudad de Quilpué.


El artículo 2º crea en la planta de personal del servicio de gobierno interior, contenida en el artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 60-18.834, de 1990, del Ministerio del Interior, el cargo de Gobernador Provincial.


El artículo 3º permanente prescribe que esta ley entrará en vigencia el primer día hábil del sexto mes siguiente al de su publicación, fecha desde la cual se podrá nombrar al gobernador de la nueva provincia.


Por lo que hace a las normas transitorias del texto aprobado por la Honorable Cámara, el artículo primero faculta al Presidente de la República para que dentro del plazo de seis meses luego de la publicación de esta ley, modifique las plantas de personal que sean necesarias para el funcionamiento de la nueva provincia. Con las mismas facultades, podrá también crear nuevos empleos, fijar sus grados de ubicación y modificar cargos existentes, pudiendo aumentar hasta en once cupos el máximo de personal vigente del Servicio de Gobierno Interior, y no pudiendo exceder la cantidad de $ 156.546 miles por año.


El artículo segundo señala que en el plazo de noventa días, contados desde la instalación de la Gobernación Provincial, se constituirá la Comisión a que hace mención el artículo 55 del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.175, de 2005, Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional. (Dicha norma se refiere a una Comisión integrada por el Gobernador, el Contralor Regional -o por un delegado- y por un Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva, o en su defecto, por el Juez de Letras más antiguo de la provincia, que tendrá a su cargo la determinación de los organismos que tendrán derecho a participar, a través de sus directores, en la elección de representantes por estamento, al consejo económico y social provincial).


A su turno, el artículo tercero transitorio del texto aprobado por la Honorable Cámara, prescribe que los consejeros regionales electos por las provincias de Valparaíso y Quillota, representan también a la provincia de Marga Marga, hasta la próxima elección.


Finalmente, el artículo cuarto transitorio del texto aprobado en primer trámite constitucional, establece que el mayor gasto que implique la aplicación de esta ley en el año de su publicación, se financiará con reasignaciones internas de los respectivos ministerios, servicios y organismos.

V. DEBATE EN GENERAL


En sesión de 4 de septiembre de 2007, expuso acerca de este asunto la Subsecretaria de Desarrollo Regional, señora Claudia Serrano, quien señaló que la nueva provincia estará compuesta por las comunas de Quilpué, Villa Alemana (ambas de la provincia de Valparaíso), Olmué y Limache (ambas pertenecientes a la provincia de Quillota), congregando aproximadamente a una población de 277.525 habitantes.


Al respecto, indicó que la provincia de Valparaíso (excluídas las comunas de Quilpué y Villa Alemana, que se integrarían a la nueva provincia) quedará conformada entonces por las comunas de Valparaíso, Viña del Mar, Concón, Casablanca y Juan Fernández, con una población de 651.821 habitantes. Por su parte, la Provincia de Quillota (excepto las comunas de Limache y Olmué, que se integrarán a la nueva provincia), quedará constituida por las comunas de Quillota, La Cruz, Calera, Nogales, Hijuelas, con una población de 175.917 habitantes, aproximadamente.


Afirmó que la capital propuesta para esta nueva provincia es la ciudad de Quilpué, que si bien no presenta una condición de centralidad geográfica ideal, es la ciudad con mayor población (130.000 habitantes). Asimismo, es el punto de conexión obligatoria de todo el territorio provincial, tanto por vialidad como por líneas de transporte hacia la cabecera regional. 


A propósito de sus características geográficas, precisó que la conectividad de este territorio se ha visto fortalecida en el último tiempo a través de ejes estructurantes, como son las vías troncales urbano y sur, el Metrotren y el Camino Internacional Ruta 60, que la sitúa como un área de enlace de desarrollo de la región.


Respecto del crecimiento demográfico de las cuatro comunas que componen la nueva provincia, afirmó que evidencian un elevado incremento, alcanzando, en conjunto para el período intercensal 1992-2002, un 19,5 %, superior al de la Región de Valparaíso, que creció en un 11 %. Continuó expresando que la población urbana de la nueva provincia alcanza un 96,2 %, lo que, desde el punto de vista económico, condiciona sus actividades orientándolas fundamentalmente a que sean de tipo terciario o de servicios. En el sector de Olmué, la comuna con mayor porcentaje de población rural (36 %), el turismo es una fuente laboral relevante.


Enseguida, argumentó que el principal fundamento para proponer la creación de esta provincia, es el incentivo a la descentralización, reconociendo las particularidades comunes que presentan sus comunas constitutivas y así dotarlas de una autoridad que coordine y potencie el accionar de la institucionalidad pública. Por ello, continuó, la conformación de esta provincia permitirá fortalecer la realización de una gestión integral de los procesos de administración, planificación, control y fiscalización de su territorio. Recordó que desde hace aproximadamente un año, los alcaldes de las municipalidades de estas cuatro comunas, conforman una asociación para tratar en forma conjunta temas relacionados con la gestión de residuos sólidos urbanos, educación, salud, cultura y turismo.


Señaló que si bien las autoridades provinciales no cuentan con una disponibilidad de recursos económicos que les permita incidir en forma directa en el desarrollo territorial, la provincia, a través de sus representantes (consejeros) en el Consejo Regional, puede tener acceso a un mayor número de proyectos de financiamiento regional, lo cual se potencia con territorios adecuadamente estructurados y con un proyecto común de desarrollo. En este contexto, destacó que la creación de esta provincia permitirá un reordenamiento de la representación en el Consejo Regional de Valparaíso, de conformidad con la fórmula de distribución actual (2 consejeros por provincia y 14 a repartirse entre las provincias de la región por prorrateo de población regional superior a un millón de habitantes). De esta forma, a la nueva provincia le corresponderán 4 consejeros, en tanto que la provincia de Petorca aumentará de 2 a 3 consejeros; las provincias de Isla de Pascua (2); Los Andes (3); Quillota (4); San Antonio (3); y San Felipe de Aconcagua (3), mantendrían su cantidad de consejeros. La provincia de Valparaíso, sede de la capital regional, disminuirá su representación de 11 a 8 consejeros, con lo que sigue siendo la provincia con mayor representación a nivel regional.



Finalmente, la señora Subsecretaria observó, respecto de los costos del proyecto, que se incrementa en 11 cargos la planta de Gobierno Interior, fijando, en todo caso, que el mayor gasto por este concepto no podrá exceder la cantidad de $ 156.500 miles anualmente. Respecto de su infraestructura, señaló que deberá habilitarse un edificio en la ciudad de Quilpué, propuesta como cabecera provincial, cuyos costos dependerán de la disponibilidad de inmuebles que reúnan las condiciones para ello, bien sean de propiedad fiscal, conseguidos a través de arriendo o, en último término, construyéndolo. Los costos, dependiendo de las opciones que se presenten, fluctuarán entre $ 140.000 miles para construcción y $ 3.750 miles mensuales, para el caso de arriendo.

- - -


En sesión de 8 de enero de 2008, el Honorable Senador señor Ominami señaló que el proyecto en debate es de alcances limitados, que sólo persigue reordenar una zona que geográficamente tiene importantes razones para constituirse en una provincia distinta de las que actualmente existen en la V Región. Además, recordó que los alcaldes de las cuatro comunas que compondrán esta nueva división geográfica son de diferentes tendencias políticas, lo que demuestra, a su juicio, un consenso que no puede desconocerse.

El Honorable Senador señor Pérez Varela señaló que, de acuerdo con la Ley Orgánica Constitucional de Gobiernos Regionales, el Gobierno Regional respectivo debe emitir su opinión respecto de las propuestas del Ejecutivo sobre modificaciones a la división geográfica, regional, provincial y comunal de la región.

Enseguida, llamó la atención respecto del compromiso asumido por el Gobierno durante la tramitación de los proyectos de ley por los que se crearon las nuevas Regiones de Arica y Parinacota y De Los Ríos, que consistió en acompañar durante el año 2007 una propuesta de modernización político administrativa del país, y que, al mes de enero de 2008, aun no se acompaña.

Solicitó también al Ejecutivo que la iniciativa en debate entre en vigencia luego de las elecciones municipales del año 2008, con el objeto de que no se preste para malos entendidos respecto de materias electorales. 


La señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo manifestó, a propósito de lo consultado por el Honorable Senador señor Pérez Varela, que el estudio respecto del estado de la división político administrativa del país está terminado, por lo que luego de la entrega de los resultados, estos serán expuestos ante esta instancia legislativa. 


A su turno, el Honorable Senador señor Romero expresó que la iniciativa en debate es una muestra de que el ordenamiento territorial debe ser un tema prioritario en la discusión de las políticas públicas, por lo que instó al Ejecutivo a presentar el informe con el cual se comprometió durante la tramitación de los proyectos por los cuales se crearon las nuevas regiones. 


Manifestó su apoyo al proyecto de ley en informe, solicitando al Ejecutivo implementar la nueva provincia de acuerdo con modernos criterios de gestión, que tengan como objetivo principal la efectiva descentralización de las decisiones, sobretodo en lo que dice relación con el manejo de los recursos públicos. 


En otro orden de materias, expresó que es relevante que esta iniciativa entre en vigencia en el año 2010, de manera que permita conocer la política de ordenamiento territorial que desea llevar a cabo el Ejecutivo, garantizando que la creación de la nueva provincia no tendrá fines electorales sino que, más bien, apuntará a un mejor manejo de los recursos y a una más pronta solución de las demandas ciudadanas. 


Agregó que debe estudiarse la posibilidad de integrar -tal vez en este mismo proyecto- las comunas de Puchuncaví y Quintero a la Provincia de Quillota, por cuanto su identidad y conexión están más próximas a dicha provincia que a la que pertenecen actualmente, que es la de Valparaíso. A mayor abundamiento, indicó que -si bien este no es el momento adecuado- es partidario de realizar los estudios necesarios para crear la Región de Aconcagua, teniendo presente la importancia que tiene la descentralización y la agrupación de las diversas provincias según sus identidades propias y las posibilidades de conexión entre ellas.

Enseguida, el Honorable Senador señor Ominami afirmó que la creación de la nueva provincia de Marga Marga es una oportunidad para las comunas que la componen, sobretodo desde el punto de vista del acceso a las autoridades de Gobierno y a la independencia en el manejo de sus recursos. Señaló estar de acuerdo con la fijación de un plazo razonable para su entrada en vigencia, con el fin de que no se preste para interpretaciones erróneas en materia electoral.


A propósito de lo solicitado por el Honorable Senador señor Romero respecto de las comunas de Puchuncaví y Quintero, dijo estar de acuerdo con que formen parte de la provincia de Quillota, por cuanto guardan una relación lógica con una política de desarrollo basada en identidades comunes. Sobre el particular, instó a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo a realizar las consultas pertinentes en ambas comunas para conocer su parecer sobre la iniciativa de integrarse a la provincia de Quillota. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Núñez argumentó en el sentido de realizar un estudio comprensivo de toda la política de ordenación territorial, ya que la forma cómo se están creando nuevas provincias y regiones no es, a su juicio, la más adecuada. Precisó que el Ejecutivo debe tener en cuenta criterios económicos, geográficos y de identidad cultural para establecer una política integral que permita una remodelación definitiva de la estructura político administrativa del Estado. Llamó también la atención respecto de los efectos políticos de la creación de nuevas provincias, por cuanto repercute en la elección de consejeros regionales, limitando los que actualmente elige la provincia de Valparaíso.


El Intendente de la V Región, señor Iván de la Maza, expresó que ante una consulta formulada por la Honorable Cámara de Diputados, el Consejo Regional de Valparaíso emitió su parecer favorable a la creación de la nueva provincia de Marga Marga, trámite que se comprometió a ratificar en la próxima sesión del Consejo y, cumplida esa formalidad, acompañar el respectivo documento a esta Comisión. 


Sobre el proyecto en debate, indicó que hace aproximadamente ocho años que se trabaja y discute sobre el tema, por lo que el Gobierno Regional ha conocido los antecedentes necesarios para que las cuatro comunas que la integran pasen a formar una nueva provincia en la región de Valparaíso, iniciativa que, según dijo, cuenta con un amplio respaldo no sólo de los miembros del Consejo Regional, sino que también de los respectivos consejos municipales. 


Enseguida, el Honorable Senador señor Orpis señaló su interés por conocer a la brevedad el estudio encomendado por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo al Instituto de Geografía de la Pontificia Universidad Católica de Chile, por cuanto es urgente la revisión del ordenamiento territorial y administrativo del país. 


Finalmente, la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional manifestó su compromiso en orden a que este proyecto entrará en vigencia después de la elección municipal del año 2008, como también en entregar los resultados del estudio encargado respecto de la evaluación de los criterios y resultados de la actual división político administrativa del país. Enfatizó que dicho informe no se realizó para implementar una nueva ordenación territorial, sino que sólo para fijar criterios de evaluación acerca de su funcionamiento.
VI. ACUERDO


La unanimidad de los miembros de esta Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, con las observaciones anotadas, prestó su aprobación en general al proyecto en informe, en los mismos términos consignados en el acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados.


Por tanto, esta Comisión somete a la consideración de la Sala de la Corporación el proyecto de ley en informe, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


"Artículo 1°.- Modifícase la división provincial de la V Región, de Valparaíso, en la siguiente forma:


1. Exclúyanse del territorio de la provincia de Quillota, cuyos límites se encuentran establecidos por el número 4 del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 2-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior,  las comunas de Limache y Olmué.


2. Exclúyanse del territorio de la provincia de Valparaíso, cuyos límites se encuentran establecidos por el número 5 del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 2-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior, las comunas de Quilpué y Villa Alemana. 


3. Créase la provincia de Marga Marga, capital Quilpué, que comprende las actuales comunas de Quilpué y Villa Alemana, de la provincia de Valparaíso, y las actuales comunas de Limache y Olmué, de la provincia de Quillota.


Artículo 2°.- Créase en la planta de personal del Servicio de Gobierno Interior, establecida en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 60-18.834, de 1990, del Ministerio del Interior, el siguiente nuevo cargo: 

Planta/Cargo           
 Grado   
N° Cargos     
Total

AUTORIDADES 

DE GOBIERNO

Gobernador              
    3°          
      1                           1


Artículo 3°.- La presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del sexto mes siguiente al de su publicación, fecha a contar de la cual se nombrará al gobernador de la provincia de Marga Marga.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo Primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, en el plazo de seis meses, contado desde la publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda y suscritos, además, por el Ministro del ramo, modifique la planta de personal de aquellos organismos de nivel nacional que sea necesario establecer en la provincia que se crea. En el ejercicio de estas facultades, el Presidente de la República podrá crear empleos en la planta de personal de directivos correspondiente, fijar sus grados de ubicación y transformar cargos existentes, así como aumentar la dotación máxima de personal vigente de esos organismos en igual número al de empleos que se creen. De igual forma, podrá aumentar hasta en once cupos la dotación máxima de personal vigente del Servicio de Gobierno Interior, no pudiendo exceder el mayor gasto que se derive de este aumento, considerando su efecto año completo, de la cantidad de $ 156.546.000.


Artículo Segundo.- En el plazo de noventa días, contado desde la instalación de la Gobernación de la provincia de Marga Marga, se constituirá la comisión a que se refiere el artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, a efectos de que se cumpla la disposición que fija el artículo 53 de la misma.


Artículo Tercero.- Se entenderá que los consejeros regionales electos en representación de las provincias de Valparaíso y Quillota representan también, hasta la próxima elección del Consejo Regional, a la provincia de Marga Marga.


Artículo Cuarto.- El mayor gasto fiscal que requiera la aplicación de esta ley durante el año de su publicación en el Diario Oficial, se financiará con reasignaciones internas en los presupuestos de los ministerios, servicios y organismos respectivos.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 28 de agosto de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Ominami (señor Núñez) y Pérez Varela; 4 de septiembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Núñez, Orpis y Pérez Varela, y 8 de enero de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Núñez, Orpis y Pérez Varela.


Sala de la Comisión, a 17 de enero de 2008.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión

>
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR ORPIS, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 14 DE LA LEY Nº 20.175, EN MATERIA DE REEMPLAZOS Y TRANSMISIÓN DE DERECHOS DE PESCADORES ARTESANALES QUE INDICA
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HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en moción del Honorable Senador señor Jaime Orpis.

A la sesión en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa, asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Arancibia y los abogados de la Subsecretaría de Pesca, señores Paolo Trejo e Hiram Villagra.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Autorizar la operación de pesca artesanal por titulares de inscripciones en el Registro Artesanal obtenidas mediante reemplazos o por sucesión por causa de muerte en las Regiones de Arica y Parinacota y Tarapacá, cuando el antecesor o el causante, respectivamente, hubiere tenido vigente su inscripción en el registro antes de la división regional.

- - -


De conformidad con el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala que la iniciativa en informe sea discutida en general y en particular a la vez, por estar contenida en un texto de artículo único.

- - -

II. ANTECEDENTES

2.1. De Derecho


- Ley Nº 20.174 que crea la Región de Los Ríos.


- Ley Nº 20.175 que crea la Región de Arica y Parinacota.


- Ley General de Pesca y Acuicultura.

2.2. De Hecho


Recuerda el autor de la moción con que se inició este proyecto que la ley Nº 20.175, que creó la Región de Arica y Parinacota, respetó el territorio en que operaban y operan los pescadores artesanales inscritos para la Región de Tarapacá. Sin embargo, agrega, el inciso tercero del artículo 14 de la ley mencionada dispuso que los derechos de pesca artesanal derivados de reemplazos o habidos por sucesión por causa de muerte han de considerarse como una nueva inscripción y, en consecuencia, sólo permiten la operación pesquera en la región en que ésta se practique.


Expresa la moción que este efecto producido respecto de los reemplazos y los derechos adquiridos por sucesión por causa de muerte no tiene ningún fundamento, ni siquiera con respecto al esfuerzo pesquero pues éste no aumenta toda vez que el nuevo titular sucederá a su antecesor (el reemplazado) o a su causante (el pescador fallecido), en los mismos términos con que éstos ejercían la actividad merced a su inscripción.


Por las razones expuestas, propone eliminar en el artículo 14 de la ley Nº 20.175 la disposición que somete al mismo régimen de las nuevas inscripciones en el registro artesanal (es decir, a las personas que quieren dedicarse a la pesca con posterioridad a la división regional) a los derechos de pesca artesanal obtenidos mediante reemplazos y a los derechos de pesca artesanal adquiridos por sucesión por causa de muerte.

III. ESTRUCTURA Y DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


El proyecto está estructurado en un artículo único, que sugiere la eliminación, en el inciso tercero del artículo 14 de la ley Nº 20.175, de la frase “A la misma norma se someterán los reemplazos y transmisión por causa de muerte que se efectúen en conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura.”.

IV. DEBATE EN GENERAL Y EN PARTICULAR

En sesión de 22 de enero pasado, la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa. El abogado de la Subsecretaría de Pesca, señor Paolo Trejo, observó que de acuerdo con la ley Nº 20.175 todas las inscripciones que estuvieren vigentes al momento de su publicación, se entienden habilitadas para operar en ambas regiones (es “zona contigua” la Región de Arica y Parinacota, respecto de la Región de Tarapacá y viceversa), pero no así las nuevas inscripciones posteriores a la división regional. Agregó que el reemplazo es una especie de subrogación personal en que el reemplazante ingresa al registro en términos distintos al del reemplazado, considerando variables tales como el estado de la pesquería y el grado de habitualidad con que el titular originario ejercía la actividad. Siendo una nueva inscripción, entonces, carece de sentido práctico, en lo que respecta al reemplazo, legislar en los términos que propone la moción.


Por su parte, al analizar este asunto desde otro punto de vista, la Comisión estimó que en torno a las inscripciones en el registro artesanal ha de tenerse presente que el motivo principal para limitarlas es evitar el aumento del esfuerzo pesquero, situación que no se da en la especie pues tanto en el caso del reemplazo como en el caso de los derechos habidos por sucesión por causa de muerte el nuevo titular de la inscripción ocupará el lugar jurídico de su antecesor o causante, con iguales limitaciones, restricciones y modalidades que aquéllos. Consideró, además, que, en el caso de los reemplazos, la Ley de Pesca faculta a la Subsecretaría para limitar el número de inscripciones que pueden ser reemplazadas y que, en ausencia del efecto del aumento pesquero, no se divisa razón alguna para discriminar entre quienes teniendo inscripción vigente al momento de la división territorial pueden pescar, posteriormente, en ambas regiones, y quienes, con los mismos derechos de los anteriores, no pueden cederlos o transmitirlos en su totalidad a sus causahabientes, sino restringidos al territorio de una sola región.


En virtud de lo anterior, la Comisión aprobó la idea de legislar contenida en la moción respecto de los dos efectos propuestos: incluir para ambas regiones el ejercicio de los derechos del pescador artesanal derivados del reemplazo o adquiridos por sucesión por causa de muerte Además, por indicación del Honorable Senador señor Núñez, extendió esta enmienda a la ley Nº 20.174, que creó la Región de Los Ríos, que contiene idéntico precepto al que motivó esta iniciativa. Fue de parecer la Comisión que esta última modificación es procedente pues no escapa a la idea matriz de la moción en informe.


Además de la enmienda anotada, en la discusión particular la Comisión optó por trasladar al inciso primero del artículo 14 de ambas leyes la frase que la moción sugería suprimir en el inciso tercero de ese artículo, con el fin de quede expresamente establecido que los titulares de inscripciones de pesca artesanal que han obtenido su derecho por reemplazo o por sucesión por causa de muerte después de la división regional, gozan de iguales condiciones para ejercer tales derechos que los pescadores artesanales que tenían y tienen su inscripción artesanal vigente antes de la referida división regional; esto es, que quienes estaban inscritos en la Región de Tarapacá pueden hacerlo también en el área contigua: XV Región de Arica y Parinacota. Igual predicamento y enmienda, según ha quedado dicho, se adoptó respecto de la Región de Los Lagos con la nueva Región de Los Ríos.


También al trasladar al inciso primero la frase relativa a los reemplazos y derechos adquiridos por sucesión por causa de muerte se neutraliza el efecto a que se refirió el abogado señor Trejo, de la Subsecretaría de Pesca, pues se separan las inscripciones relativas a estos titulares de las que quedan reguladas en el inciso tercero, esto es, las nuevas inscripciones solicitadas por quienes quieren ingresar a la actividad extractiva después de la división regional por una vía distinta al reemplazo o a la sucesión por causa de muerte.


Finalmente, y para reforzar la idea anterior de distinguir los reemplazos y los derechos artesanales adquiridos por sucesión por causa de muerte de esas nuevas inscripciones artesanales a que nos hemos referido en el párrafo precedente, incluyó en el inciso tercero una norma que prescribe que éstas se practicarán en la forma que el precepto contiene, “con excepción de lo dispuesto en el inciso primero”.


A la aprobación en general y a las enmiendas que se introdujeron al texto de la moción concurrió la unanimidad de los miembros de la Comisión Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag.
- - -


En consecuencia, esta Comisión propone a la Sala la aprobación, en general y en particular, del siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a las leyes Nºs. 20.174 y 20.175:


1. Reemplázanse los incisos primero y tercero del artículo 14 de la ley Nº 20.174, por los siguientes:


“Artículo 14.- Para los efectos de la operación de los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la X Región de Los Lagos, se entenderá que existe área contigua respecto de la XIV Región de Los Ríos en cuanto a las pesquerías que tuvieren inscritas y vigentes a la fecha de publicación de la presente ley. A la misma norma se someterán los reemplazos y la transmisión de los derechos por sucesión por causa de muerte que se efectúen de conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura.”.


“Con excepción de lo dispuesto en el inciso primero, toda nueva inscripción en el registro pesquero artesanal que sea practicada a partir de la fecha de publicación de la presente ley, habilitará la actividad pesquera en la Región en que sea requerida conforme a los límites administrativos fijados en esta ley.”.


2. Reemplázanse los incisos primero y tercero del artículo 14 de la ley Nº 20.175, por los siguientes:


“Artículo 14.- Para los efectos de la operación de los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la I Región de Tarapacá, se entenderá que existe área contigua respecto de la XV Región de Arica y Parinacota en cuanto a las pesquerías que tuvieren inscritas y vigentes a la fecha de publicación de la presente ley. A la misma norma se someterán los reemplazos y la transmisión de los derechos por sucesión por causa de muerte que se efectúen de conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura.”.


“Con excepción de lo dispuesto en el inciso primero, toda nueva inscripción en el registro pesquero artesanal que sea practicada a partir de la fecha de publicación de la presente ley, habilitará la actividad pesquera en la Región en que sea requerida conforme a los límites administrativos fijados en esta ley.”.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 22 de enero de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Núñez, Orpis y Pérez Varela.


Sala de la Comisión, a 23 de enero de 2008.

(Fdo.): MARIO TAPIA GUERRERO, Secretario de la Comisión>>
<<
INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES PROKURICA, HORVATH, ORPIS, ROMERO Y ZALDÍVAR, QUE PERMITE LA CONCESIÓN DE HIDROCARBUROS LÍQUIDOS O GASEOSOS 

(4704-07)

>
<
HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el proyecto de reforma constitucional del rubro, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Baldo Prokurica, Antonio Horvath, Jaime Orpis, Sergio Romero y Adolfo Zaldívar.





A las sesiones en que se consideró esta iniciativa concurrieron, especialmente invitados, la ex Ministra de Minería señora Karen Poniachik, y el actual titular de esa Secretaría de Estado, señor Santiago González; la Subsecretaria de la misma, señora Verónica Barahona; el Jefe de la División Jurídica, señor Diego Vío, y el Jefe de Gabinete, señor Luis Maturana.





En ellas participó el Honorable Senador señor Baldo Prokurica, en su calidad de coautor de la señalada Moción.





Cabe hacer presente que, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, por tratarse de un proyecto de artículo único, éste fue discutido por vuestra Comisión en general y en particular a la vez, acordándose proponeros proceder de igual forma.





Del mismo modo, es dable poner de manifiesto que, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 127 de la Constitución Política, la iniciativa en estudio requiere, para su aprobación, del voto favorable de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio.

- - -

ANTECEDENTES
I. De Derecho

1) Constitución Política de la República

Artículo 19, número 24°




Establece lo que sigue:





“Artículo 19. La Constitución asegura a todas las personas:


24º. El derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales o incorporales.


Sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social. Ésta comprende cuanto exijan los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del patrimonio ambiental.


Nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del bien sobre que recae o de alguno de los atributos o facultades esenciales del dominio, sino en virtud de ley general o especial que autorice la expropiación por causa de utilidad pública o de interés nacional, calificada por el legislador. El expropiado podrá reclamar de la legalidad del acto expropiatorio ante los tribunales ordinarios y tendrá siempre derecho a indemnización por el daño patrimonial efectivamente causado, la que se fijará de común acuerdo o en sentencia dictada conforme a derecho por dichos tribunales.


A falta de acuerdo, la indemnización deberá ser pagada en dinero efectivo al contado.


La toma de posesión material del bien expropiado tendrá lugar previo pago del total de la indemnización, la que, a falta de acuerdo, será determinada provisionalmente por peritos en la forma que señale la ley. En caso de reclamo acerca de la procedencia de la expropiación, el juez podrá, con el mérito de los antecedentes que se invoquen, decretar la suspensión de la toma de posesión.


El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas las minas, comprendiéndose en éstas las covaderas, las arenas metalíferas, los salares, los depósitos de carbón e hidrocarburos y las demás sustancias fósiles, con excepción de las arcillas superficiales, no obstante la propiedad de las personas naturales o jurídicas sobre los terrenos en cuyas entrañas estuvieren situadas. Los predios superficiales estarán sujetos a las obligaciones y limitaciones que la ley señale para facilitar la exploración, la explotación y el beneficio de dichas minas.


Corresponde a la ley determinar qué sustancias de aquellas a que se refiere el inciso precedente, exceptuados los hidrocarburos líquidos o gaseosos, pueden ser objeto de concesiones de exploración o de explotación. Dichas concesiones se constituirán siempre por resolución judicial y tendrán la duración, conferirán los derechos e impondrán las obligaciones que la ley exprese, la que tendrá el carácter de orgánica constitucional. La concesión minera obliga al dueño a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento. Su régimen de amparo será establecido por dicha ley, tenderá directa o indirectamente a obtener el cumplimiento de esa obligación y contemplará causales de caducidad para el caso de incumplimiento o de simple extinción del dominio sobre la concesión. En todo caso dichas causales y sus efectos deben estar establecidos al momento de otorgarse la concesión.


Será de competencia exclusiva de los tribunales ordinarios de justicia declarar la extinción de tales concesiones. Las controversias que se produzcan respecto de la caducidad o extinción del dominio sobre la concesión serán resueltas por ellos; y en caso de caducidad, el afectado podrá requerir de la justicia la declaración de subsistencia de su derecho.


El dominio del titular sobre su concesión minera está protegido por la garantía constitucional de que trata este número.


La exploración, la explotación o el beneficio de los yacimientos que contengan sustancias no susceptibles de concesión, podrán ejecutarse directamente por el Estado o por sus empresas, o por medio de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije, para cada caso, por decreto supremo. Esta norma se aplicará también a los yacimientos de cualquier especie existentes en las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional y a los situados, en todo o en parte, en zonas que, conforme a la ley, se determinen como de importancia para la seguridad nacional. El Presidente de la República podrá poner término, en cualquier tiempo, sin expresión de causa y con la indemnización que corresponda, a las concesiones administrativas o a los contratos de operación relativos a explotaciones ubicadas en zonas declaradas de importancia para la seguridad nacional.


Los derechos de los particulares sobre las aguas, reconocidos o constituidos en conformidad a la ley, otorgarán a sus titulares la propiedad sobre ellos;”.

B. Antecedentes legales

Decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Minería,
de 30 de marzo de 1987, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 1.089, de 1975





Este cuerpo legal establece normas sobre contratos especiales de operación para la exploración y la explotación o beneficio de los yacimientos de hidrocarburos.

Ley Nº 18.097, Orgánica Constitucional sobre

concesiones mineras




Esta ley regula las concesiones mineras, los derechos y las obligaciones de los concesionarios mineros y la duración y extensión de dichas concesiones.

2) De hecho
La Moción




Como se señaló precedentemente, el proyecto en estudio tuvo origen en una Moción presentada por los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath, Orpis, Romero y Zaldívar.





En ella, sus autores señalan que, siguiendo el criterio adoptado por la reforma constitucional introducida a la Carta Fundamental de 1925 por la ley Nº 17.450, de 16 de julio de 1971, la Constitución establece, en el párrafo sexto del número 24° de su artículo 19, que el Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas las minas, comprendiéndose en éstas las covaderas, las arenas metalíferas, los salares, los depósitos de carbón e hidrocarburos y las demás sustancias fósiles, con excepción de las arcillas superficiales, no obstante la propiedad de las personas naturales o jurídicas sobre los terrenos en cuyas entrañas estuvieren situadas. Añade la Carta Fundamental que los predios superficiales estarán sujetos a las obligaciones y limitaciones que la ley señale para facilitar la exploración, la explotación y el beneficio de dichas minas.





Hacen presente, asimismo, que la Constitución prescribe, en los párrafos séptimo y décimo del ya citado número 24° del artículo 19, que no son concesibles los hidrocarburos líquidos o gaseosos, los yacimientos de cualquier especie existentes en las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional y los situados, en todo o en parte, en zonas que, conforme a la ley, se determinen como de importancia para la seguridad nacional.





Agregan que, en conformidad al mismo párrafo décimo de este número 24°, la exploración, la explotación o el beneficio de los yacimientos que contengan sustancias no susceptibles de concesión podrán ejecutarse directamente por el Estado o por sus empresas, o por medio de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije para cada caso, por decreto supremo. Finalmente, establece que el Presidente de la República podrá poner término, en cualquier tiempo, sin expresión de causa y con la indemnización que corresponda, a las concesiones administrativas o a los contratos de operación relativos a explotaciones ubicadas en zonas declaradas de importancia para la seguridad nacional.





Los autores de la Moción continúan explicando que el régimen de exploración y explotación o beneficio de yacimientos de hidrocarburos está actualmente regulado por el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Minería, publicado en el Diario Oficial de 30 de marzo de 1987, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 1.089, de 1975, que establece normas sobre contratos especiales de operación para la exploración y explotación o beneficio de yacimientos de hidrocarburos.





De acuerdo a dicha normativa, las actividades indicadas se realizan bajo un contrato especial de operación celebrado por el Estado con un contratista para la exploración, explotación o beneficio de yacimientos de hidrocarburos, con los requisitos que fije el Presidente de la República por decreto supremo. Estos contratos especiales de operación no afectan en caso alguno el dominio del Estado y no constituyen concesiones; no confieren derecho alguno sobre dichos hidrocarburos, elementos y compuestos, ni conceden facultades de apropiación o aprovechamiento sobre los mismos.





Hacen notar que tanto la facultad de exploración como la de explotación de yacimientos de hidrocarburos líquidos y gaseosos ha sido tradicionalmente ejercida por el Estado, a través de la Empresa Nacional del Petróleo, ENAP. Añaden que la modalidad utilizada actualmente es la de los Contratos Especiales de Operación Petrolera (CEOP), regulados por el citado decreto con fuerza de ley Nº 2, los que, como se dijo, en ningún caso constituyen concesiones ni confieren derecho alguno sobre los hidrocarburos.





Sostienen que dicho marco regulatorio, que establece la imposibilidad de obtener la concesión para la exploración y explotación de sustancias que tienen un valor económico, se ha convertido en un agudo desincentivo para ampliar los esfuerzos en el descubrimiento y procesamiento de hidrocarburos. Históricamente, los montos involucrados en los contratos de operación han sido relativamente bajos para una industria que realiza grandes inversiones, siendo la capacidad de ENAP insuficiente para enfrentar grandes programas de exploración, que hagan posible el descubrimiento de yacimientos altamente rentables.





Informan que, en el plano internacional, los países que han desarrollado su industria de hidrocarburos, como España, han legislado para establecer concesiones para la exploración, la explotación, el transporte y la comercialización de hidrocarburos, de manera que dicho insumo ha crecido en importancia y ha permitido ampliar y diversificar la matriz energética. Como resultado, la infraestructura en la industria de hidrocarburos en España hoy es sumamente desconcentrada, la cantidad de empresas participantes en el sistema es muy amplia y el interés por los permisos de investigación, cada vez más creciente.





Es así, aseguran, como la falta de una legislación general adecuada sobre hidrocarburos ha beneficiado a ENAP y ha perjudicado la competencia, pues quienes pretendan invertir en infraestructura no pueden pedir servidumbres ni ocupar bienes nacionales de uso público, de no mediar una asociación con ENAP.





Por todas las razones anteriores, consideran que se tornan necesarias ciertas modificaciones legales que contribuyan al fomento de la actividad exploratoria, especialmente cuando la evidencia mundial comprueba que con mejores tecnologías y mayor exploración, las reservas del país pueden aumentar significativamente.





Sobre la base de estos antecedentes, presentan un proyecto de reforma constitucional que enmienda el numeral 24° del artículo 19 de la Carta Fundamental, con el objeto de permitir que el régimen normal de concesiones mineras también se aplique a la exploración y a la explotación de los hidrocarburos líquidos y gaseosos.
- - - - - - - 

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





En atención a que se trata de una iniciativa que consta de un precepto único, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, la sometió a discusión en general y en particular, a la vez.





El Honorable Senador señor Prokurica puso de relieve las dificultades que sufre nuestro país en materia de producción y abastecimiento energético, haciendo presente que la legislación establece un marco muy rígido para la exploración y explotación de los hidrocarburos, actividades que sólo pueden realizarse mediante los contratos especiales de operación con el Estado que la Constitución contempla, excluyéndose el sistema de concesiones normales previsto para las restantes sustancias mineras.




Manifestó que los referidos contratos especiales muestran importantes debilidades. En efecto, son temporales, pueden ser muy discrecionales y su gestión es muy burocrática.





Sostuvo que, no obstante haberse hecho esfuerzos en el último tiempo por agilizar la tramitación de estos contratos, no hay un incentivo adecuado para el debido aprovechamiento de estas fuentes energéticas. Por otra parte, hizo presente que no resulta explicable que no siendo Chile un país abundante en estas materias -según lo afirma la ENAP- se mantenga este régimen monopólico y restrictivo.





Recordó que la experiencia de otros países que han seguido un camino de apertura en esta materia, ha tenido exitosos resultados. Destacó el caso de Brasil, en que mientras la PETROBRAS declaró que no había yacimientos de petróleo, se desarrolló el alcohol proveniente de la caña de azúcar como combustible. Luego, cuando el régimen se liberalizó y empezaron a participar empresas privadas, se descubrieron importantes fuentes de petróleo y también de gas.





Consideró que si se corrigiera el sistema en los términos en que lo viene proponiendo la iniciativa en estudio, se favorecerá la autonomía y la independencia energética de nuestro país y que, en el caso de la XII Región, habrá una mejoría concreta para el Fondo de Desarrollo de Magallanes, FONDEMA.





Aseguró, por otra parte, que estas correcciones en ningún caso afectarán el dominio de los hidrocarburos que la Constitución Política consagra para el Estado. Simplemente, añadió, se trata de posibilitar que éstos también puedan ser objeto de concesiones mineras en los mismos términos que las demás sustancias minerales.





Asimismo, enfatizó que en forma alguna esta iniciativa persigue afectar el carácter público de la Empresa Nacional del Petróleo, como se ha conjeturado.





Instó, en definitiva, a apoyar este proyecto de reforma constitucional, de modo de no seguir dificultando el avance de las exploraciones y eventuales explotaciones de una potencial fuente de energía tan importante para nuestro país como son los hidrocarburos.





La ex Ministra de Minería, señora Karen Poniachik, expresó que desde que asumió su cargo, ha priorizado lo concerniente a la exploración y la explotación del gas y del petróleo, atendiendo a la decisiva dependencia que nuestro país tiene de otras naciones en materia energética. Aludió a la situación vulnerable en que Chile se encuentra frente a los mercados internacionales en esta materia y a los riesgos que en la actualidad presenta el suministro de energía, todo lo cual hace imprescindible privilegiar el desarrollo de fuentes autóctonas de abastecimiento.





Informó sobre los tres contratos especiales de operación que se suscribieron durante el año 2006 con empresas extranjeras, así como sobre la licitación que se llevará a cabo para efectuar nuevas exploraciones en áreas cercanas a Punta Arenas, las que abrirán el camino al sector privado. Lo anterior, dijo, es muestra de la política del Estado de fomentar activamente la exploración y explotación de los hidrocarburos.





Sostuvo que, sin embargo, en esta materia lo que interesa fundamentalmente a los inversionistas no es el marco jurídico y tributario que se les aplicará, sino la rentabilidad de los proyectos. Las empresas, agregó, sólo se presentan cuando existen proyectos comercialmente viables.





Prosiguió señalando que prácticamente en todos los países el Estado tiene un rol preponderante como propietario de los hidrocarburos, siendo el Estado de Texas, en Norteamérica, la excepción.





Refiriéndose a los contratos especiales de operación, relató que en el Ministerio de Minería no existían, inicialmente, las condiciones necesarias para darles un tratamiento expedito. Sin embargo, se ha logrado formar una unidad especializada que ha agilizado considerablemente su tramitación. Es así, dijo, como frente a los dos años que normalmente demanda la constitución de una concesión minera, estos contratos toman, en promedio, siete meses en perfeccionarse.





En relación a la pregunta sobre la existencia o inexistencia de fuentes petrolíferas en nuestro país, expresó que la respuesta dependerá del precio y de las condiciones en que se encuentre el mercado de esta sustancia, lo que es igualmente aplicable al gas. Explicó que en Magallanes se han descubierto yacimientos de ambos elementos, los que, sin embargo, no han sido rentables. Otro factor que incide decisivamente, añadió, es la tecnología aplicable al proceso de exploración y explotación, pues existen medios para hacerlo más eficiente y, por ende, más rentable.





Informó que la ENAP trabaja en siete diferentes zonas de la Cuenca de Magallanes y que existe un conjunto de otras licitaciones en el resto del territorio, las cuales seguramente convocarán a un número apreciable de interesados y próximamente permitirán apreciar sus ventajas.





Enseguida, en cuanto a la retribución que el inversionista obtiene por estas faenas, explicó que siendo los hidrocarburos de propiedad del Estado, la retribución que éste paga al inversionista es relativamente alta y mayor a la que entregan otros países. Ello, agregó, en atención a que tanto el riesgo geológico como el nivel de inversión involucrados son considerables.





Por otra parte, destacó la estabilidad que caracteriza los contratos especiales de operación, cuyo estatuto jurídico y tributario les proporciona un régimen de invariabilidad durante el lapso de su vigencia. Resaltó que la certidumbre es un elemento fundamental para los inversionistas, para los cuales un argumento definitorio es que las condiciones de estos convenios no puedan ser modificadas unilateralmente por el Estado.





En síntesis, afirmó que el régimen jurídico actual en esta materia es apropiado e interesante para los inversionistas y que concuerda plenamente con la estrategia que nuestro país ha diseñado en este ámbito.





Ante un planteamiento del Honorable Senador señor Prokurica en el sentido de que si los contratos especiales de operación son tan convenientes, la apertura del régimen de concesiones para los hidrocarburos -como segundo camino- no debería perjudicarlos, la señora Ministra explicó que este punto compromete un asunto de orden estratégico. En efecto, dijo, los hidrocarburos pertenecen al Estado, el cual, si bien paga una retribución al contratista, tiene también la primera opción de compra para asegurar el suministro energético del país. Hizo notar que, en cambio, la concesión común no involucra ninguna obligación de este tipo para el inversionista.





Complementando la intervención anterior, el Fiscal del Ministerio de Minería, señor Vío, aseveró que no parece conveniente contar con dos sistemas paralelos para la explotación de los hidrocarburos, pues si se abre el sistema normal de concesiones, probablemente disminuya el interés por los referidos contratos especiales de operación. Hizo notar que, tratándose de productos estratégicos como el petróleo y el gas, no puede correrse el riesgo de que el contratista no venda el producto al Estado.





En respuesta a un planteamiento del Honorable Senador señor Prokurica para incorporar en la ley orgánica constitucional sobre concesiones mineras la obligación de dar preferencia al Estado, el señor Vío presumió que ello podría derechamente desmotivar al inversionista.





A una sesión posterior concurrió el actual Ministro de Minería, señor Santiago González, quien, en lo fundamental, reiteró los planteamientos de su antecesora.





Manifestó que el marco regulatorio vigente en esta materia es adecuado y favorece la exploración y la explotación de las fuentes de estos recursos.





Discrepó de la opinión según la cual el sistema especial que los rige desincentive al sector privado. Atribuyó a la circunstancia de que los hidrocarburos no son un recurso abundante en nuestro territorio el hecho de que los contratos especiales de operación no sean tan numerosos.





Sin embargo, añadió, en la actualidad, cuando se observa que el precio del petróleo aumenta, dichos contratos también lo han hecho. En efecto, acotó, recientemente se hizo una licitación, a raíz de la cual se han adjudicado nueve contratos a grandes empresas petroleras mundiales, lo que supondrá una inversión para los próximos años de unos 260 millones de dólares, sólo para efectos de la exploración.





En consecuencia, reiteró que las normas actuales constituyen un marco apropiado para el ejercicio de estas actividades. 





La Honorable Senadora señora Alvear aludió al rol sustantivo que ha cumplido la ENAP en el campo energético, destacando, particularmente, la capacidad de previsión y reacción frente a las crisis de suministro de gas originadas por países vecinos. Por estas consideraciones, consideró imprescindible contar con una empresa estatal dotada de estas capacidades.





Por otra parte, hizo presente que la empresa privada perfectamente puede desarrollar inversiones y actividades en el ámbito energético bajo la actual normativa, respecto de la cual no vio justificación para alterarla, sin perjuicio de que en el futuro puedan surgir otras razones para reconsiderar este tema, que tiene un carácter político y estratégico de gran envergadura.





El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, coincidió en destacar el importante rol que cumple la Empresa Nacional del Petróleo, especialmente en la región de Magallanes. Advirtió que, por esta razón, no debe perderse de vista que los magallánicos rechazan cualquier cambio que afecte a la empresa por los eventuales perjuicios que a ellos le pudiera significar una innovación en el régimen de esta empresa.





Además, dijo, la normativa actual ha permitido que ENAP encuentre modalidades para que una serie de empresas exploradoras privadas estén materializando proyectos y arriesgando donde el Estado no está en condiciones de hacerlo y también para que ella misma esté llevando adelante inversiones cada vez más significativas.





Agregó que es conveniente dar tiempo a las alianzas que la empresa estatal está desarrollando con inversionistas privados antes de plantear modificaciones como las que se estudian.





Por estas razones, expresó que rechazaría la iniciativa en análisis.





El Honorable Senador señor Espina dijo no comprender que, con la importancia que tiene el cobre para la economía chilena, se permita respecto de él el sistema de concesiones que se rechaza para el caso de los hidrocarburos. Sostuvo que esta postura resulta incoherente, especialmente en momentos que se vive una crisis en materia de abastecimiento energético.





A su juicio, las razones expresadas en la Moción, así como los argumentos proporcionados por el Honorable Senador señor Prokurica, son lo suficientemente contundentes como para aprobar la iniciativa, la que permitiría enfrentar con mayor éxito los evidentes déficits energéticos que se observan.





Debe permitirse, dijo, todo aquello que incentive la inversión para la exploración y explotación de los hidrocarburos, máxime si se considera que una reforma como la propuesta en nada altera el régimen de propiedad del Estado sobre las sustancias minerales.





Afirmó que las razones para rechazar este proyecto sólo pueden ser de índole ideológica, pues no ve inconvenientes reales para no abrir nuevos caminos a la inversión y no entiende de qué manera los planteamientos contenidos en esta iniciativa podrían dañar al país.





Ante una petición de la Honorable Senadora señora Alvear en orden a conocer mayores antecedentes en relación a los contratos especiales de operación actualmente suscritos, el Ministro de Minería, señor González, explicó que ellos se enmarcan en el propósito de incentivar la exploración y explotación de hidrocarburos, aun cuando es presumible que éstos no existan en grandes volúmenes en nuestro territorio, a diferencia de lo que ocurre con el cobre. Reiteró que los inversionistas privados se interesarán en la medida en que sus inversiones sean bien retribuidas y que exista seguridad jurídica. Señaló que aún siendo especial el régimen que nuestra Carta Fundamental consagra para el aprovechamiento de estas sustancias, el Gobierno ha fijado condiciones para hacerlo igualmente atractivo, prueba de lo cual son los nueve contratos ya aludidos.





Estos contratistas, dijo, han manifestado estar complacidos con las condiciones impuestas, lo que demuestra lo apropiado que resulta el referido marco jurídico. En consecuencia, concluyó, la necesidad de estimular a los inversionistas se resuelve por la vía de mejorar las condiciones de estos contratos y no mediante una reforma constitucional como la propuesta, la que excede lo que el Gobierno está en condiciones de apoyar.





El Honorable Senador señor Larraín manifestó que, al analizar la iniciativa en estudio, resulta sorprendente apreciar que los hidrocarburos estén sometidos a un régimen especial, de mayores limitaciones a la participación de los privados, tomando en cuenta que en forma generalizada se sostiene que ese recurso es escaso en Chile y que, en cambio, tendría más sentido respecto de sustancias como el cobre, donde no se observan estas restricciones.





Opinó que la propuesta presentada resulta interesante y oportuna, pues la mantención de la normativa constitucional vigente provocará que, en el futuro, Chile no solucione la escasez de recursos energéticos esenciales que lo afecta, lo que compromete sus posibilidades de desarrollo.





En este contexto de crisis y de riesgo cierto de abastecimiento, consideró razonable buscar alternativas como la que propone el proyecto, de manera de incentivar cualquier interés por explorar y explotar estas sustancias. Por otra parte, indicó que la ley orgánica constitucional de concesiones mineras, al regular estas concesiones, podría incorporar los mecanismos de resguardo del caso para los intereses del Estado.





Concluyó enfatizando que este proyecto tiene un sentido de futuro, que ayudará a revertir la crisis energética que nos acecha, sin importar riesgos ni afectar en modo alguno el dominio que el Estado tiene sobre los hidrocarburos.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, informó que en su calidad de miembro de la Comisión de Minería, ya tuvo oportunidad de estudiar la iniciativa y de formarse un criterio respecto a ella. En consecuencia, consideró oportuno sintetizar ese parecer.





Aún cuando expresó que no entraría en el debate ideológico que subyace en este tema, calificó de muy negativo lo ocurrido con la regulación del recurso cuprífero en nuestro país desde el punto de vista de su propiedad. En efecto, dijo, el entregar la propiedad del mineral extraído a la empresa que lo explota, significó una pérdida gigantesca de recursos para el país. Connotó que sólo después de muchos años pudo establecerse un impuesto específico, que permitió que ese bien no renovable reportara un beneficio para el país. En consecuencia, opinó que otorgar el mismo tratamiento a los hidrocarburos significaría causar un grave daño a los intereses del Estado.





Por otra parte, afirmó que el sistema aplicable a los hidrocarburos posibilita la participación del sector privado, sin perjuicio de que pueda avanzarse en la expedición y agilidad de la tramitación de los respectivos contratos y en proporcionárseles todas las facilidades necesarias para favorecer su participación en este campo productivo.





Concluyó diciendo que el Estado debe seguir siendo el propietario de los hidrocarburos y en ningún caso permitir que el dominio pase a la empresa que los explota.





Finalizada la discusión, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, puso en votación en general el proyecto.





Éste resultó rechazado por dos votos a favor y tres en contra. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Espina y Larraín. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz, don Pedro.
- - -



Como consecuencia de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros el rechazo de la iniciativa en estudio, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:




“Artículo único.-  Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:





1. Suprímese, en el inciso séptimo, del Nº 24°, del artículo 19, la expresión entre comas (,) “, exceptuados los hidrocarburos líquidos o gaseosos,”.





2. Reemplázase, en el inciso décimo del Nº 24°, del artículo 19, la oración “Esta norma se aplicará también a los yacimientos de cualquier especie existentes en las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional y a los situados, en todo o en parte, en zonas que, conforme a la ley, se determinen como de importancia para la seguridad nacional.”, por la siguiente: “Esta norma se aplicará también a los yacimientos de cualquier especie existentes en el suelo y subsuelo de las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional que determine una ley orgánica constitucional, y a los situados, en todo o en parte, en zonas que, conforme a la señalada ley, se determinen como de importancia para la seguridad nacional.”.





3. Agrégase la siguiente disposición transitoria, nueva:





“La supresión de la mención a los hidrocarburos líquidos o gaseosos que actualmente hace el inciso séptimo, del Nº 24°, del artículo 19, y la modificación que se introduce al inciso décimo de la misma disposición, regirán al momento de entrar en vigor las leyes orgánicas constitucionales que regulen las concesiones sobre yacimientos de hidrocarburos líquidos y gaseosos y aquella que determine los yacimientos situados en el suelo y subsuelo de las aguas marítimas sometidas a la soberanía y jurisdicción nacional y las zonas de importancia para la seguridad nacional.”.”.
- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 13 de junio de 2007 y 16 de enero de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señor José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto.





Sala de la Comisión, a 18 de enero de 2008.

(Fdo.): NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ, Abogada Secretaria>>
<
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NUEVO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LA HONORABLE SENADORA ALVEAR, QUE DA CARÁCTER DE IRRENUNCIABLES A EXCEDENTES DE COTIZACIÓN DE SALUD EN ISAPRES

(4423-11)

>
<
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de presentaros su nuevo segundo informe, recaído en el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de la Honorable Senadora señora Alvear.


La Sala del Senado, con fecha 13 de noviembre de 2007, acordó volver este proyecto a la Comisión, para que emita un nuevo segundo informe y abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del lunes 19 de noviembre de  2007.

A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley, concurrieron, además de sus integrantes, especialmente invitadas por la Comisión, las siguientes personas:

Del Ministerio de Salud: el Jefe de Gabinete de la Ministra, señor Alan Mgrulasky y el asesor jurídico, señor Eduardo Álvarez.


De la Superintendencia de Salud: el Superintendente, señor Manuel Inostroza, y el Fiscal, señor Ulises Nancuante.

El asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Marcelo Drago.

- - -


Dejamos constancia de que, en este nuevo segundo informe, nos referiremos sólo a las indicaciones signadas con los números 4, 5, 6 y 7, remitiéndonos al segundo informe de la Comisión en lo no abordado en éste, respecto de las indicaciones signadas con los números 1, 2 y 3 en cuanto a los acuerdos adoptados en relación a ellas y sus fundamentos.


El cuadro resumen que se inserta a continuación, sustituye al del segundo informe ya que se incluyen en él los acuerdos respecto de las nuevas indicaciones presentadas y su incidencia en el articulado del proyecto aprobado en el primer informe.
- - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejamos constancia de las siguientes materias:




I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones:  Ninguno.





II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: la N° 4.





III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Las N°s 3, 5,  6 y 7.





IV.- Indicaciones rechazadas: Las N°s 1 y 2.




V.- Indicaciones retiradas: No hay.




VI.-Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


En el nuevo plazo que el Senado acordó abrir para que se presentaran indicaciones al proyecto, fueron formuladas cuatro indicaciones, signadas con los números 4 a 7. Cabe hacer presente que las números 4 y 5 están referidas al artículo único del proyecto aprobado en particular por la Comisión de Salud, en segundo informe, y las indicaciones 6 y 7 proponen incorporar un artículo transitorio nuevo al proyecto, según se detalla  más adelante en el presente informe.

Artículo único

El artículo único del proyecto aprobado por la Comisión de Salud, en segundo informe, introduce una serie de modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1, publicado en año 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s 18.933 y 18.469.

Como se indicó, respecto del referido artículo único fueron presentadas dos indicaciones, signadas con los números 4 y 5.


La indicación N° 4 es del Honorable Senador señor Kuschel, y propone sustituir en el numeral 1 del artículo único del proyecto de ley, la frase “El afiliado sólo podrá renunciar a ellos para el efecto de destinarlos a financiar los beneficios adicionales de los contratos que se celebren conforme al artículo 200 de esta ley.”, por la siguiente: “El afiliado sólo podrá renunciar a ellos para destinarlos a financiar los beneficios adicionales tanto de los contratos que se celebren conforme al artículo 200 de esta ley, como de los contratos individuales compensados y de aquellos otros contratos que señale la Superintendencia de Salud mediante norma de carácter general.”.


El citado N°1 propone reemplazar el inciso primero, del artículo 188 del referido cuerpo legal, por el siguiente:


“Artículo 188.- Toda vez que se produjeren excedentes de la cotización legal en relación con el precio de las Garantías Explícitas en Salud y el precio del plan convenido, en los términos a que se refiere el inciso siguiente, esos excedentes serán de propiedad del afiliado, inembargables e incrementarán una cuenta corriente individual que la Institución deberá abrir a favor del afiliado, aumentando la masa hereditaria en el evento de fallecimiento. El afiliado sólo podrá renunciar a ellos para el efecto de destinarlos a financiar los beneficios adicionales de los contratos que se celebren conforme al artículo 200 de esta ley. Cualquier estipulación en contrario a lo señalado, establecida en el contrato de salud previsional, se tendrá por no escrita.”.


En discusión, la Comisión advirtió que la finalidad de la indicación es ampliar la posibilidad de renuncia de los excedentes a otra clase de contratos, y no sólo en el caso de los planes grupales o colectivos contemplados en el artículo 200. En efecto, la idea es extender esta posibilidad al caso de los llamados contratos individuales compensados, que en la práctica corresponden a contratos matrimoniales que se compensan, así como también a otros contratos que señale la Superintendencia de Salud mediante norma de carácter general.


Consultado el señor Superintendente de Salud, se mostró de acuerdo con el tenor de lo propuesto por la indicación.


--La Comisión aprobó esta indicación por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Kuschel y Pizarro. 


La indicación N° 5, también del Honorable Senador señor Kuschel, es para intercalar, a continuación del numeral 5 del artículo único del proyecto de ley, un nuevo numeral 6, modificándose la numeración correlativa:


“6. Para sustituir en el actual inciso séptimo del artículo 188 del DFL. Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, la frase “y devengarán el interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 18.010” por la frase “y devengarán el interés promedio pagado por los bancos en operaciones reajustables de no más de un año, según lo informado por el Banco Central de Chile en el respectivo período”.”.

En discusión, la Comisión advirtió que la indicación debe entenderse formulada  para intercalar el numeral propuesto a continuación del numeral N° 4, toda vez que está referido al inciso séptimo del artículo 188.


Sobre el fondo de la indicación, el señor Superintendente de Salud señaló estar de acuerdo, toda vez que actualmente la ley establece que el interés que las ISAPRES deben aplicar a los excedentes es el interés corriente para las operaciones reajustables en moneda nacional a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 18.010
, y que, en cambio, la indicación propone que éste sea el interés promedio pagado por los bancos, según lo que informe del Banco Central en el período respectivo.


En definitiva, la Comisión advirtió que se produce una disminución en relación al interés que hoy día existe.


--La Comisión aprobó esta indicación, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Kuschel y Pizarro.
° ° °


Luego, la Comisión consideró las indicaciones número 6, de las Honorables Senadoras señoras Alvear y Matthei, y número 7, del Honorable Senador señor Kuschel, para agregar el siguiente artículo transitorio:


“Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia el primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Diario Oficial.


Los contratos que se suscriban a partir de la entrada en vigencia de esta ley, no podrán contemplar la renuncia de excedentes, salvo la excepción contenida en el nuevo inciso primero, del artículo 188, del DFL N° 1, de 2005, de Salud.


En el caso de contratos de salud que se encuentren suscritos a la época de vigencia de esta ley, en los que se haya pactado la renuncia de excedentes ahora prohibida, dicha renuncia será válida y producirá sus efectos hasta que el afiliado opte por retractarse de la renuncia o bien cuando, por cualquier causa, cambie de plan de salud.


En los procesos de revisión del artículo 197 inciso tercero del ya citado DFL N° 1, que se ejecuten durante el primer año de vigencia de la presente ley, excepcionalmente se podrán ofrecer y pactar planes alternativos sin renuncia de excedentes que cuenten con menos de un año de comercialización o que no tengan personas adscritas. Transcurrido dicho plazo, regirá la prohibición del artículo 198 N° 6 del mismo DFL.".

En discusión, la Honorable Senadora señora Matthei manifestó que se trata de una norma de transición, que en su opinión va en el sentido correcto, no se puede alterar un contrato que ya está firmado. Obedece a la necesidad que el proyecto contemple una norma de que aborde tanto la entrada en vigencia de la ley como la situación de las relaciones contractuales vigentes.

Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro, si bien estuvo de acuerdo con la disposición, propuso mejorar su redacción, particularmente en su inciso final, de manera que resulte aún más claro que el propósito es evitar que se afecten situaciones en curso.

La Comisión estuvo de acuerdo con lo anterior.


--La Comisión aprobó las indicaciones N°s 6 y 7, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Kuschel y Pizarro.
- - -
MODIFICACIONES:


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Salud tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO ÚNICO

- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s 18.933 y 18.469:


A) En el artículo 188:


1. Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 188.- Toda vez que se produjeren excedentes de la cotización legal en relación con el precio de las Garantías Explícitas en Salud y el precio del plan convenido, en los términos a que se refiere el inciso siguiente, esos excedentes serán de propiedad del afiliado, inembargables e incrementarán una cuenta corriente individual que la Institución deberá abrir a favor del afiliado, aumentando la masa hereditaria en el evento de fallecimiento. El afiliado sólo podrá renunciar a ellos para destinarlos a financiar los beneficios adicionales tanto de los contratos que se celebren conforme al artículo 200 de esta ley, como de los contratos individuales compensados y de aquellos otros contratos que señale la Superintendencia de Salud mediante norma de carácter general. Cualquier estipulación en contrario a lo señalado, establecida en el contrato de salud previsional, se tendrá por no escrita.”.


2. Suprímese el inciso tercero.


3. Intercálase, en el inciso cuarto, que pasa a ser inciso tercero, a continuación del numeral 3, un nuevo numeral 4, modificándose la numeración correlativa:


“4.- Para pagar las cuotas de los préstamos de salud que la Institución de Salud Previsional le hubiese otorgado al afiliado;”.


4. En el inciso sexto, que pasa a ser inciso quinto, suprímese la frase “o en sus sucesivas adecuaciones anuales” e intercálese, a continuación del punto seguido (.), la siguiente oración: “En caso de que en las sucesivas adecuaciones anuales, el monto de los excedentes a destinar a la cuenta corriente individual superen el referido 10%, la ISAPRE estará obligada a ofrecer al afiliado un plan de salud alternativo cuyo precio más se aproxime al plan actualmente convenido; en ningún caso, el afiliado estará obligado a suscribir el plan de salud alternativo.”.


5. En el inciso séptimo, que pasa a ser sexto, sustitúyese la frase “y devengarán el interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 18.010” por la frase “y devengarán el interés promedio pagado por los bancos en operaciones reajustables de no más de un año, según lo informado por el Banco Central de Chile en el respectivo período”.


6. Reemplázase, en el inciso octavo, que pasa a ser inciso séptimo, el guarismo “60” por “tres meses”.


B) En el artículo 203, agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Los beneficiarios de este artículo no podrán hacer uso de los recursos acumulados en la cuenta corriente a que se refiere el artículo 188, los que sólo podrán ser dispuestos por los herederos del cotizante.”.”. (Indicaciones N°s 3 y 5, con modificaciones, y N°4) ( Mayoría 3X0 y 2 abstenciones la indicación N°3, y unanimidad 3X0 las indicaciones N°s 4 y 5).

° ° °


- Incorporar el siguiente artículo transitorio:


“Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia el primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Diario Oficial.


Los contratos que se suscriban a partir de la entrada en vigencia de esta ley, no podrán contemplar la renuncia de excedentes, salvo la excepción contenida en el nuevo inciso primero, del artículo 188, del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de  Salud.


En el caso de contratos de salud que se encuentren suscritos a la época de vigencia de esta ley, en los que se haya pactado la renuncia de excedentes ahora prohibida, dicha renuncia será válida y producirá sus efectos hasta que el afiliado opte por retractarse de la renuncia o bien cuando, por cualquier causa, cambie de plan de salud.


En los procesos de revisión a que se refiere en el inciso tercero del artículo 197 del ya citado decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que se ejecuten con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, en el próximo período de adecuación, que se inicia con el envío de las cartas respectivas, excepcionalmente se podrán ofrecer y pactar planes alternativos sin renuncia de excedentes que cuenten con menos de un año de comercialización o que no tengan personas adscritas. Transcurrido dicho plazo, regirá la prohibición del artículo 198, N° 6, del mismo decreto con fuerza de ley.".”. (Indicaciones N°s 6 y 7, con modificaciones) (Unanimidad) (3x0).

- - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s 18.933 y 18.469:


A) En el artículo 188:


1. Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 188.- Toda vez que se produjeren excedentes de la cotización legal en relación con el precio de las Garantías Explícitas en Salud y el precio del plan convenido, en los términos a que se refiere el inciso siguiente, esos excedentes serán de propiedad del afiliado, inembargables e incrementarán una cuenta corriente individual que la Institución deberá abrir a favor del afiliado, aumentando la masa hereditaria en el evento de fallecimiento. El afiliado sólo podrá renunciar a ellos para destinarlos a financiar los beneficios adicionales tanto de los contratos que se celebren conforme al artículo 200 de esta ley, como de los contratos individuales compensados y de aquellos otros contratos que señale la Superintendencia de Salud mediante norma de carácter general. Cualquier estipulación en contrario a lo señalado, establecida en el contrato de salud previsional, se tendrá por no escrita.”.


2. Suprímese el inciso tercero.


3. Intercálase, en el inciso cuarto, que pasa a ser inciso tercero, a continuación del numeral 3, un nuevo numeral 4, modificándose la numeración correlativa:


“4.- Para pagar las cuotas de los préstamos de salud que la Institución de Salud Previsional le hubiese otorgado al afiliado;”.


4. En el inciso sexto, que pasa a ser inciso quinto, suprímese la frase “o en sus sucesivas adecuaciones anuales” e intercálese, a continuación del punto seguido (.), la siguiente oración: “En caso de que en las sucesivas adecuaciones anuales, el monto de los excedentes a destinar a la cuenta corriente individual superen el referido 10%, la ISAPRE estará obligada a ofrecer al afiliado un plan de salud alternativo cuyo precio más se aproxime al plan actualmente convenido; en ningún caso, el afiliado estará obligado a suscribir el plan de salud alternativo.”.


5. En el inciso séptimo, que pasa a ser sexto, sustitúyese la frase “y devengarán el interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 18.010” por la frase “y devengarán el interés promedio pagado por los bancos en operaciones reajustables de no más de un año, según lo informado por el Banco Central de Chile en el respectivo período”.


6. Reemplázase, en el inciso octavo, que pasa a ser inciso séptimo, el guarismo “60” por “tres meses”.


B) En el artículo 203, agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Los beneficiarios de este artículo no podrán hacer uso de los recursos acumulados en la cuenta corriente a que se refiere el artículo 188, los que sólo podrán ser dispuestos por los herederos del cotizante.”.

Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia el primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Diario Oficial.


Los contratos que se suscriban a partir de la entrada en vigencia de esta ley, no podrán contemplar la renuncia de excedentes, salvo la excepción contenida en el nuevo inciso primero, del artículo 188, del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del, Ministerio de  Salud.


En el caso de contratos de salud que se encuentren suscritos a la época de vigencia de esta ley, en los que se haya pactado la renuncia de excedentes ahora prohibida, dicha renuncia será válida y producirá sus efectos hasta que el afiliado opte por retractarse de la renuncia o bien cuando, por cualquier causa, cambie de plan de salud.


En los procesos de revisión a que se refiere en el inciso tercero del artículo 197 del ya citado decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que se ejecuten con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, en el próximo período de adecuación, que se inicia con el envío de las cartas respectivas, excepcionalmente se podrán ofrecer y pactar planes alternativos sin renuncia de excedentes que cuenten con menos de un año de comercialización o que no tengan personas adscritas. Transcurrido dicho plazo, regirá la prohibición del artículo 198, N° 6, del mismo decreto con fuerza de ley.”.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el 15 de enero de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta accidental) y señores Carlos Ignacio Kuschel Silva y Jorge Pizarro Soto.

- - -


Sala de la Comisión, a 22 de enero de 2008.

(Fdo.): PEDRO FADIC RUIZ, Abogado Secretario de la Comisión>>
<
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ALLAMAND, ARANCIBIA, CANTERO, COLOMA, ESPINA, GARCÍA, KUSCHEL, HORVATH, LARRAÍN, NOVOA, ORPIS, PÉREZ VARELA, PROKURICA Y ROMERO, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN QUE EL SENADO MANIFIESTE SU RECONOCIMIENTO A LA VOLUNTAD MAYORITARIA DEL PUEBLO MAPUCHE DE VIVIR EN PAZ E INTEGRADO EN LA COMUNIDAD NACIONAL, Y QUE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA INSTRUYA A LOS ÓRGANOS PÚBLICOS QUE INDICAN PARA QUE PERSIGAN LA RESPONSABILIDAD DE QUIENES HAN REALIZADO ACTOS DE VIOLENCIA Y TERRORISMO EN REGIONES DE LA ARAUCANÍA Y METROPOLITANA

(S 1038-12)>
<
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de acuerdo consignado en el epígrafe, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Arancibia, Cantero, Coloma, Espina, García, Kuschel, Horvath, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.


Los autores de esta proposición de acuerdo resaltan la voluntad del pueblo mapuche de vivir en paz y en plena integración social. 


Expresan, a continuación, que su derecho a ser reconocidos y participar en igualdad de condiciones del desarrollo nacional no puede desvirtuarse por un sector minoritario, que empleando la violencia como medio para invocar una causa reinvindicacionista ha protagonizado hechos condenables, como la quema de camiones y atentados personales como últimamente se registró en Santiago, para arrancar decisiones de la autoridad y presionar a grupos intermedios de la sociedad.


Agregan que si bien nadie se ha atribuido responsabilidad en el mencionado atentado, en el lugar de su perpetración se encontraron panfletos con las siglas de la Coordinadora Arauco Malleco, conocida por su participación en eventos de este tipo.


Estiman, también, que en estos ilícitos es posible que se dé un vínculo con elementos foráneos por los recursos materiales y procedimientos empleados, de similares características a los de otros países.


Finalmente, junto con recordar el concepto del delito terrorista, exponen que estas conductas deben constituir una alerta para las más altas autoridades del país y de todos los sectores de la vida nacional, dado que merecen un especial y exhaustivo seguimiento.


Proponen, a continuación, el proyecto de acuerdo que se insertará más adelante, con el fin de que el Senado manifieste su reconocimiento a la voluntad del pueblo mapuche de vivir en paz e integrarse a la sociedad; expresar su enérgico rechazo a los hechos de violencia descritos, instando a la aplicación de la institucionalidad vigente y solicitando a S.E. la señora Presidenta de la República que instruya a la Agencia Nacional de Inteligencia, al Ministerio Público y al Ministerio de Relaciones Exteriores para que recojan información acerca de la operación, financiamiento y control de armas y vínculos con el extranjero de estas agrupaciones; instar a la designación de un fiscal especial para que investigue y sancione estas conductas y, finalmente, convocar a todos los sectores políticos para rechazar de plano los actos terroristas comprometiendo su decisión de erradicarlos.


En sesión de hoy, y sin pronunciarse sobre el mérito de su contenido, esta Comisión analizó el proyecto en informe desde el punto de vista de su idoneidad constitucional, concluyendo que él en nada se opone al ordenamiento institucional ni invade competencias o facultades atribuidas a otras autoridades.


Concurrieron a formular esta conclusión los Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag.


El texto del referido proyecto de acuerdo es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“El Senado de la República acuerda:


Manifestar su reconocimiento a la voluntad mayoritaria del pueblo mapuche a vivir en paz y a integrarse a la sociedad, como actores y protagonistas de su desarrollo.


Expresar su más enérgico rechazo a los hechos de violencia realizados por grupos minoritarios ocurridos en días recientes, tanto en la Región de la Araucanía como en Santiago, instando por la más enérgica aplicación de la institucionalidad vigente y así, garantizar el estado de derecho y el bien común de la Nación, solicitando asimismo a S.E. la Presidenta de la República, que instruya a la Agencia Nacional de Inteligencia, el Ministerio de Defensa y el Ministerio de Relaciones Exteriores para reunir el más acabado cúmulo de información sobre la operación, financiamiento, control de armas y vínculos con el extranjero, que exhiben las agrupaciones y participantes involucrados en tan repudiables eventos.


Instar a la designación de un Fiscal especial, del Ministerio Público, que investigue e instruya un proceso para aclarar y sancionar las conductas terroristas que se han venido desarrollando en el país y que pone en jaque la vida de personas, sean nacionales o extranjeras.


Convocar a todos los sectores políticos, sin exclusiones, para rechazar de plano los actos y conductas terroristas comprometiendo su decisión de erradicarlas.”.

- - -


Acordado en sesión de hoy, 22 de enero de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela.


Sala de la Comisión, a 22 de enero de 2008.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión>>
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES GIRARDI, HORVATH Y NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE DECLARA MONUMENTO NATURAL A TODAS LAS ESPECIES DE BALLENAS QUE INDICAN

(5744-03)>
<Honorable Senado:

CONSIDERANDOS

Contexto internacional 

En 1982, después de siglos de explotación, la Comisión Ballenera Internacional estableció una moratoria a la caza comercial de grandes ballenas, la que aún está vigente. Sin embargo, adicionalmente a esta moratoria se le otorgó a algunos países la posibilidad de cazar cetáceos con fines de investigación científica y también se les otorgo esta posibilidad a algunos pueblos originarios con el fin de mantener sus tradiciones culturales. Entre los países que pueden cazar ballenas con fines científicos este Japón, Islandia y Noruega. Pero lamentablemente esta Convención carece de medios legales para sancionar a los países infractores.

Esta moratoria entró en vigor en 1986. Sin embargo, no ha sido una medida de conservación exitosa. Y es que si bien es cierto que algunas de las poblaciones de ballenas se están recuperando lentamente, hay países -especialmente Japón, Noruega e Islandia-  que buscan subterfugios para seguir cazando cetáceos e insisten en que hay suficientes ballenas en los océanos como para poder volver a cazarlas sin restricciones.

Así por ejemplo, Japón se escuda en la fórmula "capturas para la investigación científica" para justificar sus continuas cacerías de cetáceos. Japón caza 400 ballenas Minke anualmente en la Antártica y 160 ballenas Minke, 10 cachalotes, 50 ballenas Bryde y 100 ballenas Sei en el Pacífico Norte.

Haciendo uso de esta facultad y amparada en la Convención Japón año a año, ejecuta una forma de caza comercial encubierta. De hecho año a año Japón ha ido incrementando el número de individuos que caza.

Australia y Nueva Zelanda han propuesto que la mayor parte del Océano Pacífico sea declarado Santuario Ballenero por la Comisión Ballenera Internacional. La propuesta, apoyada por Estados Unidos e Inglaterra, fue presentada durante la 52ª reunión de la CBI realizada en Adelaide, entre el 3 al 6 Julio de 2000. 

Para que la propuesta tuviera éxito se requerían tres cuartos de la votación de los países presentes, excluyendo abstenciones. Desafortunadamente, el Santuario no logró obtener este porcentaje de votos, debido a países que votan en favor de la postura Japonesa. Los países que votaron en contra de esta propuesta fueron Antigua & Barbuda, China, Dinamarca, Dominica, Granada, República de Guinea, Japón, Noruega, St.Kitts & Nevis, Santa Lucia y San Vicente & Granadinas. Durante las siguientes reuniones ha sido nuevamente propuesto, con el mismo resultado.

Situación de Chile

Si bien Chile ha suscrito tratados y convenios internacionales en materia de la protección de la biodiversidad, la implementación de esta normativa dentro de nuestro territorio es pobre. Esto ha sido reportado por la Organización de Comercio y Desarrollo Económico en su informe sobre Evaluación de Desempeño Ambiental de Chile, en el que se establecen 52 recomendaciones en materia ambiental en las que Chile debería avanzar. Específicamente en la recomendación 22 señala,  incrementar los esfuerzos financieros para satisfacer el objetivo de proteger el 10% de todos los ecosistemas significativos en Chile (incluidas las áreas costeras y marinas) y fomentar las actividades para la aplicación de la legislación relacionada con la naturaleza; y en la recomendación 23 dice,  establecer una iniciativa coordinada de los organismos estatales y las instituciones académicas para construir la base de conocimientos científicos (incluida la elaboración de un catálogo de las especies vivas) necesaria para el manejo de la naturaleza;

Por las aguas territoriales de Chile transitan, se reproducen y alimentan varias especies de ballenas. De hecho la presencia de cetáceos en aguas costeras y oceánicas chilenas, supera el 50% de la diversidad conocida a escala mundial. Esta incluye ballenas de tres de las principales familias, todas las especies de la familia de los cachalotes, 19 especies de delfines siendo algunos endémicos, varias especies de marsopas y una gran representatividad de la familia de los cetáceos menos conocidos, los zífidos. 

El estado de conservación, para las distintas especies de cetáceos en aguas chilenas, a nivel regional y nacional respectivamente, se distribuye en 66% y 76% para la categoría Insuficientemente Conocida, 25% y 19% en Peligro de extinción, 9% y 5% como Vulnerable. En consecuencia, se hace necesario fomentar el desarrollo de estudios científicos de campo, dirigiendo sus esfuerzos hacia las tareas más prioritarias.

La normativa chilena en esta materia es pobre y la implementación de áreas de protección ha sido lenta y es muy reciente. Debido a la disminución de las poblaciones de ballenas producto de su caza indiscriminada y con el objetivo de ayudar a la recuperación de estas poblaciones es que Chile decreto en sus aguas territoriales una veda a la caza de ballenas que está vigente hasta el año 2025.  A través del decreto 225 se establece una veda extractiva por 30 años. Es decir en los mares chilenos no se pueden cazar ballenas, medida desde luego insuficiente.

Después que la OCDE entregara al estado de Chile su informe sobre Evaluación de Desempeño Ambiental, el gobierno ha impulsado la implementación de un proyecto piloto para la creación de Áreas Costeras Marino Protegidas (AMCP), más conocido como el GEF marino

Entre las primeras Áreas Marinas Costero Protegidas (AMCP), creadas en Chile  están: el Parque Nacional Francisco Coloane en la Región de Magallanes, la AMCP de Caldera en la región de Atacama y la AMCP de  Bahía Mansa en la región de los Lagos 

El parque Nacional Francisco Coloane, correspondiente a aproximadamente 670 km cuadrados al rededor de la isla Carlos III, es la primera AMCP propiamente tal en aguas Chilenas, e incluye cetáceos principalmente ballenas jorobadas y minke antártica. Es la primera zona en Chile que cuenta con regulaciones oficiales para la actividad de observación de cetáceos. 

Sin embargo, las áreas de mayor diversidad de cetáceos en Chile y necesidad de ser protegidas, son la zona comprendida por las cinco islas entre la región de Atacama y Coquimbo y la zona circundante a la isla grande de Chiloé; más conocida por la propuesta de AMCP-MU Chiloé Corcovado y en la cual es posible apreciar la presencia de ballenas azules.

Estas dos zonas han sido propuestas por científicos chilenos han identificado en distintos lugares del mar territorial, zonas donde especies de ballenas concurren a  alimentarse.

Esto constituye un importante hallazgo, ya que las zonas  de reproducción y alimentación son consideradas como ecosistemas críticos, ya que si estos desaparecen o zona dañados también lo son las poblaciones de ballenas que dependen de ellos

En este sentido resulta muy importante la identificación de estas áreas dentro del maritorio nacional y la aplicación de medidas que resguarden la protección de estas zonas

Es así como científicos del Centro Ballena Azul (CBA) y académicos de la Universidad Austral con el apoyo de WWF, ha identificado la zona de Chiloé- Corcovado como un importante zona de alimentación de las ballenas azules. 

Las AMCP-MU son áreas dentro de las cuales se establece una zonificación diferenciada ara los distintos usos que tenga el área, pudiendo generarse dentro de ellas reservas y parques marinos los que legalmente operan bajo la Ley Pesca y Acuicultura.

Si bien estos mecanismos son avances aislados, ellos no se encuadran en una política, planificación y regulación para la protección de los espacios marítimos nacionales a través de un auténtico sistema nacional de áreas marinas protegidas que deberá esperar aún a tiempos en que existe auténtico compromiso medioambiental.

En el intertanto, y haciendo uso de los instrumentos jurídicos existentes creemos que constituye una señal en el plano internacional y una medida eficaz de protección declarar a los cetáceos que habitan el territorio nacional Monumento Natural en virtud de las prescripciones de la Convención de Washington y la legislación interna.

Por estas consideraciones es que proponemos el siguiente, 

PROYECTO DE LEY

ARTICULO UNICO: Decláranse Monumento Natural todos las especies de ballenas que habitan o circulan por las aguas jurisdiccionales del territorio nacional.

(Fdo.): GUIDO GIRARDI, SENADOR.- ANTONIO HORVATH KISS, SENADOR.- ALEJANDRO NAVARRO BRAIN, SENADOR>>
<
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ÁVILA, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 19, Nº 7, LETRA i) DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, EN MATERIA DE ERROR JUDICIAL

(5745-07)>
<Honorable Senado:

I.-
El error judicial y el debido proceso:
El error judicial es uno de los supuestos de responsabilidad patrimonial del Estado. La consagración de normas específicas y eficientes sobre el error judicial son una parte inescindible del denominado derecho al debido proceso, o due process of law, principio de derecho anglosajón que ha entrado en nuestro derecho constitucional en la garantía del “justo y racional procedimiento”, establecida en el inciso 5 del Nº 3 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que reza: 

“Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos”.

Es así que los órganos jurisdiccionales tienen el imperativo constitucional de garantizar el derecho a la defensa, un tribunal establecido con anterioridad y en conformidad a la ley, así como una investigación y juicio que se someta a  los estándares aceptados del derecho internacional de los derechos humanos. 
La indemnización por el error judicial se ha consagrado expresamente en el artículo 19 Nº 7 letra i) de la Constitución Política de la República, que dispone: 

“Artículo 19.- La Constitución asegura a todas las personas:

7º.- El derecho a la libertad personal y a la seguridad individual.

En consecuencia:

Una vez dictado sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, el que hubiere sido sometido a proceso o condenado en cualquier instancia por resolución que la Corte Suprema declare Injustificadamente errónea o arbitraria, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado de los  perjuicios patrimoniales y morales que haya sufrido. La indemnización será determinada judicialmente en procedimiento breve y sumario y en él la prueba se apreciará en conciencia”;
II.-
Error judicial e insuficiencia constitucional

No obstante, existen antecedentes de sobra que señalan que la indemnización por error judicial ha sido consagrada de manera muy deficitaria en nuestra legislación, haciendo que se asome el viejo fantasma antidemocrático de la impunidad e irresponsabilidad de las autoridades estatales. 
El profesor Mario Garrido Montt, ex Presidente de la Corte Suprema, señala: “Si adelantamos opinión respecto de la forma como se consagró este justo derecho, habría que reconocer que ha sido establecido de modo bien imperfecto, porque se exige un cúmulo de condiciones para que sea acogido, de manera que la facultad que se consagra con aparente carácter general, en realidad no lo es por su tenor 
restrictivo, no beneficia a todos sus hipotéticos titulares. De hecho, es una norma de excepción, que limita el beneficio a una minoría.”

Primero, la Constitución exige una resolución de condena, sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, ocurridos luego de un sometimiento a proceso – en el sistema procesal penal que expira – o de una acusación en el sistema actual (ya que la formalización estimada abusiva sigue el control administrativo que el Código Procesal Penal fija en su artículo 232 inciso 3º) y con tal que el procesamiento, la acusación o la condena hayan sido declarados injustificadamente erróneos o arbitrarios. 

La Corte Suprema, por vía jurisprudencial, ha agregado otros requisitos, entre ellos, determinar la causal o motivo por la que fue absuelto el procesado o acusado. 

En el caso “La Calchona”, donde se inculpó falsamente a tres individuos del homicidio de una mujer, con apremios ilegítimos, y confesiones bajo presión, la Corte Suprema les denegó la indemnización por error judicial, en virtud de que no se les declaró inocentes de todo cargo, por lo que el error del juez no fue injustificado. Quedó sentada así la jurisprudencia de que las indemnizaciones solicitadas sólo proceden cuando se acredita la inocencia de los condenados, y no cuando no se condena por falta de elementos de prueba.

Segundo, tenemos como antecedente las Actas de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución que se materializan en el actual artículo 19 Nº 7 letra i), para ayudar a delimitar su exacto sentido y alcance, pues su hermenéutica no es fácil. 

Entre las dificultades técnicas que genera la oscura redacción del mencionado artículo está la determinación de qué es lo injustificadamente erróneo o arbitrario. El comisionado Enrique Evans, cuestiona sobre el particular:
“Pero ¿Cuándo es injustificado el error? Cuando no hay elementos que intelectualmente a una mente normal puedan haberla llevado a la conclusión a la que llegó el juez. Esa es la arbitrariedad.”
El caso “Salinas Gómez con Fisco”
, sigue esta doctrina, citando a la Comisión: 

“Considerando 11º: Que para una mejor interpretación del precepto antes transcrito en orden particularmente a la determinación del alcance de la locución “injustificadamente errónea o arbitraria” empleado por el Constituyente resulta útil transcribir algunos pasajes atinentes de las Actas de la Comisión encargada del estudio del anteproyecto de la Nueva Constitución. En efecto, en las sesiones 117 a 124 de dicha Comisión, celebradas durante los meses de abril y mayo de 1975, aparece que para que proceda esta acción es necesario que la resolución que hubiere sometido a proceso o condenado en cualquier instancia a un sujeto, que con posterioridad ha sido absuelto o sobreseído definitivamente, haya sido dictada “sin motivo plausible” (señor Guzmán, sesión 118ª), “por un error judicial craso”(señor Ortúzar, sesión 118ª cit.), error injustificado, esto es “cuando no hay elementos que intelectualmente a una mente normal puedan haberla llevado a la conclusión a que llegó el juez”(señor Silva Bascuñán, sesión 119ª), es decir, “falta 
de fundamento racional”(idem), “error profundo que generó como resultado el que una determinada persona hubiera estado sometida a este proceso”(señor Silva, sesión 122ª), “en circunstancias de que, debidamente expedita la justicia criminal, no debió haber sido afectada”(idem)”
El problema es que sujetar lo injustificadamente arbitrario al mero capricho o debilidad intelectual del juzgador, hace que la hipótesis de indemnización sea muy difícil de concretarse. 

Tal como decía el profesor Raúl Tavolari: “… para que exista error judicial indemnizable, el juez debe ser casi un enfermo mental o actuar con un grave déficit de inteligencia…” 
III.-    
Error judicial y el sistema interamericano de DDHH. El caso La Calchona

El caso La Calchona fue llevado al Sistema Interamericano de DDHH, en virtud de la violación de los derechos consagrados en el Pacto de San José de Costa Rica, el cual, en virtud de INFORME N ° 32/02 de 12 de marzo de 2002, llegó a término por un mecanismo de solución amistosa entre las partes, el cual fue aprobado por la Comisión Interamericana de DDHH, bajo los siguientes términos: 
“LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, DECIDE: 

1. Aprobar la solución amistosa lograda en este asunto mediante la voluntad de ambas partes. 

2. Solicitar al Estado de Chile que informe a la CIDH dentro del plazo de tres meses contados a partir de la transmisión del presente informe acerca de las iniciativas y el trámite legislativo en materia de indemnización por error judicial. 

3. Hacer público el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA”. 

Es decir, el Estado de Chile se comprometió a modificar su legislación interna, lo cual no ha ocurrido aún.

En cumplimiento de esta obligación internacional asumida por el Estado chileno y que se halla pendiente, es que venimos en promover esta propuesta de reforma constitucional. 

IV.-
Soluciones: 

En esta propuesta, los requisitos de que la resolución sea injustificada y que sea arbitraria, por demasiado subjetivos, se eliminan. 

Bastará una resolución errónea para comprometer la responsabilidad del Estado. El error ha de consistir en una deficiente aplicación del derecho positivo vigente, aunque no alcance a configurar una negligencia o ignorancia inexcusables en el conocimiento y aplicación esperables del derecho para un magistrado profesional.  

Asimismo, agregamos que todo acusado, y no sólo los sometidos a proceso o condenados puedan ser indemnizados, en vista de que el nuevo proceso penal no contempla el sometimiento a proceso y sí la acusación. 
POR TANTO, PROPONGO EL SS. PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL: 

Artículo único:  
Elimínase de la letra i) del N° 7 del artículo 19 de la Constitución Política de la República la voz “injustificadamente” y la fórmula “o arbitraria”. 

Agréguese a la misma letra, entre la voz “proceso” y el ilativo “o”, la voz “acusado”, precedida de una coma (,).

(Fdo.): NELSON AVILA CONTRERAS, SENADOR>>
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA MATTHEI, Y SEÑORES ESPINA, LARRAÍN Y PÉREZ VARELA, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL, CON EL FIN DE AUMENTAR SANCIONES EN CONTRA DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS QUE COMETAN DELITOS QUE INDICA

(5746-07)>
<Honorable Senado:

FUNDAMENTOS. 

En las dos últimas décadas, el país se ha visto afectado por reiterados atentados contra la Administración del Estado cometidos por funcionarios públicos las más de las veces concertados con particulares, afectando especialmente el patrimonio del Fisco, lo que ha dado originen a diversos procesos penales, cuya tramitación, especialmente al dictarse sentencias interlocutorias o la definitiva encuentra problemas, al momento de aplicar la pena, pero además o debemos olvidar que el derecho penal es un guardián de a convivencia democrática, pluralista y no de los intereses o puntos de vista de un sector de los que participan en ella. Y en ese sentido, al ordenamiento punitivo le concierne la función de tutelar los valores fundamentales sobre los que descansa la convivencia pacífica. 

Precisamente los delitos contra la administración pública buscan sancionar criminalmente los atentados del empleado público en contra de la pureza y corrección de sus funciones y, en consecuencia, de la integridad de la administración a la cual representa y debe servir. 

Se debe garantizar una debida protección respecto a la imparcialidad y honestidad que debe imperar en el desempeño funcionario y ello significa sancionar con rigurosidad toda conducta corrupta, entendiendo por tal “aquella en que el funcionario público usa el cargo y la autoridad que detenta para un fin privado, sea para si o para terceros y que puede ser pecuniario o de otra naturaleza”. 

Conforme a lo anterior hay tres acciones que en forma reiterada han motivado sendas investigaciones criminales y que son conductas recurrentes en los últimos tiempos en la administración del Estado, siendo ellas la exacción ilegal, la aplicación pública diferente y la defraudación al Fisco. En este sentido, una política criminal disuasiva de tales acciones, junto con rigurosas sanciones administrativas, debe también ser rigurosa en la sanción penal aplicable al efecto. 

La tipificación actual de las conductas antes señaladas parecen insuficientes desde el punto de vista de la pena asignada al delito, por lo que se hace necesario modificar tales penas aumentándolas. 

Se propone que en el caso de la exacción ilegal se termine con la distinción entre la actuación con ánimo de lucro o sin éste, de tal suerte que solo baste que el empleado público exigiere sin derecho una contribución o servicio personal para que satisfaga los requerimientos del tipo, modificando asimismo la pena imponiéndose una que afecte la libertad personal. Todo ello sin perjuicio de su inhabilitación para desempeñar cargos en la administración del Estado y de las multas correspondientes. 

En el caso del tipo penal de la aplicación pública diferente, es menester sancionar con privación de libertad al funcionario que dolosamente malversa fondos para desviar recursos que el presupuesto pertinente de la administración pública tiene asignados a un ítem específico y, que sin autorización legal lo aplica sin derecho a otra función. Sobre este tipo penal se ha tenido en consideración especialmente lo ocurrido con los fondos sociales de la Presidencia de la República y los programas de absorción de cesantía, fondos que han sido desviados a otros afanes por funcionarios públicos, sin tener facultad para hacerlo y con total abuso del ejercicio de su cargo. 

La conducta sancionada por el artículo 239 del Código Penal, que constituye el delito de fraude al Fisco, es uno de los tipos penales más reiterados en su comisión por funcionarios públicos de confianza del Gobierno; muchos son los procesos que el país ha conocido respecto de este delito. 

En virtud de lo anterior, es menester fortalecer y perfeccionarlo en tres materias sustanciales: aumento de la pena, creación de una circunstancia  agravante cuando el sujeto activo del delito sea un funcionario de nombramiento exclusivo del Presidente de la República y también se debe solucionar el problema de comunicabilidad, que no resuelve actualmente el Código Penal cuando son copartícipes de este delito empleados públicos y particulares, esto es sujetos que no tienen el carácter de funcionarios públicos.

El presente proyecto de ley aumenta la pena con el objeto referido precedentemente, de disuadir a los funcionarios públicos en la comisión del mismo, haciéndola aflictiva. 

Conforme al artículo 60 de la Constitución Política de la República, el Presidente de la República tiene la facultad privativa de nombrar ministros de Estado y otros funcionarios que son de su entera y total confianza; obviamente que tales funcionarios deben ser más cuidadosos y celosos en el cumplimiento del principio de la probidad administrativa. Es por ello que se crea esta circunstancia modificatoria de responsabilidad como una agravante muy calificada, en el entendido que el delito cometido por funcionarios que tienen la calidad de ser personas de confianza exclusiva del Presidente de la República, constituye un hecho grave frente al de cualquier otro funcionario. 


Nuestro Código Penal no soluciona el problema de la comunicabilidad en los delitos en que hay copartícipes y que exigen al sujeto activo una calidad especial; ha sido la doctrina y la jurisprudencia la que soluciona la situación. 


En este sentido, la doctrina distingue entre aquellos delitos en que la calidad especial exigida por el tipo es determinado, y que denomina “delitos especiales propios”, como lo sería por ejemplo la prevaricación del artículo 223 Nº 1 y aquellos delitos en que la calidad especial exigida por el tipo solo es determinante de un trato más severo o más benigno, que son los “delitos especiales impropios”, como lo sería por ejemplo la malversación por apropiación del artículo 233 del Código Penal. 


La teoría mayoritaria en virtud del principio de comunicabilidad limitada, castiga al extraneus por el delito común y a quien reúne la calidad especial exigida por el tipo penal se le sanciona por el delito específico, primando la acción individual de cada uno; así, en el caso de fraude al Fisco y para el caso que existieren copartícipes en la comisión del delito, se sancionará al funcionario público por fraude al Fisco y al particular como autor del delito de estafa. No obstante lo anterior, nuestros Tribunales de Justicia tienden a castigar de la manera referida, existiendo algunos fallos que sancionan al extraneus como coautores de delitos de fraude al Fisco, lo que ha nuestro juicio es impropio. Con el objeto de solucionar este problema este proyecto de ley crea un nuevo artículo donde claramente se especifica que el sujeto que comete defraudación al Fisco será sancionado como autor del delito de estafa y se le aplicarán las penas referidas a ese delito.

Por las razones expuestas, venimos en  proponer el siguiente:





PROYECTO DE LEY

“Art. 157. Todo empleado público que sin un decreto de autoridad competente, deducido de la ley que autoriza la exacción de una contribución o de un servicio personal, los exigiere bajo cualquier pretexto, será penado con presidio menor en su grado mínimo a medio e inhabilitación absoluta temporal para cargos y oficios públicos en cualesquiera de sus grados y multa de veinte unidades tributarias mensuales”. 
“Art. 236. El empleado público que arbitrariamente diere a los caudales o efectos que administre una aplicación pública diferente de aquella a que estuvieren destinados, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo”.

“Artículo 239. El empleado público que en las operaciones en que interviniere por razón de su cargo, defraudare o consintiere que se defraude al Estado, a las municipalidades o a los establecimientos públicos de instrucción o de beneficencia, sea originándoles pérdida o privándoles de un lucro legítimo, incurrirá en las penas de presidio menor en su grado máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del cincuenta por ciento del perjuicio causado.
Será circunstancia agravante que el empleado público sea funcionario de exclusiva confianza del Presidente de la República”.

“Artículo 239 bis. El que participare con empleado público en las operaciones descritas en el artículo anterior, incurrirá en las penas establecidas en el artículo 467”. 

(Fdo.): EVELYN MATTHEI FORNET, SENADORA.- HERNÁN LARRAÍN  FERNÁNDEZ, SENADOR.- VÍCTOR PÉREZ VARELA, SENADOR>>
<
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR HORVATH, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE OBLIGA A INFORMAR SOBRE NIVELES DE RADIACIÓN ELECTROMAGNÉTICA QUE EMITEN ARTEFACTOS E INSTALACIONES QUE SEÑALA

(5747-11)>
<Honorable Senado:

Considerando:

1.-
El que los seres vivos están expuestos a distintos niveles de radiación electromagnética de origen natural y artificial.

2.-
Que determinados niveles de radiación electromagnética son nocivos para la adecuada salud de los seres vivos.

3.-
El que hay cada vez más aparatos electrodomésticos, industriales y de comunicación que emiten radiación electromagnética.

4.-
El que la OMS, a través del ICNIRP (International Commission on Non-Ionizing Radiation Protection) ha dictado normas de los niveles máximos a los que se pueden exponer las personas y que limita el valor del campo eléctrico para frecuencias de 50Hz, en 5.000V/m (como límite de exposición para la población) y 10.000V/m (para exposición laboral); limita el valor del campo magnético para frecuencias de 50Hz en 100µT (exposición para la población) y 500 µT (exposición laboral); limita el valor de Densidad de Potencia para frecuencia de 900MHz en 4,5W/m² (exposición para la población) y 22,5W/m² (exposición laboral); limita el valor de Densidad de Potencia para frecuencia de 1,8GHz en 9W/m² (exposición para la población) y 45W/m² (exposición laboral); limita el valor de Densidad de Potencia para frecuencia de 2,45GHz en 10W/m² (exposición para la población) año 1998 (ICNIRP, CEM guidelines, Health Physics 74, 494-522 (1998). Ref: Datos proporcionados por Geohabitar.
5.-
El que según investigaciones en la materia y reuniones internacionales se ha demostrado que niveles muy inferiores a los que señala la OMS resultan ser nocivos.

6.-
El que nuestro país cuenta con la Resolución 505 del 5 de Marzo de 2005, que fija los niveles de exposición a la radiación.

7.-
El que el Artículo 19 número 8 de la Constitución Política establece la garantía  de “el derecho a vivir en un medio libre de contaminación. Es deber del estado velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza”, y

8.-
La conveniencia de informar a las personas acerca de los niveles nocivos de exposición a la radiación electromagnética,

Es que vengo en proponer la siguiente

MOCIÓN

HACE OBLIGATORIA LA INFORMACIÓN DE NIVELES NOCIVOS DE EXPOSICIÓN ELECTROMAGNÉTICA QUE AFECTA LA SALUD DE LAS PERSONAS

Artículo 1°.-

Todo artefacto que emita radiación electromagnética por sobre la norma deberá llevar una indicación legible que señale el nivel de radiación, el máximo permisible por unidad de tiempo y la distancia en que esta exposición la supera.

Artículo 2°.-

Las instalaciones fijas como antenas y otros que emitan radiación por sobre la norma en la distancia que corresponde deberán llevar un letrero con la información que lo señale, la que debe ser legible desde el acceso público más cercano.

Artículo 3°.-

El que infrinja la presente ley debe cancelar una multa de 50 UTM. En caso de reincidencia se aplicará el doble de la multa anterior cada vez que ella se produzca.

Artículo Transitorio.-

Las instalaciones fijas que señala el Artículo 2° tendrán un plazo de 60 días para instalar los letreros que indica. 
(Fdo.): ANTONIO HORVATH KISS, Senador>>
<
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO,

GAZMURI, PIZARRO, RUIZ-ESQUIDE Y SABAG, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE INSTRUYA AL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PARA QUE ESTUDIE LA POSIBILIDAD DE DISTRIBUIR EN BIBLIOTECAS Y COLEGIOS PÚBLICOS,

LOS LIBROS DE DOÑA PATRICIA VERDUGO AGUIRRE,

Y QUE AL MENOS DOS DE DICHOS TEXTOS SEAN

CONSIDERADOS LECTURA OBLIGATORIA

PARA ALUMNOS DE ENSEÑANZA MEDIA

(S 1044-12)

>
<Honorable Senado:

Considerando:

1.— Que recientemente falleció después de una larga enfermedad la periodista y escritora Patricio Verdugo Aguirre.

2.— Que Patricio Verdugo Aguirre fue una luchadora inclaudicable por los Derechos Humanos y el respeto a la vida durante el régimen militar.

3.— Que a pesar de las continuas amenazas nunca dejó de denunciar los excesos y crímenes que los agentes del Estado cometían, transformándose en la voz de los que no tenían voz.

4.— Que sus libros y artículos en las revistas Hoy y Apsi sirvieron para que generaciones de chilenos tomaran conciencia de las violaciones a los Derechos Humanos que ocurrían durante la dictadura militar.

5.— Que sus libros “Los Zarpazos del Puma”; “Una Herida Abierta”; “Tiempo de Días Claros” “André de la Victoria”; “Quemados Vivos” y “Bucarest 187” son parte de la memoria histórica de nuestro país.

6.— Que por tanto, deberían ser lectura obligada para nuestros jóvenes en sus escuelas y liceos, de tal forma de generar en ellos una conciencia de respeto y promoción de los Derechos Humanos.

7.— Por los motivos anteriormente expuestos, los Senadores firmantes venimos en proponer el siguiente Proyecto de Acuerdo:

PROYECTO DE ACUERDO

“Solicitar a la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, si lo tiene a bien, instruya a la Ministro de Educación señora Yasna Provoste para que estudie la posibilidad que:

a) A lo menos 2 libros de Patricio Verdugo Aguirre sean de lectura obligatoria para los alumnos de enseñanza media.

b) Se distribuyan en todas las bibliotecas de escuelas, colegios y liceos públicos y municipales, los libros de Patricia Verdugo, de tal forma que estén al alcance de la comunidad escolar y el público en general.

(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.— Jaime Gazmuri Mujica, Senador.— Jorge Pizarro Soto, Senador.— Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.>>>
>
� Ley N°18.010. Artículo 6º.- Interés corriente es el interés promedio cobrado por los bancos y las sociedades financieras establecidas en Chile en las operaciones que realicen en el país, con exclusión de las comprendidas en el artículo 5º. Corresponde a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras determinar las tasas de interés corriente, pudiendo distinguir entre operaciones en moneda nacional, reajustables o no reajustables, en una o más monedas extranjeras o expresadas en dichas monedas o reajustables según el valor de ellas, como asimismo, por el monto de los créditos, no pudiendo establecerse más de dos límites para este efecto, o según los plazos a que se hayan pactado tales operaciones.


    Los promedios se establecerán en relación con las operaciones efectuadas durante cada mes calendario y las tasas resultantes se publicarán en el Diario Oficial durante la primera quincena del mes siguiente, para tener vigencia hasta el día anterior a la próxima publicación.


    Para determinar el promedio que corresponda, la Superintendencia podrá omitir las operaciones sujetas a refinanciamientos o subsidios u otras que, por su naturaleza, distorsionen la tasa del mercado.


    No puede estipularse un interés que exceda en más de un 50% al corriente que rija al momento de la convención, ya sea que se pacte tasa fija o variable. Este límite de interés se denomina interés máximo convencional.


    Será aplicable a las operaciones de crédito de dinero que realicen los bancos, lo dispuesto en el inciso primero del artículo 17 de la ley Nº 19.496 y la obligación de información que contempla la letra c) del artículo 37 de la misma ley citada, debiendo identificarse el servicio que la origina.


� GARRIDO MONTT, Mario. La indemnización por error judicial en Chile /en/ Ius et Praxis, año 5, Nº1, (1999), p. 475.





� Sentencia Corte Suprema, Salinas Gómez con Fisco, de 14 de noviembre de 1985; Causa Rol Nº 24.518.








